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LA IMPORTANCIA f)f~L JllICIO DE AMPARO INDIRECTO EN EL REMATE 

JUDICIAL DE B1ENI~S INMUEBLES. 

INTRom ICCI(}N 

El juicio de Amparo es una institución propia del sistema jurídico mexicano y de 

especial trasccndencia, porque a través de él, sc protege a la máxima disposición jurídica 

en México, que es la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; sin 

embargo, es menester hacer la misma aclaración que numerosos juristas, con respecto a 

que el Juicio de Amparo lue creado, específicamente, para la defensa de las garantías 

individuales, que se encuentran contenidas en los primeros veintinueve artículos del Pacto 

Federal y que son susceptibles de violación por parte de cualquier autoridad, es decir, el 

objeto del juicio de amparo es que cualquier violación a la, garantías individuales de un 

gobemado, por parte de una autoridad, en ejercicio o con motivo de sus funciones, debe 

ser invalidada por conducto de la sentencia de amparo, la cual deberá obligar a la 

autoridad responsable a restituir al quejoso en el uso y goee de la garantía violada 

El Juicio de Amparo, por naturaleza, es muy complejo y extenso, porque tanto para 

su procedencia, como en su tramitación se debcn seguir los procedimientos y foonas que 

estahlece la Ley Reglamentaria de los artículos 103 Y 107 de la Constitución Federal, 

además de que se puede interponer en contra de un gran número de autoridades y, de 

estudiarse todas y cada una de la, posibilidades, sería un trabajo sin fin, que reba,aría 

con mucho la~ expectativas de una tesis; es por esta razón que en la presente, se busca 

únicamente destacar su importancia en lo referente al remate judicial de bienes 

inmuebles. 



En este orden de ideas, es necesario precisar qué es el remate judicial y éste, es la 

enajenación reali/.ada por el órgano jurisdiccional a un postor, respecto de un bien 

embargado, propiedad del demandado, en un proceso judicial en donde se demanda el 

pago de un crédito insoluto para que, con el producto de la operación, se efectúe el pago 

reclamado por el acreedor, sin tomar en cuenta la voluntad del deudor, cuya intervención 

se limita a que el procedimiento de remate, se realice con apego a la ley; de lo cual se 

puede resolver que el remate es un acto posterior al juicio y por lo tanto, es procedente el 

Amparo Indirecto. 

Es por ello que sólo se estudia al Juicio de Amparo Indirecto, en relación con el 

artículo 114 fracción 1II de la Ley de Amparo, donde se puede apreciar que, tratándnse de 

remates judiciales, sólo procede el juicio de amparo indirecto contra la resolución 

delinitiva en que se aprueba o desaprueba; sin embargo, el suscrito considera, que si el 

procedimiento de remate fue ilegal, es hasta la resolución delinitiva en donde se puede 

considerar, que el agravio causado por la autoridad ha sido personal y directo, tal y como 

se explicará en el capítulo respectivo; por lo expuesto, es que este trabajo se denomina: 

La Imporlancia del Juicio de Amparo Indirecto en el Remate .ludicial de Bienes 

Inmuebles. 

.JORGI~ RODRIGO ZARAZÍJA RALDF,RAS. 



CAPÍTlILO PRIMERO: 

ANTECEDENTES GENERALES DEL JlIICIO CONSTITUCIONAL. 

El Juicio de Amparo en México no es producto de generación espontánea, ni de 

imitación jurídica, por el contrario, tiene hondas raíces mexicanas generadas por la 

defensa de los derechos fundamentales del hombre ante la actuación arbitraria y despótica 

de las autoridades. En su creación afloran ideas progresistas y avanzadas sustentadas por 

ilustres juristas mexicanos, como los destacados Mariano Otero y Manuel Crecencio 

Rejón. En este capítulo se presentan algunas referencias históricas en tomo al Amparo, 

porque como es sabido, todo abogado que quiera iniciarse en el conocimiento del Juicio de 

Amparo y su consecuente aplicación, debe conocer sus antecedentes históricos. 

1.- En Roma: 

Nuestra etapa inicial comprende el estudio de Roma y como antecedente remoto del 

Juicio de Amparo, se enuncia el Interdicto de Exhibir al Hombre (HOMINE LIBERO 

EXHIBENDO), que tenía por objeto lograr la libertad inmediata de una persona y tal cosa 

se alcanzaba por un procedimiento judicial rápido, aunque no se promovía en contra de 

una autoridad, como sucede en el Amparo actualmente. 

Dicho interdicto, remotamente puede tener relación con nuestro juicio de amparo, 

por las siguientes razones: 

a) No se concedía para proteger a la persona humana contra los actos de una 

autoridad, sino contra los atentados a la libertad, procedentes de los particulares. 



b) Era una institución procesal de Derecho Privado y no de Derecho Público. 

e) No se reconocían los derechos del hombre nI las garantías legales para 

protegerlos. 1 

Otro antecedente que surge en el Derecho Romano, es la INTERCESSIO que 

consistía en un procedimiento protector, llevado a cabo por una persona ante el tribuno de 

la plebe, para pedir auxilio y protección contra las arbitrariedades del poder público. 

La Intercessio Romana puede ser considerada como un verdadero antecedente del 

Juicio de Amparo, porque en ella se aprecian los siguientes elementos: materia de la queja, 

existencia de la parte agraviada, autoridad responsable, ténninos de interposición, 

anulación del acto reclamado y la suplencia de la queja deficiente 2 

2.- En España. 

En España. independientemente de la existencia de diversas disposiciones legales 

(por "jemplo: las I.eyes de Eurieo, el Breviario de Aniano, el Fuero Juzgo. las Leyes de 

Estilo, los Ordenamientos de Alcalá, las Siele Partidas, las Ordenanzas Reales de Castilla 

y otras), también f<mnaban parte del derecho positivo una diversidad de estatutos 

particulares a los que se les denominó fueros; los cuales eran expedidos por el rey en favor 

de la nobleza (fueros nobiliarios),3 o en beneficio de los pobladores de las villas o 

ciudades (fueros municipalcs); los primeros por títulos y catcgorías que poseían, y los 

segundos, por algún servicio prestado a la corona, que principalmente fue de origen 

militar. 

I cfr Burgoa Onhuela, IgnaCIO m JUICIO de Amparo pág'i 47-79 
2c1r ChávczCastillo, Raúl El JUICIO de Amparo pág 12 
3 Padilla José R SinopSIS de Amparo. pág. 46. 
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Los 1ílCros estatuían en favor de sus bene1íciarios, prerrogativas especiales 

otorgadas por el rey, quedando a cargo del Justicia Mayor la tutela de los mismos. 

El Justicia era un verdadero órgano de control del Derecho Foral Aragonés ... su 

origen se remonta hasta el Siglo XII de nuestra era. Mencionando los historiadores como 

primer funcionario de tan importante investidura, a Don Pedro Jiménez, quien murió en el 

año 1123. I.a finalidad funcional del Justicia Mayor, que implicó al mismo tiempo, la 

causa de su creación. se precisó en el famoso pacto de sobra/be en cuyo punto V se 

disponía: "para que nuestras libertades no padezcan ni detrimento ni dafto, habrá medio 

sobre el rey y sus súbditos, a quien sea licito apelar el que recibiere agravios, o de los que 

recibiese la república o sus leyes para remedio.,,4 

La persona que Se consideraba investida de fuero, y que se consideraba afectada en 

sus libertades individuales garantizadas por dichos fueros, ocurría ante el Justicia para 

solicitarle la protección de las mismas "inclusive al otorgar la protección, el Justicia 

utilizaba el término ampara. sinónimo de proteger o defender, que es lo que ha dado 

nombre a nuestro Juicio de Amparo.'" 

Uno de los fueros más significativos eS el que se denomina Privilegio General, que 

tuvo vigencia en el Reino de Aragón y que fue expedido por el Rey Pedro 1Il, en el año de 

1348, este fuero estableció ciertas prerrogativas a todos los súbditos, independientemente 

de su condición particular, frente a los actos del rey o de sus órganos delegados. 

Dentro del Privilegio General existieron los siguientes procesos forales: 

<1 flurgoa 011huela op Clt, págs 56 y 57 
5 cfr Nonega, Alfonso LeCCiones de Amparo tomo I pág 59 



a) EL DE MANIFESTACIÓN DE LAS PERSONAS.- Que consistía en poner en 

libertad, dentro de 24 horas. a la persona que había sido aprchendida sin haber sido hallada 

en flagrante delito o sin instancia de parte legítima; o contra ley o fuero; 

bl EL DE JURISFIRMA.- Consistía en una orden de inhibición que se obtenía de I,a 

('orte de Justícia, basándos~ en justas excepciones, alegaciones defensivas ingenerc y con 

prestación de fianza, que asegurase la a,istencia al juicio, y el cumplimiento de las 

sentencias -In judicafo solvendo- otorgándose, en general, contra jueces, oficiales y, aún, 

particulares a tln de que no se perturbasen a las personas y a los bienes contra fuero y 

derecho, existiendo tanto en fuero civil como criminal. 

el EL DI' APREIIENSIÓN.- Se trataba de un secuestro de bienes inmuehles 

efectuado por el Justicia Mayor o la Real Audiencia hasta que se decidiera entre las pmtes 

en conflicto, a quien correspondía verdaderamente la posesión y propiedad de los mísmos. 

d) EL DE INVENTARIO.- Consistía en el secuestro o aseguramiento de bienes 

muehles hasta en tanto se decidiera el litigio sustentado entre las partes. 

3.- En Francia. 

En este país se da la declaración de los derechos del hombre y del ciudadano de 1789, 

yel senado conservador francés. 

Las garantías individuales fueron tcma toral en la Revolución Francesa producto de 

ídeologias liberales que cncontraban su fundamento en la lihertad, la igualdad y la 

propiedad, basándosc en la idea de que todo poder del Estado dimana de la voluntad del 
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pueblo, y por ello el Estado tiene el deber de proveer lo necesario para la protección de los 

derechos naturales e imprcscriptihles del hombre. 

En la declaración francesa de los derechos del hombre y del ciudadano de 1789, se 

estableció un catálogo de las prerrogativas de que gozaban los individuos, mismas que el 

Estado estaba obligado a respetar. De esta manera el artículo 2" instituía como derechos 

li.llldamentales del hombre a la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la 

opresión; el artículo 7" establecia el principio de legalidad de los actos de autoridad para 

que alguien pudiera ser detenido o preso; en el artículo 8° se establecía la garantía de no 

retroactividad de las leyes, por virtud del cual se prohibia castigar a un ciudadano en 

aplicaci6n a una ley establecida con posterioridad al hecho; en el artículo 9" se garantiz.aba 

la inocencia de los individuos, hasta en tanto no se probara lo contrario; en el artículo (O 

se establecía la libertad del hombre para ejercer el culto rel igioso que le conviniera; el 

artículo 11 consagraba la libertad de expresión y de imprenta; el artículo 12 garantiz.aba el 

derecho de propiedad como un derecho inviolable y sagrado, y señalaba la expropiación 

basada en la necesidad pública comprobada, la exigencia evidente, la condición justa y la 

previa indemnización, como requisitos indispensables para que se actualizara dicha figura. 

El 13 de diciembre de 1799, se promulgó la Constitución Franccsa, basada en la 

referida Declaración de los Derechos del Ilombre y del Ciudadano, promulgada una 

década anterior, en la que por primera vez en la historia de ese país, se creó un organismo 

público para velar por el respeto a los derechos públicos subjetivos denominado "Senado 

Conservador" el cual estaba compuesto de 80 miembros inamovibles, entre los cuales se 

encontraba el jurista francés, Sicyés, quien es considerado como uno de los principales 

impulsores dc dicho senado." 

6 cti" Arellano <larda, Carlos El.lulclo de Amparo pág 68 
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El Senado Conservador ''Tenía como función primordial estudiar y decidir todas las 

cuestiones que sobre inconstitucionalidad de leyes y otros actos de autoridad se sometiesen 

a su consideración." En tiempos de Napoleón Bonaparte, sus facultades se ampliaron al 

extremo de poder anular las sentencias de los tribunales que estimaran atentatorias para la 

seguridad del Estado, podían disolver el cuerpo legislativo y designar a los cónsules. 

En el senado conservador funcionaba la comisión encargada de tutelar la libertad 

individual, la que entre otras facultades tenía, la de ordenar a la autoridad que hubiera 

detenido a una persona más de diez días, que la pusiera a disposición del juez competente, 

so pena de que transcurrido dicho término sin que cumpliera, se convocara al senado para 

que declarara la arbitrariedad de la aprehensión, sometiendo la causa a consideración de la 

Alta Corte de Justicia. Asimismo funcionó la "comisión senatorial de la libertad de 

imprenta", la cual estaba encargada de conocer de los asuntos relativos a las quejas 

promovidas por los impresores, contra actos de las autoridades que prohibieran la 

impresión y publicación de determinadas obra •. 7 

El Senado Conservador es considerado como un órgano político de control 

Constitucional que hizo nugatorias sus funciones, ya que los senadores se doblegaron a la 

voluntad de Napoleón 1II, y éste los designaba, por lo tanto, dependían políticamente de él. 

RECURSO DE EXCESO DE PODER.- En Francia existió un recurso denominado 

"de exceso de poder", el cual se promovía ante el órgano contencioso administrativo, 

denominado "Consejo de Estado"; el cual estaba encargado de velar por la legalidad de los 

actos de la Administración Pública del Estado Francés, emitiendo resoluciones con efectos 

erga omnes. 

7 ídem. pág 70, 
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RECURSO DE CASACIÓN.- Hnalmcnlc debemos citar a la Corte de Casación, 

que es el Órgano Judicial Supremo dc Francia; el recurso dc casación era procedente 

contra sentencias dcllnitivas dictadas cn los asuntos dc carácter civil o penal, por errores o 

violaciones cometidas en la propia sentencia (In judicando) u ocurridos dentro de la 

secuela procesal (in procedendo)" 

4.- 1-:" Inglaterra. 

El COMMON LOW o Derecho Común se desarrolló en Inglaterra. Y éste consistía 

en un conjunto de normas consuetudinarias, originadas de las resoluciones que surgían de 

la práctica jurisdiccional de los Tribunales de Inglaterra. 

LA CARTA MAGNA- En el año de 1215, el Rey Juan Sin Tierra, expidió, por 

presión de los Barones, la Carta Magna, que contenía gran diversidad de garantías 

concedidas en favor de la Iglesia, los barones y la comunidad en general; por ejemplo, en 

su artículo 46 se estatuía el principio de Icgalidad y de previa audiencia, consistente en la 

garantía de que nadie podía ser aprehendido, arrestado, expulsado o privado de su 

propiedad; sino mediante juicio de sus parcs y conforme a la I.ey de la Tierra9 

Posteriormente en el año de 1628, el recién creado Parlamento Inglés, le impuso al 

Rey la institución dc "the Petilion o! Rights", misma que expidió el Rey Carlos [ y que 

consistía en el derecho de los ciudadanos para solicitar al soberano la aplicación de la ley 

en los casos concretos, consolidándose de esta manera, en forma paulatina, las 

prerrogativas contenidas en la Carta Magna. 

R cfr Chávcz Castillo op Clt pág 15 
9 cfr Bnscño Slcna, Ilumbcrto El Control Constitucional de Amparo cap 10-15 
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Los derechos más sagrados de los ingleses eran el de libetiad y el de propiedad. Este 

estatuto garantizó ambos derechos con la técnica más avanzada, declara la ilegalidad de 

muchas actuaciones de la corona; prohibe la suspensión y la dispensa de leyes, los juicios 

por comisión, las multas y fianzas excesivas, el mantenimiento del ejército en tiempos de 

paz, prohibe la imposición de contribuciones sin permiso del Parlamento; se reconoce el 

derecho de petición al rey, la portación de armas, la libertad de tribuna en el Parlamento y 

la libertad en la elección de los comunes. 10 

EL WRIT OF HABEAS CORPUS.- El writ of habeas corpus es la institución 

creada por la costumbre jurídica inglesa. 

5,- ~:n México, 

t:POCA PREmSPÁNICA, 

En el derecho Azteca, surgieron algunas figuras jurídicas a través de la creación de 

algunos organismos, los cuales no estaban relacionados con el establecimiento o 

protección de derechos públicos subjetivos. Cabe señalar que la, apotiaciones realizadas 

por los pueblos indígenas con relación al juicio de amparo, son nulas; sin embargo, 

podemos mencionar algunas instituciones de derecho que son de gran impotiancia, por 

ejemplo: ELPo!leSl\!1()IHirgtljw de-'9s,'UatQª,l.Ís ¡\z.tclCa~, que se caracterizó por un alto 

grado de absolutismo en el periodo de Moctezuma 11; en los principios de la Monarquía, su 

poder fue limitado y su autoridad verdaderanlente paternal; su trato más humano y los 

derechos que se exigían de sus vasallos más cortos. Pero~ como se mencionó 

anteriormente, dicho poder adqUIere fuerza en el régimen de Moctezuma 11. 11 

lO cfr Arellano Garcla op_ Clt pág 44 
tI ídem. pág 75 
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IiLIla!Qcall.- Era un consejo real o senado que surgió aliado del Tlatoani, tenía una 

gran intervención en el gobierno, además asesoraba al monarca en asuntos de interés 

general, tenía funciones administrativas y, en algunos casos, funciones judiciales. 

f.lL~ihu_ª_¡:<2ll.- Compartía el poder con el soberano azteca, sustituyéndolo cuando 

éste salía a campaña, y también realizaba funciones administrativas y judiciales. 

ELChinarl"allj. - Era un defensor de los intereses de los integrantes de los calpullis o 

barrios dc la ciudad, ante los jueces, en todo tipo de negocios judiciales. 

l&LIj:Jlctli.~.- Eran jueces dc elccción popular, duraban un año y tenían 

competencia en los asuntos menores; ya que los asuntos importantes se ventilaban a través 

de tribunales conformados por tres jueces vitalicios; la labor de apelación, era realizada 

por el tribunal del monarca, el cual se reunía cada veinticuatro horas. Paralelamente a la 

justicia azteca común, encontramos la justicia especial para sacerdotes, para asuntos 

mercantiles surgidos de tianguis, asuntos de familia, delitos de índole militar, asuntos 

tributarios o litigiosos en artes o ciencias. 

Los procesos judiciales eran orales y en ocasiones, se levantaba un protocolo a 

través de jeroglíficos. Los procesos no podían llevar más de ocho días; yen los asuntos de 

carácter penal. considerados como graves, su duración era muy corta, ya que se rendían de 

manera pronta las pruebas confesional, testimonial, documental, los careos y la 

presuncional. 

ÉPOCA COLONIAL. 

En la Nueva España, el Derecho Positivo estaba integrado por el Derecho Español y 
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por las costumbres indígenas. 

El rey originalmente encargó la administración de sus colonias al Consejo de Indias 

que tenían como objetivo primordial, el de proteger los derechos de los indígenas que, 

según el Doctor Ignacio Burgoa, tenían una especie de capitis di minutio. 

El rey nombró a un representante suyo, denominado virrey, el cual tenía amplias 

facultades constituyéndose como gobernador general y la máxima autoridad dentro del 

virreinato, superintendente de hacienda. Presidente de la Real Audiencia de México, 

vicepatrono de la Iglesia y capitán general del ejército de la Nueva España. 

Asimismo, por costumbre jurídica, se estableció en la~ colonias el recurso de 

"obedézcase y no se cumpla", sin que haya surgido por disposición expresa de la ley. 

Se ha llegado a considerar que en esta época existió una especie de amparo colonial, 

dado que el virrey fiscalizaba la legalidad de la actuación de los diversos funcionarios 

cuando se les imputaba alguna actuación arbítraria.'2 

Por ello, cabe señalar que " .. .la investigación emprendida por Don Andrés Lira, 

... revela ... que en el sistema jurídico novohispánico imperaba el principio de legalidad 

como elemento de seguridad para los bienes y derechos de los gobernados .. .','3 el cual 

probablemente propició el surgimiento del juicio de amparo mexicano. 

LA CONSTITlICIÓN FEDERAL DE 1824. 

12 cfr Lira González, Andrés El Amparo Colonml pág. 7 
11 IgnacIo Burgoa Orihuela. op. cit., pág 103. 
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El Congreso General Constituyente, se reunió el 5 de noviembre de 1823 y dos días 

después celebró su instalación solemne; Don Miguel Ramos de Arizpe fue nombrado 

Presidente de la Comisión de la Constitución, de lo cual, cabe mencionar que únicamente 

existían los partidos Federal y Centralista. 

La Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos dcl4 de octubre de 1824, 

es considerada como el ordenamiento que establece de manera "embrionaria" un sistema 

de defensa constitucional; sin embargo, sólo estuvo en vigor hasta 1835. 14 

Primeramente debemos sefialar que la Constitución de 1824, no contiene un 

apartado en el que se establezcan las garantías individuales, como sucede en nuestra 

Constitución actual, sino que las garantías se encontraban en artículos dispersos (del 

artículo 146 al 151, 156 y 171 Constitucionales). 

En segundo lugar, debemos indicar quc fue el primer ordenamiento en el cual se 

faculta a la Corte Suprema de Justicia para conocer de las infracciones constitucionales, es 

decir, se reconoce al Poder Judicial Federal como la autoridad garante de los derechos 

fundamentales del hombre. 

En efecto, el articulo 137, fracción V, párrafo sexto de la Constitución Federal de 

1824, establecía: 

"art. 137. Las atribuciones de la Corte Suprema de Justicia son las siguientes: 

"V. Conocer: 

14 cfr Felipe Tena Ramirc.l Leyes Fundamentales de MéXICO pág 153 
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"Sexto ... de las intracciones de la Constitución y leyes generales, según se prevenga 

por la ley." 

Teóricamente dicho precepto encierra un principio de control judicial de la 

constitucionalidad de los actos de autoridad; sin embargo, en la práctica no tuvo utilidad, 

ya que en ningún momento se expidi6 la ley reglamentaria de dicho precepto, que le 

brindaría la anhelada aplicabilidad. 

CONSTITUCIÓN CENTRALISTA m, 1836. 

(SIJJ>REMO PODER CONSERVAI)OR) 

Algunos autores consideran que es inútil examinar esta Constitución, en virtud de 

que no tiene interés para nuestro Derecho Constitucional ni por las teorías ni por su 

aplicación,l' Sin embargo, cabe señalar que existió el control de la Legalidad y de la 

Constitucionalidad, que era facultad de un órgano político denominado "Supremo Poder 

Conservador". 

El control lo establecían las tracciones 1, 11 Y 111 del artículo 12 de la Segunda Ley, 

en donde se inviste de control Constitucional a este cuarto poder, dicho control se ejercía a 

instancia de alguno de los otros poderes. 

CONSTlTlICIÓN YIJCATECA DE 1840. 

(PROYKCTO) 

El proyecto fue elaborado por Don Manuel Crecencio Rejón, a fines del año de 

1840, y ·es el primer ordenamiento en el que se le da el nombre de "amparo" a nuestro 

15 cfr Rahasa, Emilio El Articulo 14 y el JUiClO CnnshtuclOnal Orígenes, teorías y extem;¡ón pág 231 
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Juicio Constitucional, pues en el artículo 53 de dicho proyecto se establecía lo siguienteJ6 

"Articulo 53. Corresponde a este trihunal (Suprema Corte de Justicia) reunido: 

"10 Amparar cn el gocc de sus derechos a los que le pidan su protección, contra las 

leyes y decretos de la Legislatura que sean contrarias a la Constitución: o contra las 

providencias del Gobernador o Ejccutivo reunido cuando en ellas se hubiese infringido el 

Código fundamental o las leycs, limitándose en ambos casos a reparar 'el agravio en la 

parte en que éstas o la Constitución hubiesen sido violadas ... " 

Asimismo el artículo 63 de dicho proyecto prevenía lo siguiente: 

"Artículo 63. Los jueces de primera instancia ampararán en el goce de los derechos 

garanti7.ados por el artículo anterior, a los que le pidan su protección contra cualesquiera 

funcionarios que no correspondan al orden judicial, decidiendo breve y sumariamente las 

cuestiones que se susciten sobre los asuntos indicados." 

Los principios en los cuales se basaba el proyecto de Constitución que se comenta, 

era el de petición a instancia de parte agraviada, asimismo proveía la supremacía del Poder 

.1 udicial sobre los otros poderes del Estado; y que plasmaba al amparo como una 

institución jurídica y no política. 

Dicho proyecto fue adoptado por la Constitución Yucateca del 31 de marzo de 

1841, quedando en los siguientes términos: 

"Artículo 80. Los jueces de primera instancia ampararán en el goce de sus derechos, 

1(, cfr AlCllano Garcia op eH págs 109-112 

13 



garantizados por el artículo anterior, a los quc le pidan su protccción, contra cualesquiera 

funcionarios que no correspondan al orden judicial, decidiendo breve y sumariamente las 

cuestiones que se susciten sobre los artículos indicados," 

"Articulo 90. De los atentados cometidos por los jueces, contra los citados derechos 

conocerán sus respectivos superiores con la misma preferencia de que se ha hablado en el 

articulo precedente; remediando desde luego el mal que se les reclame, y enjuiciando 

inmediatamente al conculcador de las mencionadas garantias." 

"Articulo 62. Corresponde a este tribunal (Suprema Corte de Justicia) reunido: 

"lo. Amparar en el goce de sus derechos a los que le pidan su protección contra las 

leyes y decretos de la legislatura que sean contraria~ al texto literal de la Constitución o 

contra las providencias del gobernador, cuando en ellas se hubiese infringido el código 

fundamental en los términos expresados, limitándose en ambos casos a reparar el agravio 

en la parte que la Constitución hubiese sido violada." 

PROYI~CTO In; R~:FORMA A LA CONSTlTlJCIÓN. 

Éste, fue propuesto por los diputados Manuel Crecencio Rejón, Fernando Agreda y 

José María del Río, fechado en la ciudad de México el día 29 de noviembre de 1846. 

Cuyos principales aspectos radican en proveer a los jueces de primera instancia de 

competencia para conocer de amparo; en caso de que dichos jueces negaran el amparo 

debía conocer del asunto en cuestión el superior de dicho juez; y finalmente, que los fallos 

emitidos por los jueces en materia de amparo debían ser puntualmente obedecidos y 

acatados por todos los funcionarios públicos de cualquier clase y condición so pena de 
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privación de empleo, sin perjuicio de las demás que demande el caso de la 

desobediencia. 17 

ACTA DE REFORMAS DE 1847. 

El acta de reformas de fecha 18 de mayo de 1847, restauró la vigencia de la 

Constitución rederal de 1824, y expresamente en su artículo 25 se preceptuó lo 

siguiente: IX 

"Artículo 25. Los Tribunales de la Federación ampararán a cualquier habitante de la 

República en el ejercicio y conservación de los derechos que le concedan esta Constitución 

y las leyes constitucionales, eontra todo ataque de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ya 

de la Federación, ya de los Estados, limitándose dichos tribunales a impartir su protección 

en el caso particular sobre el que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general 

respecto de la ley o dcl acto que lo motivare." 

Este precepto, fue obra exclusiva del ilustre Jurista Don Mariano Otero, 

seguramente perfeccionando la~ ideas de Rejón, e inclusive, superándolas, ya que con 

anterioridad esta idea fue plasmada en el su famoso voto particular de fecha 5 de abril de 

1847. 

Así también, en el acta de reformas que se comenta, se estableció un sistema de 

control Constitucional de leyes en los siguientes t.énninos: 19 

"Artículo 22. Toda ley de los Estados que ataque la Constitución o las leyes 

17 ¡dem pág 105 
18 c fr Nonega, Alfonso op elt págs 80~110, 
19 ídem pág, 80~t 10 
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generales, será declarada nula por el Congreso: pero esta declaración sólo podrá ser 

iniciada por la Cámara de Senadores." 

"¡\rticulo 23. Si dentro de un mcs de publicada una ley del Congreso General fuere 

reclamada, como anticonstitucional, o por el presidente de acuerdo con su Ministerio, o 

por die~ diputados, o seis senadores o tres legislaturas. la Suprema Corte, ante la que se 

hará el reclamo, someterá la ley al examen de las Legislaturas, las que dentro de tres 

meses, y precisamente en un mismo día, darán su voto. 

"Las declaraciones se remitirán a la Suprema Corte, y ésta publicará el resultado, 

quedando resuelto lo que diga la mayoría de las Legislaturas." 

"¡\rtículo 24. En el caso de los articulados anteriores. el Congreso General y las 

Legislaturas a su vez se contraerán a decidir únicamente si la ley de euya invalidez se trate 

es o no anticonstitucional: y en toda declaración afirmativa se insertará le letra de la ley 

anulada y el texto de la Constitución o la ley general a que se oponga." 

La Constitución Fcderal dc 1857 como cs sabido, fue inspirada en los principios de 

liberalismo e individualismo: el artículo primcro rczaba lo siguiente: 

'TI pueblo mcxicano rcconoce que los derechos del hombre son la base y el objeto 

de las instituciones sociales. Ln consecuencia, declara que todas las leyes y todas las 

autoridades del país deben rcspctar y sostener las garantías quc otorga la presente 

Constitución. " 

El amparo plasmado en esta constitución tienc las siguientes características: "hacer 
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de la querella una infracción, un juicio especial y no un recurso; dar competencia en el 

juicio sólo a los tribunales federales; prohibir toda declaración general sobre la ley o actos 

violatorios. ,,20 

El Juicio Constitucional se plasmo en los artículos 101 Y \02 de la Constitución de 

1857, en los siguientes términos: 

"Articulo \O 1. Los Tribunales de la federación resolverán toda controversia que se 

suscite: 

"1. Por Leyes o actos de cualquier autoridad que violen las garantías individuales. 

"lI. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de 

los Estados. 

"/Il. Por leyes o actos de las autoridades de éstos que invadan la esfera de la 

autoridad federal. ,,21 

"Artículo \02. Todos los juicios de que habla el artículo anterior se seguirán a 

petición de parte agraviada, por medio de procedimientos y formas del orden jurldico que 

determinará una ley. La sentencia será siempre tal que sólo se ocupe de individuos 

particulares, limitándose a protegerlos y ampararlos en el caso especial sobre el que verse el 

proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o acto que la motivarc.,,22 

20 Trueba Urbma, Alberto y Trueba Barrera, Jorge. Nueva Legislación de Amparo Reformada pág 508. 
21 IIumberto Dnseño Sierra op elt pág 97. 
22 ídem 
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Como podemos observar, en los anteriores artículos ya se plasma la base legal de 

nuestro actual juicio de garantías, pues las fracciones del primero de los artículos se 

encuentran redactados en términos similares a las fracciones de nuestro actual artículo 103 

Constitucional; asimismo el siguiente artículo corresponde a los principios o bases 

plasmadas en las primeras dos fracciones de nuestro actual artículo 107 Constitucional. 

Cabe mencionar que en la votación que tuvo lugar en el Congreso Constituyente de 

aquel entonces, se aprobó el proyecto que indicaba que este tipo de juicios serían resueltos 

por un "jurado compuesto de vecinos del distrito respectivo"; sin embargo, el diputado 

León Guzmán, quien fue encargado de realizar el proyecto de la comisión redactora de 

ambos artículos, suprimió al jurado como órgano interventor en el Juicio Constitucional. 

Hecho que fue descubierto hasta el año 1868, por el Diputado José María Mata, quien 

también fue constituyente en 1856. 

LA CONSTI'ITCIÓN DE 1917. 

Triunfante el carrancismo, se procedió a celebrar un Congreso encargado de redactar 

una Nueva Constitución Política, más en consonancia con las nuevas condiciones que 

entonces guardaba el país. Al efecto, el Presidente Carranza expidió un decreto anunciando 

la celebración de tal Congreso Constituyente, mismo que fue convocado el 19 de 

septiembre de 1916, para efectuarse en la ciudad de Querétaro a partir del 10 de diciembre 

del citado año. En la convocatoria se establecía que cada Estado debería enviar a los 

diputados constituyentes que le correspondieran, de acuerdo con la Ley Electoral que a ese 

fin se dio. 

El propio Primer Jefe presentaría un proyecto de Constitución para ser revisado, 
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discutido. modi licado y aprobado de acucrdo con el criterio de los constituyentes; después 

de históricos debates la nueva Constitución fue promulgada el día 5 de febrero de 1917. 

Esta Constitución conscrvó los postulados democráticos de la carta Magna de 1857. pero 

transformo parte de la doctrina liberal. que cra de contenido individualista, en una franca 

tendencia social, anteponiendo los intereses de la colectividad a los de las personas 

aisladas, cumpliéndose así con el ideal de Carranza: El mayor bien para el mayor número, 

como una forma de más amplia justicia. 

Finalmente la actual Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, 

estatuye en el Capítulo 1. de su '1 itulo Primero. las Garantías Individuales, estableciendo 

adcmás garantías de tipo social quc. consisten en cl otorgamiento de derechos a 

determinados grupos sociales. el agrario y el obrero, tales derechos se encuentran 

debidamente señalados en los artículos 27 y 123 de la I.cy Fundamental, respectivamente. 

También comprende cuestiones relativas a la Soberanía Nacional, la forma de 

gobierno, la división de poderes, los Estados que integran la Federación, etc. 

En mat.eria de Amparo", la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexícanos: 

a) Reguló con todo dctalle la naturaleza y procedencia del Juicio Constitucional; 

b) Ilizo una distinción JiJlldamcntal, cntre el amparo directo y el indirecto, 

estableciendo quc el primero procedía ante la Suprema Corte de Justicia, contra las 

sentencias definitivas dictadas en juicios civiles o penales; y el segundo, cuyo 

conocimiento correspondía a los .1 uzgados de Distrito contra actos de autoridad dístintos 

21 cfr Arcllano (Jarcia op Clt págs 140-146 
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de la judicial; en conlra de actos judiciales ejecutados fuera de juicio o después de 

concluido éste, o bien dcntro del juicio cuando tuvieren sobre las personas o cosas una 

~jecución de imposible reparación, así como cuando el amparo se pedía por un tercero 

extraño al procedimiento, y por último cuando el amparo se solicitaba contra actos o leyes 

de la autoridad fedcral, que vulneraban o restringían la Soberanía de los Estados, o por 

leyes o actos de las autoridades de éstos que invadían la esfera federal. 

e) Se estableció el recurso denominado "Reparación Constitucional" a fin de que las 

violaciones cometidas durante la secuela del procedimiento judicial, se hicieran valer 

exclusivamente al reclamarse la sentencia definitiva, siempre que esas violaciones se 

hubiesen impugnado, y protestado en contra de ellas oportunamente en el momento que se 

cometieron, y más aún, que se hubieran alegado como agravio en la segunda instancia. 

d) Se reguló lo relativo a la responsabilidad en que incurrc la autoridad responsable, 

cuando no suspende el acto reclamado y está obligada a hacerlo, por insistir en su 

repetición, o bien, cuando se eludiera el cumplimiento de la sentencia que concediera el 

amparo. 
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cAl'ínlLO SI':GlINIJO: 

LA St:I\STANCIAClÚN 1)1<:1. ,1\'1<:10 In: AMPARO INmR.X:l'O. 

I'n el devenir histórico del ser humano, se ha considerado que los principios 

fundamentales de éste deben regir sus relaciones sociales, ¡amiliares, políticas, jurídicas, 

ctc.; por ello se tiende a la creación tI\; illstituciones protectoras de estos principios, como es 

el caso del famoso Juicio de Amparo. Por ésto, es importante establecer en qué consiste 

dicho juicio, cómo se tramita, cuál es su procedencia: destacando el hecho de que se le dará 

mayor importancia ,,1 Juicio de Amparo Indirecto, por ser éste, el que se interpone en contra 

de la resolución definitiva en que se aprucba o desaprueba el remate judicial. 

1.- Concepto de ,Juicio de Amparo: 

El vocablo amparo implica un abrigo, defensa, ayuda. apoyo o protección; y por otra 

parte, el término Juicio se refiere al acto por virtud del cual, un tribunal competente 

resuelve una cOBhovcrsia sometida a su juristhcciún 1 . ¡\ parlir tI-.: los conceplos anteriores, 

los diversos autores de la materia de amparo han propuesto diversas definiciones con 

características similares, sin emhargo de entre todos esos conceptos he decidido elegir en la 

aportación del Maestro .luan Antonio Diez Ouintana, dado que su concepto me parece 

sencillo. y a la vez, práctico En virtud de que: considero que. abarca los elementos básicos 

y earacteristicos del juicio de amparo, como lo son el control constitucional de la actividad 

de cualquier tipo de autoridad para proteger las garantías individuales, la competencia 

fedcral; el proccdimiento quc establece la ley de amparo y, linalmcnte, el artículo 103 

Constitucional que constituye la base del Juicio de Garantías. 

I cfr Gómcz' ,ara TcOI ía üeneral del Proceso p¡ígs J 38- J 42 
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Así tenemos que, el Juicio de Amparo es un medio dc control constitucional por el 

cual un órgano judicial federal y de acuerdo a un procedimiento resolverá una controversia 

que se suscite por las leyes o actos de autoridad que violen las garantías individuales: por 

laó leyes () actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los 

Estados y: por las leyes o actos de las autoridades de éstos que invadan la esfera de la 

autoridad federal. 2 

2.- Partes en el Juíeio de Amparo: 

El concepto de parte se refiere a los sujetos procesales, que movidos por un interés 

jurídico, buscan el reconocimiento dc un derecho, a través del ejercicio de una acción o 

mediante la oposieíón de una excepción. Sin embargo, también se denomina partes a 

aquellos sujetos que sin ser afectados en su esfera jurídica por la resolución jurisdiccional, 

cuentan con atribuciones conferidas por la ley, para impulsar la actividad procesal, con el 

objeto de obtener una pronta resolución jurisdiccional que obviamente repercutírá en la 

csfcrajurídiea de las demás partes3 

l,n el Juicio Constitucional, el artículo S" de la Ley de Amparo, previene quiénes son 

partes para el Juicio de Garantías, señalando con tal carácter: al agraviado o agraviados, la 

autoridad o autoridades responsables, el tercero o terceros perjudicados y al Ministerio 

Público Federal. 

a) El Quejoso: 

El quejoso () agraviado es el titular de la acción Constitucional, pues. es aquella 

2 cfr Juan Antomo DieZ Quintana 181 Preguntas y Respuestas sobre el JulCIO de Amparo, pág 
~ cfr Gómcz Lara op Clt pág 252 
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persona fisica o moral que resulta per:judicada en sus garantías individuales, a consecuencia 

de un acto de autoridad. Su carácter de parte está previsto por la n'acción 1 del artículo 5° de 

la Ley de Amparo. Los artículos 6, 8, 9 y 10 del mismo ordenamiento, establecen algunos 

supuestos en relación con algunas personas a las que se les puede asignar el carácter de 

quejoso o agraviado, tales como: 

A) El menor de edad pucde promover un juicio de amparo sin la intervención de su 

legítimo representante (padre, tutor. adoptante, etc.), cuando éste se halle ausente o 

impedido, pero en tal caso, el Órgano Judicial de Amparo le nombrará al menor un 

representante especial para que intervenga en el juicio; y en caso de que el menor cuente con 

catorce años cumplidos o más, él mismo puede hacer la designación de su representante en 

la demanda de garantías 4 

A) El artículo 8° de la I.ey de Amparo le reconoce capacidad a las personas morales 

privadas para solicitar el amparo, lo cual lo pueden hacer a través de sus legítimos 

representantes. En cambio, las personas morales privadas extranjeras, deben acreditar su 

existencia legal en la República Mexicana para poder solicitar el Amparo y Protección de la 

Justicia de la Unión5 

e) Las pcrsonas morales oficiales pueden solicitar el amparo por conducto de sus 

funcionarios o representantes que, conforme a la ley tengan facultades para ejercer tal 

representación, pero sólo pueden actuar cuando el acto o la ley que sea señalada como acto 

reclamado afecte los intereses patrimoniales de la institución de que se trate. 

El dcrccho de las personas morales oficiales para solicitar el amparo, se funda en que 

4 cfr Juan AntoniO D!Cz Qlllntana op Cll pág 12 
s cfr Anlla Bas El JUlCIO de Amparo pág 60 
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el Estado puede actuar tanto dentro del Derecho Público como en el Derecho Privado; ya 

que si bien es cierto que carecc de garantías individuales. también es cierto que cuando 

actúa dentro del marco del derccho privado tiene expeditas las mismas vías que sus 

colitigantes para defender sus intereses meramente patrimoniales." 

D) El ofendido o las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación 

del daño o a exigir la respollsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito. sólo 

pueden promover el juicio de amparo en contra de las actuaciones que se generen en el 

incidente de rcparación del daño o de responsabilidad civil. Así como también. en contra de 

aquellos que se relaciollen con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que 

estén afectados por la responsabilidad civil. 7 

E) Un extranjero también puede solicitar el Amparo y Protección de la Justicia de la 

Unión. sin importar su condición ni calidad migratoria. siempre y cuando se encuentre 

dentro de alguno de los supuestos de procedencia del juicio de amparo en nuestro país, para 

que así pucda scr Sl\jeto de la protección constitucional.' 

LA PERSONALIDAD del Quejoso se debe acreditar en el Juicio Constitucional de la 

misma lorma en que sc acreditc, conlorme a la ley de la materia, de donde provenga el acto 

reclamado, y para el caso de que no esté previsto en la Ley dc la materia, la forma de 

acreditar la personalidad. entonces se debe acreditar en los términos que ~'Stablece el Código 

Federal de Procedimientos Civiles'" 

Cuando el quejoso tenga reconocida su personalidad ante la responsable, la autoridad 

(, ídem. pág 60-61. 
7 artículo 10 de la Ley de Amparo 
8 cfl Juan Antomo DieZ Qumtana op elt págs. 9 y 12. 
Q arlículu 12, plJlner pánafo, oc la Ley de AmpaJo 
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de amparo le reconocerá personalidad al quejoso, siempre y cuando exhiba copia certificada 

de las constancias respectivas. 

LlTlSCONSORCIO.- Cuando sean varios los qu~josos o los tcrceros pe~judicados 

debcn designar, de entre ellos, a uno para que los represente, el cual promoverá en 

representación de todos. pero en caso de que se desista del juicio. sólo puede hacerlo en 

nombre propio. y no así en nombre dc los demás; sin embargo. en caso de que no hagan la 

designación en la demanda, el juez los mandará prevenir para que realicen la designación. 

apercibidos que de no hacerlo. el juez lo hará en su reheldía. Asimismo, también pueden 

designar a un apoderado para que los represente en juicio, sin quc se requiera de cláusula 

especial para ello, pero sí para desistirse del mismo. 10 

b) La Autoridad Responsable: 

Como supuesto indispensable para la procedencia del Juicio de Amparo se requiere 

de un acto de autoridad que viole las garantías individuales de una persona; de lo cual se 

desprende, que siempre habrá una autoridad generadora del acto reclamado. misma que es 

llamada al JUicio de Amparo como la autoridad responsable. De ahí que el artículo 5° 

fracción Il de la Ley de Amparo le otorgue el carácter de parte. 

Asimismo, en términos del artículo 11 del ordenamiento citado, se debe entender 

como autoridad responsable a aquel órgano de Estado que dicta, promulga., publica., ordena., 

ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado. 

Sin embargo, según las tesis jurisprudenciales, que se citan a continuación, "".el 

10 artículos 14 y 20 de la Ley de Amparo. 
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término de autoridades para efectos del amparo, comprende a todas aquellas personas que 

disponen de la fuerza pública. en virtud de circunstancias ya legales, ya de hecho, y que por 

lo mismo estén en posibilidad material de obrar como individuos que ejerzan actos públicos, 

por el hecho de ser pública la fuerza de que disponen."" 

Tesis jurisprudencialcs a cerca de qué se debe entender por autoridad para los efectos 

del amparo: 

Apéndice: 1917-1995. Número de registro: 5149. Tomo: VI-Común (TCC). Tesis: 646 Página: 
433. 

"AUTORIDAD, CONCEPTO DE, PARA EFECTOS DEL AMPARO. De acuerdo con lo 
establecido por el artículo 103, fracción 1, constitucional y el artículo lo, fracción 1, de la Ley 
de Amparo, la procedencia del juicio de garantías se encuentra supeditada al hecho de que los 
actos que en el mismo se reclamen provengan de autoridad, debiendo entenderse por tal, no 
aquella que se encuentra constituida con ese carácter conforme a la ley, S1I10 a la que dispone de 
la fuerza pública en virtud de clrcunst,mcias legales o de hecho, y que por 10 mismo esté en la 
posibilidad matenal de obrar como individuo que ejerza actos públicos, dictando resoluciones 
obligatorias para los gobernados, cuyo cumplimiento pueda ser exigible mediante el uso directo 
o mdirecto de la fuerza pliblica. ,,12 

Segundo Tnbunal Colegiado Del Sexto Circuito, Octava Época' 

Amparo en revisión 323/88. Máximo González Escobar. 23 de noviembre de 1988. Unanimidad 
de votos. Amparo en revisión 238/88. Jesús Mario Pineda AguiJar. 16 de agosto de 1989. 
Unanimidad de votos. Amparo directo 311/90. Ventura Arenas Morales. 19 de septiembre de 
1990. Unanimidad de votos. Amparo en revisión 356/93. Francisco González Flores. 31 de 
agosto de 1993. Unanimidad de votos. Recurso de queja 55/93. Trinidad Juan Pérez Zepeda. 29 
de octubre de 1993. Unanimidad de votos 

Apéndice: 1917-1995 Número de registro: 5158 Tomo: VI-Común (TCC). Tesis: 655. Página: 
439. 

"AUTORIDADES. QUI~:NES LO SON. Este Tribunal estima que para los efectos del amparo 
son actos de autoridad todos aquellos mediante los cuales funcionarios o empleados de 
orgamsmos estatales o descentralizados pretenden imponer dentro de su actuación oficial, con 
base en la ley y unilaterahnente, obligaciones a los particulares. o modificar las existentes, o 

II Juan Antol1lo Diez Qumtana op. Clt pág 10. 
12 Suprema Corte de Justicia de la Nación Apcndice de JUrisprudencia C. D 1917-1995. 
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limitar sus derechos ,,)1 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Séptima Época: 

Amparo directo 201/75. Laboratoflos Fustery, S A. 15 de julio de 1975 Unanimidad de votos. 
Amparo en revisión, 191/80. E. R. SqUlbb & Son5 de México, S. A. de C. V. 9 de abril de 
1980. Unanimidad de votos. Amparo en revisión 811180. Sandoz de México, S. A de C. V. 11 
de marzo de 1981. Unanimidad de votos. Amparo en revisión 870/80. Ilelber de México, S. A 
11 de marzo de 1981. Unanimidad de votos. Amparo en revisión 884/80. Laboratorios 
Cryophanne, S. A. 18 de marzo de 1981 Unanimidad de votos. 

Además el acto reclamado debe contener las siguientes características: unilateralidad, 

impcratividad y cocrcitividad. Es unilateral porque su existencia y eficacia no requiere del 

concurso o la colaboración del particular frente al cual se ejercita; es imperativo porque 

supedita la voluntad del particular, y es coercitivo porque obliga al gobernado para hacerse 

respetar. 14 

PERSONAL!DAD.- El maestro Briseño Sierra, considera que la personalidad de la 

Autoridad Responsable queda legitimada en el Juicio de Amparo con el infonne justificado, 

y en su caso con el informe previo, que rinde la Autoridad Responsable sin que se requiera 

de que presente documento alguno" _ La regla general en el Juicio de Amparo es que las 

autoridades responsables no pueden ser representadas, sin embargo, sí pueden nombrar 

delegados por medio de un oficio, para que tales delegados asistan a las audiencias 

constitucional e incidental a ofrecer pruebas, alegar y promover lo que a Su derecho 

convenga, así como para imponerse de autos. 

El artículo 19 de la Ley de Amparo en su párrafo segundo, establece una excepción a 

la regla anterior. Cuando se seflale como autoridad responsable al Presidente de la 

República podrá ser representado por los Secretarios de Estado, por el Procurador General 

n SCJN op cit. e D 
14 en Suprema COItc de Justicia de la NaCión Manual del JUICIO de Amparo, pág 23 
15 de. BII::;cño Siena. El Control Conslitucional de Ampato pág 50S. 
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de la República y por el Jefe del Departamento del Distrito Federal, dependiendo del asunto 

de que se trate y de acuerdo a la Ley de la Administración Pública Federal. 

y cn los Juicios de Amparo promovidos en contra dc los titulares de las propias 

dependencias dd Ejecutivo Federal. éstos podrán ser suplidos por los funcionarios a 

quienes otorgue esa atribución el reglamento interno correspondiente, siendo aplicable 

también lo anterior para el Procurador General de la República. 

el .:1 Tercero Perjudicado: 

El tercero pc~iudicado es la pcrsona física o moral a la cual le interesa que subsista el 

acto de autoridad, constituyéndose como contrapaotc del qu«ioso. Según el Maestro Juan 

Antonio Diez Quintana, se le denomina tcrcero pc~iudicado porque, en los inicios del juicio 

de amparo no se le reconoCÍa ningún intcrés jurídico para que interviniera en el mismo, a 

pesar de que frccuentemL'llte la resolución de aonparo lo afectaba en su esfera juridica 

causándole perjuicios, seguramente de ahí que se le haya denominado tercero 

. d' d ](, perJu lea o. 

En términos de la fracción 111 del artículo 5° de la Ley de Amparo, pueden intervenir 

como tercero perjudicado: 

a) La contraparte del agraviado, verbigracia, si en el asunto de donde proviene el acto 

rcclamado, el actor interpeno un Juicio de Amparo en contra dc alguna resolución, entonces 

el demandado será considcrado como terccro perjudicado en el aonparo en cuestión, o 

viceversa. Pcro si es un tercero extraño al juicio, quien interpone el amparo en eontra de 

16 Juan Antonio DieZ Qumtana op cit pág. 10. 
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alguna cuestión procesal. entonces tanto el actor como el demandado serán considerados 

como terceros perjudicados en el juicio de garantías. 

b) El ofendido o las personas que, conforme a la ley, tengan derecho a la reparación 

del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, son 

considerados como terceros perjudicados cuando los actos que reclame el quejoso afecten la 

reparación del daño o la responsabilidad civil. 

e) En materia administrativa son tomados como terecros perjudicados aquellos 

individuos que hayan gestionado en su favor el acto contra el que se pide el amparo, o bien, 

que tenga un interés directo en la subsistencia del acto reclamado, interviniendo como 

contraparte del agraviado en el procedimiento administrativo. 

Cabe hacer mención de la opinión del Maestro Fernando Arilla Bas, respecto de que 

los anteriores supuestos no agotan todos los casos en que deba reconocérsele a una persona 

la calidad de tercero peéjudieado,17 es decir, son supucstos ejemplilicativos, ma~ no 

limitativos. 

d) El Ministerio Público Federal. 

Según lo dispuesto por el artículo 5° fracción IV de la Ley de Amparo, el Ministerio 

Público Federal debe ser tomado como parte en el Juicio de Amparo; sin embargo, su 

intervención está limitada a aquellos asuntos en que se afecte el interés público. 

De acuerdo a las reformas de fecha 10 de enero de 1994, el Ministerio Público 

17 Anlla Bas. op cit pág 69. 
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Federal, está facultado para poder recurrir las resoluciones provenientes de los tribunales 

locales, y no puede intervenir tratándose de amparos indirectos en materia civil y mercantil 

en que sólo se afecten intereses particulares, salvo cuando sean cuestiones del orden 

familiar. 

Cabe destacar que de acuerdo a la siguiente jurisprudencia, el Ministerio Público 

Federal no siempre puede interponer los recursos que señala la Ley de Amparo: 

Apéndice: 1917-1995. Número de ref,>istro: 4840. Instancia: Pleno. Tomo: VI-Común (SCJN). 
Tesis. 337. Páf,>ina: 226 

"MINISTERIO PUIlLlCO FEDERAL. ES PARTE EN EL JUICIO DE GARANTíAS Y 
PUEDE INTERPONER LA REVISIÓN AUN EN AMPARO CONTRA LEYES, SOLO 
CUANDO LA MATERIA DE LA LEY IMPUGNADA AFECTE SUS ATRIBUCIONES. El 
artículo 50., fracción IV, de la Ley de Amparo, reformada por Decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación de dieciséis de enero de mil novecientos ochenta y cuatro, establece 
que el Ministerio Público Federal es parte en el juicio de garantias, con facultades para 
intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala dicho ordenamiento, por 
tanto, el Ministerio Público está facultado para interponer el recurso de revisión, aún en amparo 
contra leyes, pero ello no significa que tenga legitimación para interponerlo ad libitum ni en 
todos los casos, sino únicamente cuando la Constitución o las leyes le encomiendan la defensa 
de un interés específico como propio de su representación social, pues aun cuando los articulos 
20., 30., fracción I y 10, fracción 1, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, le sefíalan genéricrunente la tarea de velar por el orden constitucional. ésta debe 
interpretarse sin demérito de los principios que rigen todo juicio y, en especial, el de amparo, en 
cuanto que las partes sólo están legitimadas para interponer Jos recursos en contra de las 
resoluciones que afecten el interés que respectivamente les corresponde. Por tanto, el Ministerio 
Público Federal está legitimado para interponer el recurso de revisión tratándose de las 
disposiciones contenidas en el articulo 102 constitucional y en los ordenamientos penales y 
procesales relativos que le otorgan atribuciones para perseguir ante los tribunales los delitos del 
fuero federal, lo mismo que en todos aquellos casos y matenas en que el orden legal le seflaJa 
específicamente a dicho representante de la sociedad, la defensa de un interés. Por el contrario, 
si con la sola invocación genérica o abstracta de defender el orden constitucional, se aceptara 
que el Ministerio Público puede interponer la revisión en el juicio de garantias a su libre 
voluntad y en cualquier caso, se estaría desfif:,'1lrando el concepto del interés en sí~ el cual ya no 
estaría sujeto a la comprobación objetiva de los supuestos de la noona, sino a la expresión 
subjetiva del recurrente, además de que tratándose del amparo contra leyes, trastornarla el 
equilibrio procesal de las partes en perjuicio del quejoso. en virtud de que su intervención s610 
vemlría a reforzar la posición de las autoridades responsables, tanto de las que expiden, como 

30 



de las que promulgan las leyes."IS 

Octava Í2poca: 

Amparo en revisión 97/89. TintoreIÍa y Lavandería Inguarán, S. A. 22 de mayo de 1990. 
Mayoría de dieciséis votos. Amparo en revisión 235/89. Operadora de Restaurantes Layus, S. 
A. de C. V. 22 de mayo de 1990. Mayoria de dieciséis votos Amparo en revisión 311/89. Félix 
Angulo Santiago. 22 de mayo de 1990. Mayona de dieciséis votos. Amparo en revisión 314/89. 
Intercontinental de Ventas Jean Pierre, S. A 22 de mayo de 1990. Mayoría de dieciséis votos. 
Amparo en revisión 499/89. Opcratrón, S. A de C. V. 22 de mayo de 1990. Mayoría de 
dieciséis votos. 

En virtud de las limitaciones anteriores es posible concluir que la intervención de los 

Agentes del Ministerio Público Federal en el Juicio de Amparo se limita a los asuntos de 

carácter penal, administrativo, laboral, familiary civil, en tanto la Federación sea parte. 

3.- Tipos de Amparo. 

La propia Ley Reglamentaria de los Artículos 103 Y 107 Constitucionales establece 

dos procesos a saber respecto del juicio de Amparo, clasificándolo en Amparo Directo e 

Indirecto; sin embargo, algunos tratadistas como lo son el Doctor Héctor Fix Zamudio, el 

Maestro Cipriano Gómcz Lara y el Maestro Fernando Arilla Bas; consideran que el juicio 

de amparo se puede clasificar de tres maneras distintas que son las siguientes: 

AMPARO DIRECTO.- Este tipo de amparo se tramita ante los Tribunales 

Colegiados de Circuito, y procede contra las sentencias definitivas, laudos o resoluciones 

que le pongan fin al juicio, dictadas por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, 

respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser revocados 

o modificados, ya sea que la violación se haya cometido durante el procedimiento, o que 

cometida durante éste, afecte las defensas del qut<joso trascendiendo al resultado del fallo, y 

1:'1. SCJN op Clt e o 
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por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias, laudos o resoluciones 

indicadas. 

Para que proceda el juicio de amparo y se logre obtener la Protección de la Justicia 

Federal, se debe dar alguno de los siguíentes supuestos: 

a) Que la resolución reclamada sea contraria a la letra de la ley aplicable al caso de 

que se trata, a su interpretación jurídica o a los principios generales del derecho; 

b) Cuando cn la scntencia o laudo se resuelvan acciones, excepciones o cosas que no 

hayan sido objeto de1juicio, o; 

e) Cuando en la scntencia o laudo no se resuelvan todas la acciones o excepciones 

oportunamente deducidas en juicio, ya sea por omisión o negación expresa. 

La demanda de amparo directo se debe presentar ante la autoridad responsable dentro 

del término de quince días hábiles, contados a partir de la notificación del acto reclamado, y 

junto con la demanda se deben exhibir sendas copias para cada una de las demás partes, 

incluyendo al Ministerio Público Federal. 

La autoridad responsable que reciba la demanda debe noti ficar a las demás 

autoridades responsables, al tercero pet:judicado y al quejoso; debe asentar al pie de la 

demanda la fecha en que se notificó al quejoso el acto reclamado, la de la presentación de la 

demanda, así como los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas. 

Sin embargo. en caso de que no exhiba copIa para cada una de las partes, la 

autoridad responsable debe prevenir al quejoso para que dentro del término de cinco días 
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hábiles presente las copias omitidas, y una vez transcurrido dicho término, ya sea que se 

haya subsanado la omisión o sin que sea subsanada, la autoridad responsable remitirá al 

Tribunal Colegiado de Circuito competente, la demanda con sus respectivos anexos, el 

informe justificado y el expediente de donde emana la violación. 

El Tribunal Colegiado de Circuito al recibir la demanda junto con las demás 

constancias deberá examinar la demanda y debe resolver si la admite o la desecha 

Una vez admitida la demanda se debe notificar al Ministerio Público Federal. para 

que en el término de diez días presente su pedimento, y posteriormente se turna el amparo a 

un Magistrado para que formule el proyecto de sentencia siguiendo las reglas que 

establecen los artículos 183, 184, 188, 189, 190 Y 191 de la Ley de Amparo. 

El AMPARO INDIRECTO se promueve ante los juzgados de distrito y básicamente 

procede contra toda resolución que no sea una sentencia definitiva, laudo o resolución que 

le ponga fin al juicio, respecto de la cual no proceda recurso ordinario alguno por el que 

pueda ser revocada o flllldilicada l9
. De lal suerte que, contra el auto que es señalado como 

acto reclamado en el juicio de amparo, no proceda ningún recurso o medio de defensa por el 

que pueda ser modilieado o revocado. 

La procedencia del amparo indirecto está prevista por los artículos 114 y 115 de la 

Ley de Amparo, los cuales disponen: 

"Art. 114. El amparo se pedirá ante el juez de Distrito: 

19 cfr Arcllano Gurcía Práctica Forense del JuicIO de Amparo pág 224 
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"1. Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos 

por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción l del artículo 89 

Constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por gobemadores de los Estados, u 

otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en 

vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen perjuicios al quejoso; 

"11. Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del 

trabajo. 

"En estos casos, cuando el acto rcclamado emane de un procedimiento seguido en 

fonma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva por 

violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de 

estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de 

la materia le conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extrafia a la 

controversia: 

"111. Contra actos de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados 

fuera de juicio o después de concluido. 

"Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo 

contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en 

la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que 

hubieran dejado sin defensa al quejoso. 

"Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución 

definitiva en que se aprueben o desaprueben; 
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"IV. Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución 

que sea de imposible reparación; 

"V. Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas 

a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de 

defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del 

juicio de tercería; 

"VI. Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las 

n'aeeiones 1I y III del artículo 1° de esta ley." 

"Art. 115. Salvo los casos a que se refiere la fracción V del artículo anterior, el juicio 

de amparo sólo podrá promoverse contra resoluciones judiciales del orden civil, cuando la 

resolución reclamada sea contraria a la ley aplicable al caso o a su interpretación jurídica." 

La demanda de amparo se debe presentar por escrito, salvo cuando se trate de los 

actos previstos por el artículo 117 de la Ley de Amparo, supuesto en el cual la demanda de 

garantías se puede formular por comparecencia del agraviado. Y en aquellos casos que no 

admitan demora y siempre que el quejoso encuentre algún inconveniente en la justicia local; 

en este caso la demanda puede promoverse por telégrafo cubriendo todos los requisitos que 

previene el artículo 116 de la I.ey de Amparo, la cual debe ser ratificada dentro del término 

de tres días. 

Al momento de presentar la demanda de amparo, el quc¡oso debe exhibir sendas 

copias para cada una de las partes, y en caso de que solicite la suspensión provisional y 

consecuentemente la definitiva, debe, el quejoso. exhibir dos copias más para los cuadernos 
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de suspensión. 

Una vez recibida la demanda, el juez federal examinará si existe alguna causal de 

improcedencia o sobreseimiento, conformc a lo dispuesto por el artículo 145 en relación 

con los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo, que a la letra dicen: 

"Art. 145. El juez de Distrito examinará ante todo, el escrito de demanda; y si 

encontrare motivo manit1esto e indudable de improcedencia, la desechará de plano sin 

suspender el acto reclamado." 

"Art. 73. El juicio dc amparo es improcedente: 

"1. Contra actos de la Suprema Corte de Justicia; 

"11. Contra resoluciones dictada,~ en los juicios de amparo o en ejecución de las 

mismas; 

"111. Contra leyes o actos que sean materia de otro juicio de amparo que se encuentre 

pendiente de resolución, ya sea en primera o única instancia, o en revisión, promovido por 

el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio acto reclamado, aunque las 

violaciones constitucionales sean diversas; 

"IV. Contra leyes o actos que hayan sido materia de una ejecutoria en otro juicio de 

amparo, en los términos de la fracción anterior; 

"V. Contra actos que no arecten los interescs jurídicos dcl quejoso; 

"VI. Contra las leyes, tratados y reglamentos que, por su sola vigencia, no causen 

perjuicio al quejoso, sino que se necesite un acto posterior de aplicación para que se origine 

tal perjuicio; 

"VII. Contra las resoluciones o declaraciones de los organismos y autoridades en 

materia electoral; 
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"VIII. Contra las resoluciones o declaraciones del Congreso Federal o de las Cámaras 

que lo constituyen, de las Legislaturas de los Estados o de sus respectivas Comisiones o 

Diputaciones permanentes, en elccción, suspensión o remoción de funcionarios, en los 

casos cn que las Constituciones correspondientes les confieran la facultad de resolver 

soberana o discrecionalmente; 

"IX. Contra actos consumados de un modo irreparablc; 

"X. Contra actos emanados de un procedimiento judicial, o de un procedimiento 

administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud de cambio de situación 

jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones 

reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse cn tal procedimiento sin 

afectar la nueva situación jurídica. 

"Cuando por vía dc amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 16, 19 ó 

20 de la Constitución Política dc los Estados Unidos Mexicanos, sólo la sentencia de 

primera instancia hará quc se consideren irreparablemente consumada~ las violaciones para 

los efectos dc la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca 

del proceso penal suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al 

quejoso una vez cerrada la instrucción, y hasta que sea notificada de la resolución que 

recaiga en el juicio de amparo pendiente. 

"XI. Contra actos consentidos expresamente o por manitestaciones de voluntad que 

entrañen ese consentimiento; 

"XII. Contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquellos contra 
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los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los términos que se sefialan en los 

artículo 21, 22 Y 218. 

"No se entenderá consentida tácitamente una Ley, a pesar de que siendo impugnable 

en amparo desde el momento de la iniciación de su vigencia, en los términos de la fracción 

VI dc este artículo, no se haya reclamado, sino sólo en el caso de que tampoco se haya 

promovido amparo contra el primer acto de su aplicación en relación con el quejoso. 

"Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio de 

defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, será optativo 

para el interesado hacerlo valer o impugnar desde luego la ley en juicio de amparo. En el 

primer caso, sólo se ~'tltenderá consentida la ley si no se promueve contra ella el amparo 

dentro dcl plazo legal contado a partir de la fecha en que se haya notificado la resolución 

recaída al recurso o medio de defensa, aun cuando para fundarlo se hayan aducido 

exclusivamente motivos de ilegalidad. 

"Si en contra de dicha resolución procede amparo directo, deberá estarse a lo 

dispuesto en el artículo 166, ti'acción IV, párrafo segundo, de este ordenamiento. 

"XIII. Contra las resoluciones judiciales o de tribunales administrativos o del trabajo 

respecto de las cuales conceda la ley algún recurso (} medio de defensa, dentro del 

procedimiento, por virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas, aun 

cuando la parte agraviada no lo hubiese hecho valer oportunamente, salvo lo que la fracción 

VII del artículo 107 Constitucional dispone para los terceros extrafios. 
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"Se exceptúan de la disposición anterior los casos en que el acto reclamado importe 

peligro de privación de la vida, deportación o destierro, o cualquiera de los actos 

prohibidos por el artículo 22 de la Constitución. 

"XlV. Cuando se esté tramitando ante los tribunales ordinarios algún recurso o 

defensa legal propuesta por el quejoso, que pueda tener por efecto modificar, revocar o 

nulificar el acto reclamado; 

"Xv. Contra actos de autoridades distintas de los tribunales judiciales, 

administrativos o del trabajo, que deban ser revisados de oficio, conforme a las leyes que 

los rijan, o proceda contra ellos algún recurso, juicio o medio de defensa legal por virtud 

del cual puedan ser modificados, revocados o nulificados, siempre que conforme a las 

mismas leyes se suspendan los efectos de dichos actos mediante la interposición del recurso 

o medio de defensa legal que haga valer el agraviado, sin exigir mayores requisitos que los 

que la presente ley consigna para conceder la suspensión definitiva, independientemente de 

que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo con 

esta ley. 

"No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa, si el acto 

reclamado carece de fundamentación. 

"XVI. Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado; 

"XVII. Cuando, subsistiendo el acto reclamado, no pueda surtir efecto legal o 

material' alguno por haber dejado de existir el objeto o la materia del mismo; 
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"XVIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna otra 

disposición de la ley. 

"Las causales de improcedencia, en su caso, deberán ser examinadas de ofIcio." 

"¡\rt. 74. Procede el sobreseimiento: 

"1. Cuando el agraviado desista expresamente de la demanda; 

"11. Cuando el agraviado muera durante el juicio, si la garantía reclamada sólo afecta 

a su persona; 

"111. Cuando durante el juicio aparecIere o sobreviniese alguna de las causas de 

improcedencia a que se refiere el capítulo anterior; 

"IV. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no 

existe el acto reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia a que se 

refiere el artículo 155 de esta ley. 

"Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado o cuando hayan ocurrido 

causas notorias de sobreseimiento, la parte quejosa y la autoridad o autoridades 

responsables están obligadas a manifestarlo así, y si no cumplen esa obligación, se les 

impondrá una multa de diez a ciento ochenta días de salario, según las circunstancias del 

caso. 

"V. En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite ante los 

jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si 

cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el 

término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese 

mismo lapso. 

"En los amparos en revisión, la inactividad procesal o la falta de promoción del 

recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia. En este caso, 

el tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida. 
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"En los amparos de materia de trabajo operará el sobreseimiento por inaetividad 

procesal o la caducidad de la instancia en los términos antes señalados, cuando el quejoso o 

recurrente, según el caso, sea el patrón. 

"Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para audiencia no 

procederá el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia." 

De llegar a materializarse alguno de los supuestos previstos por los artículos 

precedentes, se originaría que se previniera al quejoso para que aclarara la demanda de 

amparo, o en su caso que se deseche o sobresea e1juicio. Pero en caso de que la demanda 

sea procedente, el juez de Distrito la debe admitir; señalar día y hora para que tenga 

verifícativo la audiencia constitucional; señalar día y hora para la audiencia incidental; 

pedir los informe previo y con justificación a las autoridades responsables; ordenar se dé 

vista al C. Agente del Ministerio Público Federal adscrito, y debe ordenar que se emplace al 

tercero pe~judicado, en caso de que 10 haya, para que se apersone a juicio a dilucidar sus 

derechos. 

Ya notificada la autoridad responsable de la interposición del amparo debe remitir su 

informe justificado dentro del término de cinco días adjuntando copia certificada de las 

constancias que, la autoridad responsable, estime necesarias para acreditar la 

constitucionalidad del acto reclamado. 

En la audiencia constitucional se desahogan las pruebas ofrecidas por las partes, se 

formulan los alegatos; y según lo dispuesto por el artículo 155 de la ley de la materia, se 

debe dictar la sentencia; sin embargo, generalmente se difiere el dictado de la resolución, 

contra la cual procede el recurso de revisión de la competencia de los Tribunales 

Colegiados de Circuito. 
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AMI' ARO CONTRA LEYES. La procedencia del amparo contra leyes se encuentra 

en la fracción 1 del artículo 114 de la Ley de Amparo, y su tramitación se aplica. 

básicamcnte, siguiendo el mismo procedimiento señalado para el amparo indirecto. 

Para interponcr el juicio de amparo en contra de una ley, es importante conocer y 

distinguir los diversos tipos de normas jurídicas, para cfectos del amparo, las cuales se 

clasifican en autoaplicativas y heteroaplicativas. 

Las leyes autoapl icativas, son aquellas que desde su entrada en vigor, le imponen al 

gobernado una obligación que puede constituir una violación a sus garantías individuales; y 

las leyes heroaplicativas son aquellas que requieren de un primer acto de aplicación para 

afectar al gobernado en su esfera jurídica, ya que este tipo de leyes al entrar en vigor no 

obliga a toda la población, sino que sólo establece un supuesto que de realizarse, afecta las 

garantías individuales y crea un interés en el gobernado para solicitar el Amparo de la 

Justicia Federal 20 

El término para interponer el juicio de amparo contra una norma jurídica 

autoaplicativa es de lreinla días" con lados a partir de la cnlrada en vigor de la nornla; y en 

todo caso. puede ser combalida dentro de los quince días siguientes al del primer acto de 

aplicación. Y el término para interponer el Juicio de Garantías en contra de una ley 

heteroaplicativa es, el término general, de quince días contados a partir del primer acto de 

aplicación22 

20 cfr. Arellano García El Juicio de Amparo capítulo IX. 
21 Artículo 22 fraCCIón l de la Ley de Amparo 
22 cfr AreJlano GarcÍa. op Clt págs 572, 577 Y 587. 
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4.- ~;I Amparo Indirecto: 

El artículo 107 Ji'acción VII Constitucional nos proporciona la base en que se 

sustenta el Juicio de Amparo Indirecto pues. en esta fracción se establece que el Juicio de 

Amparo procede contra actos en juicio. fuera de él o después de concluido éste. o cuando se 

afecten a personas extrañas al juicio; también procede contra leyes o contra actos de la 

autoridad administrativa. En estos casos la demanda de amparo se interpondrá ante el juez 

de Distrito. bajo cuya jurisdicción resida la autoridad que dicte. promulgue, publique. 

ordene. ejecute o trate de ejecutar la ley o el acto reclamado. y su tramitación se limitará al 

informe justificado. que debe rendir la autoridad responsable y a la audiencia 

constitucional. en la que se recibirá dieho informe; además se otrecerán y recibirán las 

pruebas de las partes interesadas y se oirán los alegatos. pronunciándose. en la misma 

audiencia. la sentencia dc amparo. Lo anterior es la base constitucional que regula el juicio 

de amparo indirecto junto con los diferentes articulas que comprcnden la Ley de Amparo. 

también llamado biinstancial. 

El Juicio de Amparo Indirecto se tramita ante el juez de Distrito y se denomina 

indirecto porque las violacioncs de que conoce el juez de Distrito. las va a conocer en forma 

indirecta dado que el quejoso deberá probar en el procedimiento la existencia del acto 

reclamado y a través de razonamientos lógicos y jurídicos deberá indicar en qué consiste la 

violación a sus garantías individuales. Por otra parte. se le denomina biinstancial porque la 

sentencia de amparo que emite el Juez de Distrito puede ser impugnada. por lo que. 

evidentemente, ésto da pauta a una segunda instancia en el juicio de amparo. Sin embargo~ 

es preciso no confundir al juicio de donde emana el acto reclamado. con el juicio de 

amparo. porque son diferentes. ya que en el primero sc resolverá una controversia común o 

federal. según sea el caso; y cn el segundo se resolverá sobre la constitucionalidad o 

inconstituci()I1alidad del acto reclamado. 
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El Juicio de Amparo Indirecto se promueve ante los Jueces de Distrito y 

excepcionalmente ante el Superior del Tribunal que haya comelido la violación23 y en los 

lugares en que no resida Juez de Distrito, la demanda podrá presentarse ante los jueces de 

primera instancia dentro de cuya jurisdicción radique la autoridad que ejecuta o trate de 

ejecular el acto reclamado, lal y como lo eslableee el artículo 38 de la Ley de Ampar024 
. 

"Arl. 38 En los lugares en que no resida juez de Distrito, los jueces de primera 

instancia dentro de cuya jurisdicción radique la autoridad que ejecuta o trate de ejecutar el 

acto reclamado, tcndrán facultad para recibir la demanda de amparo, pudiendo ordenar que 

se mantengan las cosas en el estado en que se encuentren, por el término de setenta y dos 

horas, que deberá ampl iarse en lo que sea necesario, atenta la distancia que haya a la 

residellcia del juez de Distrito; ordenará que se rindan a éste los informes respectivos, y 

procederá conforme a lo prevenido por el artículo 144. I lecho lo anterior, el juez de primera 

instancia remitirá al de Distrito, sin demora alguna, la demanda original con sus anexos." 

La procedencia dcl Juicio de Amparo Indirecto se encuentra prevista por los artículos 

114 y 115 de la Ley de Amparo. En concepto del maestro Carlos Arellano, la regla genérica 

para determinar la procedencia del Amparo Indirecto es, que el acto reclamado no sea una 

sentencia definitiva o un laudo. 

La demanda de amparo indirecto debe formularse por escrito conforme a lo dispuesto 

por el a,1ículo 116 de la Ley de Amparo. Sin embargo, la propia ley reglamentaria establece 

dos excepciones a saber: la primera cuando se trata de los asuntos que importen peligro de 

2, El artíclllo 37 de la Ley de Amparo, prcvICne la JurisdiccIón concurrente en la cual la Demanda de Garantías se 
podní reclamar ante el supenor del tribunal 
24 JunsdH':Clón Auxihar 
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privación de la vida, ataques a la libertad personal fitera del procedimiento judicial, 

deportación o destierro, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la 

Constitución Federal: en este caso el amparo podrá ser rormulado por comparecencia ante 

el jue/. de Distrito, en la cual, basta para su admisión que el quejoso señale el acto 

reclamado, la autoridad que lo haya ordenado, la autoridad que ejecute o pretenda "jceutar 

el ado reclamado y el lugar en que se encuentre el agraviado, En este supuesto el juez de 

Distrito o la autoridad ante la cual se haya f(lrmulado el amparo, tiene la obligación de 

manum e\JK,:dir selldas COPlaS2.' para las autoridades señaladas corno rC!-Iponsablcs, para el 

tercero o krceros perjudicados, una pata el Mmisterio Público y dos para el incidente de 

Suspl:l1siún, si éste es solll:itado '! no tenga que concederse de plano por encontrarse dentro 

de alguno de los supuestos que previene el artículo 123 de la I.ev de Amparo, 

La segunda excepción se encuentra prevista por los articulos 118 y 119 del 

ordenamiento en cita, los cuales disponen lo siguiente. 

"Arl. 118 En casos que no admitan demora, la petición del ampaw y de la suspensión 

del acto pucden haeersc al,juez de Distnto aun por tclégrafll, siempre que el actor encucntre 

algún inconveniente en la justicia local. l.a demanda cubrirá los requisitos que le 

corresponda, como si se entahlare por escrito, y el peticionario deberá r~tif'icarla, también 

por escrilo, dentro de los tres días siguientes a la fecha en que hizo la petición por 

tclégra ro ,. 

"Arl. 119 Transcurrido dieho término sin que se haya presentado la ratificación 

/' n lénnlllO' sendas COpHl~" !,C rcJkrc a que se ordel18rú que se expIdan el númClo exado de CllplflS de la demanda 
de mnparo ¡Kl! él cada una de lw; ¡JiU le:, 



expresada, se tcndril por no interpuesta la óemanda: quedarán sin erecto las providencias 

decretadas y se impondrá una multa de tres a treinta días de salario al interesado, a su 

abogado o representante. o a ambos, con excepción de los casos previstos en el artículo 17 

de esta ley. en los cuales se procederá eonf(mne lo estable el artículo 18 de la misma." 

Seguramente en el artículo 118 es aplicable la Jurisdicción Auxiliar, ya que en este 

caso son competelltes para n~c:ibir la demallda de amparo los jueces de primera instancia 

Sin embargo, en el supuesto de que la demanda se presente vía telegráfica. ésta debe 

contener todos los requisitos establecidos en el artículo 116 de la legislación en comento, y 

deberá ser ratificada dentro de los tI es dias SIguientes a la fecha en que se hi7.0 la petición: 

en caso de que el quejoso no se presente a la ratitleaeión, entonccs se hará acreedor a las 

sanciones que estipula el articulo 119 de la I,ey de Amparo. 

5.- Requisitos de la Dcmanda de Garnntí:ls, Estnhlceidos por 

el Artículo 116 dc la Ley de Amllnro: 

La demanda es el acto procesal por medio del cual un sujeto denominado actor o 

demandante acude ante la autoridad jurisdiccional para ejercitar una acción tendiente al 

reconocimiento o constitución de un derecho jj'ente a un sujeto pasivo denominado 

demandado. De igual forma el Juicio de Amparo se inicia con un escrito de demanda con la 

cual inicia el proceso. 

El maestro Carlos Arellano considera que la dcmanda de garantías es el acto procesal 

del quejoso. en virtud del cual se "jcreita la acción de amparo para solicitar la protección de 

la Justicia Federal. al estimar que uno o varios actos reclamados, de una () varias 

autoridades responsables, violan sus garantías individuales o sus derechos derivados de la 
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distribución eompeteneial entre Federación y Estados. 

"/\rl. 116. La demanda de amparo deberá formularse por escrito. en la que se 

expresarán: 

"1 El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueve en su nombre. 

"11. I ;1 nombre v domicilio dellércero pcrjudieado. 

"111. La autoridad o autoridadcs responsables: el quejoso deberá señalar a los titulares 

de los órganos de I;stado a los que la ley encomiende su promulgación. cuando se trate de 

amparos contra leyes; 

"IV La lel'o acto que de cada autoridad se reclame. el quejoso manifestará. bajo 

protesta de decir venJud. cuáles sOn los hechos o abstencioncs que le constan y que 

constituyen antecedentes dd acto reclamado o fundamentos de los conceptos de violación: 

"V. Los preceptos constitucionales que contengan hL'i garantías individuales que el 

quejoso estime violadas, así como el concepto o conceptos de h15 violaciones, si el amparo 

se pide con (ündamento en la ('raeeion I del articulo 10 de esta ley: 

"VI. Si el amparo se promueve con (ündumento en la ¡¡'acción 11 del artículo 1" de 

esta Ley, deherá precisarse la H'lcultad reservada a los Estados que haya sido invadida por la 

autoridad federaL y si el amparo se promueve con apoyo en la fracciúll 111 de dicho artículo, 

se señalará el rreccpto de la Constitución General de la República que contenga la (llcultad 

de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida." 
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En la práctica se estila que la demanda de amparo, como toda demanda en generaL 

contenga los siguientes aspectos. 

a) El ruhro, que se integra con el nomhre del quejoso y el tipo de amparo que se 

promueve (penal, civil. laboral o administrativo), Por lo general, el ruhro se pone en la parte 

superior derecha de la primera hoja de la demanda de garantías, 

h) 1:1 juzgado de Distrito ante el que se promueve, el que puede variar en razón del 

lugar, de la materia o del turno que exista en el circuito, 

e) Se dehe señalar en la demanda de amparo un domicilill para oír y reeihir 

,]()tifíeaeio/les, el cual debe encontrarse dentro de la jurisdicción del Juzgado que esté 

eonocicnd" del amp"rll, ya que de no señalarlo dentro de la jurisdicción o de no señalarlo 

deliberadamente, las posteriores notilleaciones que se tengan que hacer en !(mua personal, 

se harilll por lista, independientemente que el quejoso puede serlala, los estrados para oír y 

recibir todo tipo de notificaciones, 

d) FI nomhre de la persona que promueva en nombre del quejoso, la cual puede ser 

un apoderado, un tutor o el representante le¡lal de una persona moral, y dicha persona debe 

señalar con cual documento acredita su personalidad. 

e) FI nombre de las personas autorizadas para oír y recibir notificaeioncs, y en su 

caso, para promover en el juicio Constitucional, se deberá acreditar ser Licenciado en 

Derecho para poder promover ell nomhre del quejoso en materia civil, mercantil y 
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administlativa2
() ~ indcpClldil:IIlL'IHcllte de que el agraviado puede aulori/,ar a personas yue 

no sean abogados para oír notificaciones e imponerse de autos. 

1) I >a solicitud que hace el qucjoso al órgano judicial federal para que se le conceda 

El Amparo )' Protección de la Justicia de la Unión. 

g) La procedencia. cs decir. el articulo y fracción por la cual se estima procedente la 

demanda dc garantías. I >(lS supuestos de proculenci:1 del Juicio de Amparo Indirecto están 

establecidos en el articulo 114 dc la Ley Reglamentaria dc los artículos 103 Y 107 

Constitucionales. 

h) El Capítulo del !)cleeho. cn donde '" señala cualcs son los artículos aplicah!cs en 

el asunto a tratar. 

i) El lugar y la lecha dc la elaboración de la demanda dc Amparo. 

j) La flrma del agraviado. qucjoso o de quien prolllueva en su nombre. la cual es un 

requisito indispensable para la admisión de la dcmanda de garantías. tal y como lo señala la 

siguientc jurisprudencia. 

Apéndice' 1917-1995. NllIllCTO de tegtstro. 4717 Instancia: Cuarta Sala. TOIm)" VI-Común 
(SCJN) Tesis. 211 Página' 14(,. 

DEMANDA, FIRMA DI<: LA, COMO RH)U1SITO SI el juicio de amparo debe seguirse 
SiClIlplC a JIlslam;la de patlc agJa"Jada, C01ll0 lo dIspone expresamente la !l'aCClón 1, del artículo 
107 C0I1S1ttuclonal, no existiendo la linna (:11 el eserrto respecllvo, 110 se aprecIa la voluntad del 
que aparece como promovenlc; C~ dCCJI, no hay lIlslancia de parte, consecuenlemente los actos 
que se contienen en él 110 afectan los illterc~es jurídicos del que apmece C0l110 promoventc, lo 
que gcnCJ a el sobreselllllcnto del JUICIO " I 

2() Artículo 27 de la I.t:y de Amparo 
27 SCJN op crl e D 
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Séptima f':poca 

Amparo directo 3036/80 R !cardo TOITes Aleara¿, 10 de Junio dc 1981, Unanimidad de cuatro 
votos. Amparo directo 2246/81. José Juan Alvarcz Garda 29 de octubre de 1981 lJnanillmlad 
de cuatro volos. Amparo directo 7750/81. Banco Nacional de México, S A 22 de marzo de 
1982. Unanimidad de cuatro votos Amparo directo 4467/82. Daniel Escobar Rodrigue7 .. to de 
agosto de 1983 Cinco votos. Amparo directo 5481/82. Asociación Nacional de Trabajadores de 
Establecimientos ComerCiales y Conexos. C. T. M. 7 de mayo de 1984. CInco votos. 

DOCUMEN ros OUt: ()L!lFN ACOMPAÑARSE A LA DEMANDA. En primer 

lugar, hay que acreditar la personalidad cuando se representa al agraviado se debe exhibir 

el poder. copia certificada del nomhramiento de albacea o acta constitutiva. dependiendo 

del caso concreto, de acuerdo con la I(mna en que se determine por la lev que riia la materia 

de la que emane el acto reclamado, o en C'"~O de que no esté contemplado, se deberá 

acreditar cont<:mne a lo dispuesto por el Código Federal de Procedimientos Civiles, en 

aplicación supletoria de la Ley de Amparo. Si alguno de los interesados tiene reconocida su 

personalidad ante la autoridad responsable. ésta la será admitida siempre y cuando 

compIllche tal circunstancia con las constancias respL'Ctivas. 7X 

En segundo lugar, es menester exhibir enpias de traslado para cada una de las partes, 

es decir, una por cada tercero periudicado, una por cada autoridad responsable, una para el 

Ministerio Público Federal y dos para ¡()!"Inar los cuadernos del incidente de suspensión, tal 

y como lo dispone el aliículo 120 de la Ley de Amparo. Y los documentos con los cuales se 

pretenda acreditar la existencia del acto reclamado y su in constitucionalidad; dichos 

documentos. pueden ser presentados antes de la Audiencia Constitucional, sin pe~iuícío de 

que el Juez de Distrito los relacione en la audiencia y los tenga como recibidos ha~ta ese 

momento. 
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6.- El Informe .JustificlIdo: 

1'1 informe justilkado. según el maestro Ignacio Burgoa. es el documento en el cual 

la autoridad responsable esgrime la delensa de su actuación impugnada por el quejoso. 

aduciendo la constitucionalidad de los actos reclamados y señalando las causas por las 

cua[cs se debe sohreseer el Juicio de Amparo () llegar la protección tederal. Asimismo la 

autoridad responsable debe exponcr cn el informe justificado las ramnes y fundamentos 

legales que estime pertmentes paJa sostener la constitucionalidad del acto reclamado o la 

improcedencia del JUIcio. y debe acompañar copia certificada de las constancias que 

consitkrc necesarias para apoyar dicho informc. 2
() 

El informejustilicado lo deberá rendir la autoridad responsable dentro del término de 

cm lOO dias contados a partir de su notificación. sin pcrjuicio de que se dupliquc dicho 

término a consideración del juez. En todo caso. las autoridades responsables deben rcndir 

su informe con justificación al menos con ocho días de anticipación a la celebración dc la 

audiencia constitucional. la cual puede ser ;,uspendiua o direrida a petición del quejoso o 

del tercero perjudicado. a erecto de que las partes conozcan su contenido. En opinión del 

maestro Arturo (Jllnzák/. Cosio, el inlimne justificauo hace las veces de la contestación a la 

demanda, ya qUl' l'''itahlcce la IIlls contestalfO 10 La siguiente jUrisprudencia proporciona 

una clara idea de la importancia 'lUlo reviste el i"limne justificado y las copias que se deben 

acompañar al mismo. 

Apéndi\:c: 1917-1995. Número de registro 2221 Tomo. TII-Admmistwtiva n Ce), Tesis' 785. 
Páf!1I1a. 595 

INHWME .IlISTIFICAf)() Mllt.rA CI1ANIJO NO SE ACOMPAÑAN LAS COPIAS 
CORRI;SI'ONDlENTES. INAPI.ICAIlII.IDAD DEI. ARTICULO Jo. IlIS DE LA LEY DE 

)') Burgoa Ollhuda El JLIICI\l de AmpUto púg úS(¡ 

\(1 cf[ GOllzálcz COStO El JUICIO de ,\mpmo púg 195 



AMPARO. Cuando la responsable omite acompafiar a su infonne las copias correspondientes 
no puede alegar válidamente que la imposIción de la multa le causa perjuicio por no 
establecerse las cÍrcunstancias que condujeron al juzgador a presumir la buena o la mala fe de 
tal omisión, porque no es cierto que el resolutor federal infrinja el artículo 30. bis de la Ley de 
Amparo, en virtud de que dicho numeral sólo es aplicable en los casos en que la imposición de 
la multa es potestativa y no cuando se deriva de un imperativo legal como es el establecido en 
el artículo 224 de la mencionada Ley.11 

Segundo Tnbunal Colegiado del Séptimo Circuito, Octava Época: 

Recurso de queja 4/88. Director General de la Tenencia de la Tierra. 30 de agosto de 1988. 
Unanimidad de votos. Recurso de queja 42/88. Director General de Asuntos Juridicos de la 
Secretaria de la Refonna Ah'Taria, por si y en nombre del Titular de dicha Secretaria y por el 
Director de Autoridades Ejidales y Comunales de la aludida autoridad. 6 de diciembre de 
1988. Unanimidad de votos. Recurso de queja 86/88. Comisión Agraria Mixta del Estado y 
otros. lo. de tCbrero de 1989. Unanimidad de votos. Recurso de queja 10/90. Cuerpo 
Consultivo Agr3lio de la Secretaría de la Rcfonna Ahrraria. 16 de octubre de J990. 
Unanimidad de votos. Recurso de queja 56/90. Comisionado de la Comisión Agraria Mixta del 
Estado 27 dc novlcmbre de 1990. Unanimidad de votos 

La falta de informe justificado establece la presunción de ser cierto el acto 

reclamado, salvo prueba en contrario, quedando a cargo delqut<joso probar su 

inconstitucionalidad cuando el acto en sí mismo, no sea violatorio de garantías, la falta de 

rendición del informe justificado, da lugar a una multa de diez a ciento cincuenta días de 

Salario Minimo General Vigente en el Distrito Federal32 

7,- La Audiencia Constitucional: 

Desde que se admite la demanda de garantías, se señala día y hora para que tenga 

verifieativo la Audiencia Constitucional, la cual es una etapa dentro del procedimiento en el 

Juicio de Amparo Indirecto. 3J En esta audiencia se ofrecen y desahogan las pruehas 

aportadas por las partes, se formulan los alegatos y al final de la audiencia se debe dictar la 

\1 SCJN op cH e [) 
12 clT 1\, lila Bu:. op cll pflgs 99 a IOJ 

"cfr 1\1manza El JUICIO de Ampalo pág ¡ 12 
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sentencia de amparo. 

La audiencia constitucional consta de tres etapas: de pruebas. alegatos y sentencia. Y 

por lo general. se dc,arrolla de la siguiente manera: 

"JUEZ" 

"1. Declarará abierta la audiencia. 

"2. Ordenará que la Secretaría haga constar la presencia de las partes 

asistentes y que dé lectura a las constancias de autos. 

"3. Recibirá las pruebas que se ofrecieren y aceptaren .. Si una de las partes 

objeta de falso algún documento presentado como prueba, suspenderá la 

audiencia y señalará fecha para la celebración de una audiencia, que deberá 

tener lugar dentro de los diez dias siguientes, en la que se recibirán las 

pruebas y contrapruebas relativas a la autenticidad o falsedad del 

documento; y, una vez celebrada ésta, reanudará la constitucional 

suspendida y proseguirá la recepción de las demás pruebas. 

"4. Recibirá los alegatos, formulados por escrito, de las partes ... 

"5. Recibirá el pedimento del Ministerio Público. 

"6. Ordenará que la Secretaría recabe marginalmente las firmas de las 

personas que estuvieron presentes. 

"7. Acto continuo, dictará la sentencia relativa. ,,34 

1;1 artículo 152 dc la Ley de Amparo autori7.a el aplazamiento de la audiencia 

constitucional. cuando las autoridadcs o funcionarios, no expidan las copias o documentos 

que soliciten las partes para ser presentados como prueba en el juicio de garantías, siempre 

,4 cfr SCJN Manual del JUICIO de Amparo. págs 139 y 140 
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que los intercsados así se lo solicitcn al juez dc Distrito para que requiera a los omisos; y, lo 

cual debcrá hacerse con la debida anticipación, tal y como sc indica en la siguiente 

jurisprudencia. 

Apéndice: 1917-1995 Número de registro: 4586, Instancia' Pleno. Tomo: VI-Común (SCJN). 
Tesis: 83. Página: 55. 

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, DIFERIMIENTO DE LA. OPORTUNIDAD PARA 
SOLICITAR COPIAS O DOCUMENTOS PARA EL AMPARO. Para solicitar al juez que 
opere el artículo 152 de la Ley de Amparo y que requiera a la autoridad que exhiba copias o 
documentos solicitados por las partes y difiera la audiencia, en principio la petición de esas 
copias o documentos debe hacerse a la autoridad por lo menos cinco días hábiles antes de la 
audiencia, sin contar el del ofrecimiento, ni el señalado para la propia audiencia, a fin de que 
dicha autoridad pueda disponer del tiempo razonable para atender la petición, a menos que en el 
caso haya circunstancias especiales que justifiquen la petición posterior. 15 

Octava Úpoca: 

Contradicción de tesis 191/91. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto y 
Séptimo en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 12 de marzo de 1992. Unanimidad de 
dieciocho votos. 

a) Ofrecimiento de pruebas: 

La prueba es la demostración legal de la verdad de un hecho, y también el medio 

mismo que las partes pueden emplear para demostrar el hecho discutido. En el juicio de 

amparo la finalidad de las pruebas consistc en acreditar la violación de las garantías 

individuales del agraviado, ya que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 81 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, el quejoso debe demostrar la 

inconstitucionalidad del acto reclamado, si no es violatorio de garantías por sí mismo, lo 

que sucedería si, por ejemplo, se afinnarán transgresiones al artículo 22 constitucional, bajo 

la amenaza de imponer penas tra~cendentales. 36 

.5 SCJN op Clt C.D 
16 cfr Bnseño Sierra El Control Constitucional de Amparo. cap. 58 
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Asimismo, el acto reclamado se deberá apreciar por el juez de Distrito, tal y como 

aparezca probado ante la autoridad responsable, ya que de no ser así, es evidente que la 

autoridad responsable no estaría en igualdad de condiciones con el órgano judicial federal; 

pues esta última contaría con mayor información que la responsable, existiendo por ende, 

una perspectiva diferente para su valoración, y es probable que el acto reclamado no 

hubiera sido dictado con la misma fundamentación, motivación o contenido. Por ello, no se 

admitirán ni tomaran en consideración las pruebas que no se hubieren rendido ante la 

responsahle para acreditar los hechos que motivaron o fueron objeto del acto reclamado, 37 

El artículo 93 del Código Federal de Procedimientos Civiles, en aplicación supletoria 

de la Ley de Amparo. enumera los medios de prueba que tienen un reconocimiento legal, 

los cuales son los siguicntes: 

\.- La confesión; 

1I.- Los documentos públicos; 

111.- Los documentos privados; 

IV.- Los dictámenes periciales; 

V.- El reconocimiento o inspección judicial; 

V\. - Los testigos; 

VI\.- La~ fotogral1as, escritos y notas taquigráficas y, en general, todos aquellos 

elementos aportados por los descubrimientos de la ciencia, y 

VII\.- Las presunciones. 

Independientemente de lo indicado anteriormente, el artículo 150 de la Ley de 

17 cfr. Anlla Bas. El JuicIO de Amparo págs 106 y 107. 
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Amparo dispone que "En el juicio de amparo es admisible toda clase de pruebas. excepto la 

de posiciones y las que fueren contra la moral o contra derecho." Lo anterior da pauta a que 

en el juicio de amparo puedan ofrecerse todo tipo de pruebas con las siguientes 

excepciones: 

a) La prueba de posiciones o confesional. 

b) Las pruebas contra la moral. 

e) Las pruebas contra el derecho. 

Por regla general. las pruebas deberán ofrecerse en la audiencia constitucional. a 

excepción de la prueba testimonial. pericial e inspección ocular que deberán ofrecerse con 

cinco días de anticipación. sin contar el día en que se ofrezcan ni el día en que tenga 

verificativo la audiencia constitucional. 

La prueba documental puede ofrecerse y exhibirse con anterioridad a la audiencia 

constitucional, sin perjuicio de que se haga relación de ella en la audiencia constitucional y 

se tenga por recibida hasta su celebración, aún sin que exista tal solicitud por parte del 

oferente. 

La prueba testimonial se debe ofrecer cinco días antes de la audiencia constitucional. 

exhibiendo una copia del interrogatorio para cada una de las partes, y no se admitirán más 

de tres testigos por cada hecho. 

La prueba pericial también debe ofrecerse cinco dias antes de la celebración de la 

audiencia constitucional. y se debe exhibir una copia del cuestionario para los peritos y para 

cada una de las partes. 
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Por lo que respecta a la prueba de la inspección judicial se debe ofrecer cinco días 

antes de la celebración de la audiencia constitucional, probablemente para que no se 

suspenda dicha audiencia. 

b) Admisión y desahogo de las pruebas: 

La admisión y el desahogo de las pruebas, por lo general, se da en la audiencia 

constitucional, así se recibirán por su orden la pruebas que hayan ofrecido y aceptado. 

Por lo que respecta a la prueba documental, cabe sefialar que en la Ley de Amparo se 

obliga a cualquier autoridad38 a facilitar a las partes la~ copia~ que requieran para exhibir , 
como prueba en el juicio de garantías, en caso de que la autoridad en cuestión no acate la 

solicitud, entonces la parte interesada puede solicitar al juez de Distrito que se difiera la 

audiencia constitucional y se requiera a los omisos, con los apercibimientos de ley y, en su 

caso, consignar a la autoridad omisa por desobediencia a su mandato.39 

En caso de que, alguno de los documentos presentados fuere objetado de falsedad se 

iniciará el incidente de falsedad de documento, previsto por el artículo 153 de la Ley de 

Arupar040 Y cuando se ofrezcan actuaciones concluida~, se podrán pedir la~ originales a 

petición de la parte interesada. 

El desahogo de la prueba testimonial se efectúa cu la audiencia constitucional 

conforme a lo dispuesto porlos artículos 165, del 167 al 171, 174 al 185 y 187 del Código 

38 Puede ser una autoridad, ya sca que ésta se señale como responsable o no en la demanda de garantías 
J9 cti' SCJN op. ei. (M. J. A.) pág 130 
40 jnfra pág. 36 
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Federal de Procedimientos Civiles en aplicación supletoria de la Ley de Amparo, sin que 

puedan ofrecerse más tres testigos por hecho. 

Para la procedencia de la prueba percial se exige que se exhiba una copia del 

cuestionario para los peritos y para cada una de las partes, para que, a su vez, cada una de 

las partes pueda formular por escrito repreguntas para los peritos en la audiencia. 

El artícnlo 151 de la Ley de Amparo dispone en sus párrafos tercero, cuarto y quinto 

que: 

"Al promoverse la prueba pericial, el juez hará la designación de un perito, o de los 

que estime convenientes para la práctica de la diligencia; sin perjuicio de que cada parte 

pueda designar también un perito para que se asocie al nombrado por el juez o rinda 

dictamen por separado. 

"Los peritos no son recusables, pero el nombrado por el juez deberá excusarse de 

conocer cuando en él concurra alguno de los impedimentos a que se refiere el artículo 66 de 

esta ley. A ese efecto, al aceptar su nombramiento manifestará, bajo protesta de decir 

verdad, que no tiene ninguno de los impedimentos legales. 

"La prueba pericial será calificada por el juez según prudente estimación." 

A pesar de lo anterior, la Ley de Amparo no establece la obligación para las partes de 

hacer la designación de un perito, por lo que se puede considerar una facultad y no una 

obligación. Es conveniente destacar lo señalado por la siguiente jurisprudencia, en el 

sentido de que por la falta de exhibición de las copias del cuestionario o interrogatorio no se 

deben desechar las pruebas en cuestión. 

Apéndice: 1917-1995. Número de registro: 4924. Instancia: Tercera Sala. Tomo: VI-Común 
(SCJN). Tesis: 421. Página: 281. 
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PRUEBAS PERICIAL Y TESTIMONIAL EN EL JUICIO DE AMPARO. LA FALTA DE 
EXHIBICION DE LAS COPIAS DEL CUESTIONARIO O INTERROGATORIO NO DA 
LUGAR A SU DESECIIAMIENTO SINO SOLO A QUE SE REQUIERA AL OFERENTE, 
SIEMPRE Y CUANDO EXISTA TIEMPO PARA SUBSANAR TAL OMISION SIN QUE SE 
AFECTE AL PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL DE LAS PARTES. De confonnidad 
con el atiículo 15 J de la Ley de Amparo las pruebas pericial y testimonial deberán ser ofrecidas 
cinco dlas antes de la fecha señalada para la audiencia, exhibiendo copias para las partes de los 
interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos o del cuestionario para 
los peritos, a fin de que estén en posibilidad de fonnular, por escrito o verbalmente, repreguntas 
al verificarse la audiencia o puedan designar también un perito para que se asocie al nombrado 
por el juez o rinda dictamen por separado, según se trate de pmeba testimonial o pericial Por lo 
tanto, debe conSiderarse que las copias de los interrogatorios o de los cuestIOnarios sí deben ser 
exhibidos cn el ténnino previsto en el artículo en comento, pues de lo contrario, se 
imposlhilitana a las partes para repreguntar a los testigos en la audiencia respectiva, para 
designar también un perito que se asocie al nombrado por el juez o rinda un dictamen por 
separado, a no ser que se difiera la audiencIa, retrasándose el procedimiento. Consecuentemente, 
cuando se ha hecho el ofrecimiento de las cltadas pmehas exactamente cinco días antes del 
fijado para la audicncia, pero se ha omitido la exhibición de las copias, no procede requerir al 
oferente para que las cxJllba, sino que se deben tener por no ofrecidas, ya que no existe tiempo 
suficiente para subsanar la omisión sin que se cause perjUIcio a las demás partes ° a la celeridad 
del procedimiento. Sin embargo, como esta disposIción está inspirada en el principio de igualdad 
procesal de las paties, lo que sigmfica que mientras esta igualdad se conserva no se deben 
desechar las pruebas por la falta del cumplimiento de este requisito, debe considerarse que no 
deben desecharse dichas pi ucbas cuando han sido ofrecidas con mayor anticipación, de tal 
manera que es posible prevenir al oferente para que aporte las copias respectivas y, a la vez, el 
juez pueda ordenar su entrega a las demás partes en el juicio de amparo contando éstas con 
tiempo suficiente para fornmlar repreguntas, desibTnar otro perito o fonnular otro cuestionario, 
sin que tenga que diferirse la <1Udicncia. En esa virtud se concluye, que el criterio que debe 
seguirse, en térnlinos generales. es que la falta de aportación de las copias necesarias no da lugar 
al desechamiento de las pruebas, sino sólo a que se prevenga al oferente, cuando el10 no 
ocaSIone perjuicio a las demás partes del juicio ni a la celeridad del procedimiento. Este criterio 
se flinda, además, en la aplicación analógica de los artículos 120 y 146 de la Ley de Amparo, 
pues si contonnc a estos preceptos el juez no debe desechar la demanda cuando el quejoso no 
exhibe las copias para las demás partes, sino que debe prevenir al promovente para que las 
prescnte dentro del término de tres dlas, igualmente deberá darse oportunidad al oferente de las 
pruebas para que presente las copias de Jos mterrogatorios o cuestionarios fattantes, con la 
condición, claro está, de que en el caso de que se trate, no se vulnere al susodicho principio de 
ibyualdad procesal.-11 

Séptima (.:POC3: 

Contrad,cción de tesis 3/83. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Primer 
Circuito y el Segundo y Tercer Tribunales Colegiados del Primer Circuito en Materia Civil en el 
Dist,ito Federal. 12 de marzo de 1984. Cinco votos. 

~I SCJN op Clt C.D. 
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La inspección judicial deberá ser practicada por el secretario del juzgado o por el 

actuario conforme a las reglas que establezca el Código Federal de Procedimientos Civiles, 

en la hora y día que fije e/juzgado para su desahogo. 

Las demás pruebas se desahogan por su propia y especial naturaleza. 

c) Alegatos: 

Los alegatos son la~ argumentaciones que haccn o que puedcn hacer las partes, con 

fundamento en la lógica y en el derecho para sostener que los hechos aducidos en sus 

escritos quedaron acreditados con los elementos de prueba que aportaron y que los 

prcceptos legales invocados por ellos producen consecuencias favorables al alegante y que 

debe resolverse conforme a las pretensiones que las partes dedujeron. Los alegatos pueden 

presentarse por escrito en la audiencia constitucional o formularse verbalmente sin que se 

puedan hacer constar, salvo que el acto reclamado consista en actos que importen peligro de 

privación de la vida, ataques a la libertad pcrsonal, deportación destierro, o alguno de los 

prohibídos por e/ artículo 22 constitucional; en estos casos se hará constar un extracto de 

los alegatos. 

En caso de que se formulen los alegatos verbalmente, las alegaciones de las partes no 

pueden exceder de media hora por cada parte, incluyendo las réplica~ y conlraréplica~42 

8,- La Sentencia en el ,Juicio de Amparo Indirecto. 

42 cfr Awllano Gurcía. El JuicIo de Amparo pág 728 
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Sentencia definitiva es «Aquella en que, concluido el juicio, resuelve finalmente 

sobre el asunto principal, dcclarando, condenando o absolviendo. ,,43 Por otra parte a la 

Sentencia Definitiva de Amparo, el maestro Carlos Arellano la define de la siguiente 

manera: « ... es el acto jurisdiccional del juez de Distrito, de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación o de los Tribunales de Circuito por el que, una vez terminada la tramitación de la 

controversia planteada sobre la violación de garantías individuales o sobre la invasión 

competencial entre Federación y Estados, se resuelve si se concede, niega o sobresee el 

amparo solicitado por el quejoso contra el acto reclamado de la autoridad re.sponsable.,,44 

Existen dos tipos de sentencias, las cuales son sentencias definitivas y sentencias 

interlocutorias, pero en cljuicio de amparo los diversos autores de la materia señalan tres 

tipos de scntencias; las de sobreseimiento, las que niegan el amparo y aquellas que 

conceden cI amparo. 

Las sentencias de sobreseimiento no resuelven la controversia constitucional, es 

decir, no deciden ni permiten decidir sobre la constitucionalidad del acto reclamado 

declarando o negando la existencia de la violación alegada por el quejoso en su demanda de 

garantías. La sentencia que concede el amparo ordena que se restituya al quejoso en el 

pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que 

guardaban antes de la violación, indicando el órgano judicial federal dentro de la sentencia., 

la manera en que se deben restablecer las cosas al estado que guardaban antes de la 

violación;45 cuando el aclo reclamado sea de carácler positivo; y cuando el acto reclamado 

es de carácter negativo, el efecto de la sentencia de amparo será el de obligar a la autoridad 

responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y de cumplir con 

41 ídem pág 786 
44 ídem 
45 cfr ídem 
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las condiciones y requisitos que tal garantia exija, tal y como lo establece el articulo 80 de 

la Ley de Amparo. 

La sentencia definitiva que niega el amparo es un falIo declarativo que declara la 

validez y eficacia del acto reclamado por no haberse demostrado la inconstitucionalidad del 

acto reclamado.46 

LOS PRINCIPIOS QUE RIGEN L¡\S SENTENCIAS DE AMPARO 

SON LOS SIGUIENTES: 

a) [\1 f'rincipj(uj~ Bclall"ida,Lde las.§elltencias .d-,,--ÓcfllP.acQ. El cual se refiere a que, 

las sentencias que se pronuncien cn los juicios de amparo sólo se ocuparán de los 

individuos particulares o de las personas morales privada~ u oficiales que lo hubieren 

solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediese, en el caso especial sobre el 

que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la 

motivare. 

Este principio se encucntra plasmado en el articulo 76 de la Ley de Amparo y se 

refiere a que si un individuo promueve un amparo contra una ley, y si se le llega a conceder 

por considerar que pueda existir alguna violación de sus garantías individuales, el órgano 

de control constitucional sólo beneficiarla al quejoso en la sentencia, sin que ninguna otra 

persona pueda valerse de dicha sentencia para que no le sea aplicada la ley o el acto que fue 

señalado en el Juicio de Garantías como el acto reclamado. Asimismo a este principio se le 

conoce comúnmente como "Fórmula Otero", por haber sido Don Mariano Otero el creador 

de la misma47 

4(, cfr Afina Has op Clt. pág t 42 Y Bnseño Sierra op. Clt pág 691 
47 cfr DICZ Quintana op. Clt pág. 7 Y 8. 
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b)ELJ>ritJ~jpjQ_<!(Lf&tricto---º~r"cJIO. Se refiere, en concepto del Maestro Juan 

Antonio Diez Quintana, a que el órgano de control Constitucional, al analizar la demanda 

de garantías, deberá i!iustarse en forma estricta a los conceptos de violación y demás 

razonamientos que contenga ésta, pero no podrá ampliar ni hacer consideraciones de 

inconstitucionalidad sobre aspectos o hechos que no estén contenidos en la demanda. 

el fLJ>rinciRio <!,-~uplem;jll~e kQ~.@_ºeJiciente. Este principio se refiere a que el 

órgano dc control Constitucional no debe ceñirse a estudiar y analizar únicamente los 

conceptos de violación contenidos en la demanda, sino que la autoridad de amparo está 

obligada a estudiar oficiosamente cualquier aspecto de inconstitucionalidad que advierta 

respecto de los actos reclamados, tal y como lo establece el artículo 76 bis de la Ley de 

Amparo48 

Adcmás de éstos principios, en el juicio de amparo, el órgano de control 

constitucional se debe sujetar a las siguientes reglas: 

1.- La sentencia debe de resolver la controversia constitucional de manera integral, 

tal y como se establece en la siguiente jurisprudencia. 

Apéndice 1917-1995. Número de registro. 4994 Instancia: Primera Sala. Tomo: VI-Común 
(SCJN) TesIS: 491. Página. 325. 

SENTENCIAS DE AMPARO DEBEN TRATAR LA CUESTION PLANTEADA EN SU 
INTEGRIDAD, De acuerdo con los principios fundamentales y reglamentarios que rigen el 
juicio de amparo, no es pcmlitido a los jueces de Distrito resolver sólo en parte la controversia, 
sino que en la audiencia respectiva, deben dictar sentencia en la que resuelvan sobre la cuestión 
constitucional propuesta, en su integridad.49 

4R ídem. 
49 SCJN op Clt e D. 
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Quinta f~poca' 

Amparo administrativo en revisión 1252/24. Contreras Escobar Roberto. 22 de marzo de 1927. 
Unanimidad de ocho votos Competencia en amparo penal 197/30. Suscitada entre los Jueces de 
Distrito Quinto del Distrito Fedetal y del Estado de México. 21 de julio de 1930. Cineo volos. 
Amparo administrativo en revisión 3653/26. EJguezábal de Aguirre Antonia. 6 de agosto de 
1930. Unammidad de cuatro votos, Amparo penal en revisión 4312/30. Juárez Mora Dagoberto, 
16 de abril de 1931. Cmco votos. Competencia en amparo entre los Jueces de Distrito Cuarto 
del Distrito Federal y Tercero del Estado de Veracmz, 158/31. lo. de junio de 1931. Cinco 
votos. 

2.- La sentencia debe de resolver única y exclusivamente sobre la controversia 

constitucional, omitiendo resolver sobre cuestiones de la competencia del fuero común, tal 

y como se establece en la siguientes jurisprudencia. 

Apéndice: 1917-1995. Número de registro: 5000. InstancJa: Pleno. Tomo: VI-Común (SCJN). 
Tesis' 497, Páb"';na: 328. 

SENTENCIAS DE AMPARO. SE CONCRETAN A RESOLVER SOBRE LA 
CONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO. Sólo puedcn resolver sobre la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad del acto que se reclama, y nunca sobre cuestiones cuya decisión compete a 
tos tribunales del fuero común. 50 

Quinta Úpoca: 

Amparo en revisión 1024/19, Jiménez Blanca David. 24 de septiembre de 19]9. Mayoría de 
nueve votos. Amparo en revisión 1219/19. Aníval Antonio. 3 diciembre de 1919. Unanimidad de 
Iluevc votos. Ampnro cn revisión J 11/20. GÓIllCZ Virginia. 24 de abril de 1924. Mayoría de siete 
votos Amparo dirccto 4026/22, Nava vda. de Muciño A Candclam.l, suco de. 14 de julio de 
1925. Unanimidad de ocho votos. Amparo en reviSIón 377/23. Manrique de Femández 
Esperanza 11 de septiembre de 1925. Unanimidad de nueve votos. 

3.- En las sentencias de amparo se deberá apreciar el acto reclamado tal y como fue 

probado ante la responsable sin que se puedan admitir ni tomar en consideración las 

pruebas que no fueron ofrecidas o desahogadas ante la autoridad responsable, con las 

siguientes salvedades: 

~o ídem 
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a) No regirá este principio, si el qut<joso no tuvo oportunidad de aportar pruebas ante 

la autoridad responsable. 

b) No regirá este principio, si el qut<ioso es un tercero extraño. 

FORMA DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO 

No existe una solemnidad para dictar una sentencia de amparo, sin embargo, el 

maestro Carlos Arellano sostiene que las sentencias en el Juicio de Amparo deben 

pronunciarse por escrito, y de acuerdo a lo dispuesto por el articulo 219 del Código Federal 

de Procedimientos Civiles en aplicación supletoria de la Ley de Amparo, considera que la 

sentencia de amparo deberá contener: la expresión del tribunal que dicta la sentencia. el 

lugar, la recha y la firma del juez, magistrados o ministros y el secretario. 

Por lo común, las sentcneia~ de amparo se dividen en cuatro apartados5
! 

principalmente, los cuales son: 

1.- El encabezado de la sentencia en el que se indican: 

a) Fecha de la sentencia. 

b) Juzgado, Tribunal o Sala de la COIte que dicta la sentencia. 

e) El Amparo Directo o Indirecto en el que se dicta la sentencia. 

d) El nombre del quejoso, se señala el acto reclamado y los nombres de las 

autoridades responsables. 

e) El número del expediente de amparo. 

2.- Los Resultandos, el cual es el capítulo en donde se hace una narración de lo 

actuado en el proceso constitucional. 

~I cfr Arellano García op Clt pág 790 Y 791 
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3.- Los Considerandos, capítulo en el que se citan las normas jurídicas aplicables, las 

doctrina, aplicables y el criterio interpretativo del juzgador, con su respectivo parecer sobre 

el problema controvertido planteado. 

4.- Los Puntos Resolutivos, en los que se precisa si se concede, niega o sobresee el 

amparo y se ordena notificar la sentencia de amparo. 

CONTENIDO DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO 

El contenido de las sentencias de amparo deberá <\iustarsc a lo dispuesto por el 

artículo 77 de la Ley de Amparo, mismo que dispone: 

"Art. 77. Las sentencias que se dicten en los juicios de amparo deben contener: 

"1. La fijación clara y precisa dcl acto O actos reclamados, y la apreciación de las 

pruebas conducentes para tenerlos o no por demostrados; 

"11. Los fundamentos legales en que se apoyen para sobreseer en el juicio, o bien para 

declarar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado; 

"111. Los puntos resolutivos con que se deban terminar. concretándose en ellos, con 

claridad y precisión, el acto O actos por los que se sobresea conceda o niegue el amparo." 

La fracción I equivale al capítulo de resultandos. En los considerandos se hace la 

apreciación de las pruebas que se apOltaron en el juicio y se seHalan los fundamentos 

legales para sobreseer, para conceder o negar el amparo. En los puntos resolutivos se 

resuelve en definitiva si se sobresee, concede o niega el amparo solicitado52 

SJ idem pág 791. 
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SENTENCIA EJECUTORIADA 

I,a sentencia de amparo causa ejecutoria: 

a) Cuando las partes la consientan expresamente o tácitamente, al no interponer el 

recurso de revisión. 

b) Cuando la parte recurrente se desiste del recurso de revisión. El desistimiento 

deberá ser expreso y formularse ante el Tribunal que esté conociendo del recurso. 

el Cuando la Suprema Corte o el Tribunal Colegiado de Circuito declaren la 

caducidad de la instancia en la revisión, causa ,*cutoria la sentencia dictada por e1jucz de 

Distrito, de conformidad con lo dispuesto por la fi'acción V del artículo 74 de la Ley de 

Amparo. 

d) Cuando la Suprema Corte de Justicia o el Tribunal Colegiado de Circuito dicten la 

sentencia en revisión. 

OI3LIGATORIEDAD DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO 

Las sentencias de amparo son obligatorias: 

a) Para las autoridades responsables que hayan sido parte en el juicio de amparo. 

b) Para las autoridades que por razón de sus funciones tengan que intervenir en la 

~ecución del fallo, aun cuando no hayan sido partes en eljuicio. 

c) Para los terceros perjudicados cuando la anulación del acto reclamado se traduzca 

en la pérdida de un derecho o en la restitución de alguna cosa al qu"joso, aún tratándose de 

terceros extraños, tal y como lo establece la siguiente jurisprudencia: 

Apéndice' 1917-1995. Número de reb"'¡stro: 4744. InstanCia. Tercera Sala. Tomo: V[-Común 
(SC.lN). Tcsis: 241. Página: 162. 

E.lECUCION DE SENTENCIAS DE AMPARO. PROCEDE CONTRA CUALQUIER 
POSEEDOR DEL BIEN Debe llevarse a efecto contra cualquier poseedor de la cosa 
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detentada, ann cuando alegue dcrechos que puedan ser incuestIOnables, pero que no fueron 
temdos CI1 cuenta al dictar la ejecutoria 'i 1 

Quinta }~poca: 

Queja 616/40. Lozano Salvador. 30 de julio de 1941. Unanimidad de cuatro votos. Amparo civil 
en revisión 491/42. "Cía. Mazatleca de Inmuebles", S. A. 14 de octubre de 1943. Unanimidad 
de cuatro votos. Queja en amparo civil 229/44. Vi1Ianueva Eduardo. 30 de julio de 1945. 
Unanimidad de cuatro votos. Queja 270/46. Oroza Félix y coag. 17 de septiembre de 1946. 
Unanimidad de cuatro votos. Amparo civil. Revisión del auto que desechó la demanda. 933/47. 
Pesqueira Roberto. 15 de ablil de 1947. Cinco votos. 

" El tercero afectado por la ~jecución de una sentencia dictada en juicio de amparo 

tiene, de acuerdo con el artículo 96, en relación con las fracciones IV y XI del artículo 95, 

el derecho de interponer el recurso de queja por exceso o defecto de ejecución, de donde se 

desprende, a contrario sensu, que no habiendo tales vicios de la ejecución de la sentencia, 

dicho tercero carece de tal derecho y, por lo tanto, queda en absoluto estado de 

inderensión. ,,54 

CUMPLIMIENTO Y EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO 

La ejecución de la autoridad federal es consecuencia del incumplimiento que suele 

gestarse por parte de la autoridad responsable respecto de la sentencia de amparo, por ello el 

legislador en el capítulo XII de la Ley de la materia prevé la ejecución de las sentencias de 

amparo. Sin embargo, hay que diferenciar el cumplimiento de la sentencia de amparo, de su 

ejecución. 

Se denomina cumplimiento a la observancia voluntaria que efectúa la autoridad 

responsable respecto de la sentencia de amparo. El incumplimiento de la sentencia de 

amparo, seguida de los actos jurídicos y fácticos tendientes a lograr forzadamente el 

S1 SCJN op cito e D. 
54 Arilla Das op Ctt pág. 146 
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acatamiento de la t<jecutoria de amparo es lo que se denomina t<jecución de la sentencia de 

amparo." 

"a)Cumplimiento de las t<jecutorias dictada~ en amparo indirecto: 

"En los casos a que se refiere el artículo 107, tracciones VII, VIII Y IX, de la 

Constitución Federal, luego que cause ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el 

amparo solicitado, o que se reciba tcstimonio cJc la ejecutoria dictada en revisión, el juez, la 

autoridad que haya conocido del juicio ... la comunicarán, por oficio, y sin demora alguna. 

a las autoridades rcsponsables para su cumplimiento, y la harán saber a la~ demás partes. 

"En casos urgcntes y de notorios perjuicios para el quejoso, podrá ordenarse por la 

vía telegráfica el cumplimiento de la ejecutoria, sin perjuicio de comunicarla íntegramente, 

conformc al párrafo anterior. 

"En el propio oficio en que se haga la noti ficación a las autoridades responsables, se 

les prevcndrá que informcn sobre el cumplimiento que se dé al fallo de referencia. 

"bl Incidcnte de Inejecución de Sentencia 

"Si dentro dc las veinticuatro horas siguientes a la notificación a las autoridades 

responsablcs la ejecutoria 110 quedare cumplida, cuando la naturaleza dcl acto lo permita o 

no se encontrase en vías de ejecución en la hipótesis oontraria, el juez de Distrito, la 

autoridad que haya cOllocido deljuicio ... requerirán, de oficio o a instancia de cualquiera de 

las partes, al superior inmediato de la autoridad responsablc para que obligue a ésta a 

'i'i cfr "reIlano García op Clt pág 812 Y 813 
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cumplir sin demora la sentencia; y si la autoridad responsable no tuviere superior, el 

requerimiento se hará directamente a ella. Cuando el superior inmediato de la autoridad 

responsable no atendiere el requerimiento, y tuviere, a su vez, superior jerárquico, también 

se requerirá a este último. 

"Las autoridades requerida~ como superiores jerárquicos incurren en 

responsabilidad, por falta de cumplimiento de las ejecutorias, en los mismos términos que 

las autoridades contra cuyos actos se hubiese concedido el amparo. 

Cuando no se obedeciere la ,,¡ccutoria a pesar de los requerimientos a que se refiere 

el párrafo anterior, el juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio, en su caso, 

remitirán el expediente original a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos del artfculo 

107, tracción XVI, de la Constitución Federal, dejando copia certificada de la misma y de 

las constancias que fueren necesarias para procurar su exacto y debido cumplimiento, 

conforme al artículo 111 de la Ley de Amparo. 

e) Incidente de Inconformidad 

Cuando el qnejoso no estuvicre conforme con la resolución que tenga por cumplida 

la sentencia de amparo, dentro del término de cinco días y a petición de parte, solicitará se 

remita el expediente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya que de otro modo se 

tendrá por consentido el cumplimiento que se le dio a la ejecutoria de amparo. 56 

d) Ejecución Forzosa de la Sentencia 

en caso de Incumplimiento 

)(j cfr. Arellano GarcÍa op cit pág 820. 
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Independientemente de las medidas de apremio qne pnede utilizar el Juez de Distrito 

para hacer cumplir sus t<jecutorias, cuando ésta~ no sean acatadas, podrá comisionar al 

secretario o actuario adscrito al juzgado, para que dé cumplimiento a la sentencia, cuando la 

naturaleza del acto así lo permita, y en caso de ser necesario, el mismo juez de Distrito se 

deberá constituir en el lugar en que deba dársele cumplimiento, para t<jecutarla por sí 

mismo. Para los efectos de lo dispuesto por el artículo III de la Ley de la materia, el juez 

de Distrito podrá salir del lugar de su residencia sin recabar autorización de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, bastará con que se le dé aviso de su salida y objeto de ella, 

así como de su regreso. Si después de agotar los medios citados anteriormente no se pudiere 

dar cumplimiento a la sentencia de amparo el juez de Distrito podrá solicitar el auxilio de la 

fuerza pública. 

Como excepción a lo señalado con anterioridad, la Ley de Amparo señala los casos 

en que sólo las autoridades responsables puedan dar cumplimiento a la ejecutoria de 

amparo, y aquellos en que la ejecución consista en dictar una nueva resolución en el 

expediente o a~unto que haya motivado el acto reclamado, mediante el procedimiento que 

establezca la ley; sin embargo, tratándose de la libertad personal, en la que deba restituirse 

al quejoso por virtud de la ejecutoria; y la autoridad responsable se negare a hacerlo u 

omitiere dictar la resolución que corresponda dentro de un término que no exceda de tres 

dJas, el juez de Distrito mandará poncrlo inmcdiatamente en libertad, sin pe~juicio de que la 

autoridad responsable dicte posteriormente la resolución que proceda. Los encargados de 

las prisiones darán el debido cumplimiento a las órdenes que les giren, los jueces federales 

o la autoridad que haya conocido del juicio. 57 

<;7 cfr Arilla Has. op cit capítulo XIV. 
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Cabe destacar la obligación que pesa sobre el Ministerio Público para cuidar que no 

se archive ningún juicio de amparo sin que quede debidamente cumplida la sentencia en 

que se haya concedido al agraviado el Amparo y Protección de la Justicia Federal. 

REPETICiÓN DEL ACTO RECLAMADO 

La repetición de! acto reclamado se genera cuando la autoridad responsable vuelve a 

realizar el acto reclamado, pero tal situación la prevé el artículo 108 de la Ley de Amparo el 

cual dispone que: "La repetición del acto reclamado podrá ser denunciada por parte 

interesada ante la autoridad que conoció del amparo, la cual dará vista con la denuncia, por 

e! término de cinco días, a las autoridades responsables, así como a los terceros, si los 

hubiere, para que expongan lo que a su derecho convenga. La resolución se pronunciará 

dentro de un término de quince días. Si la misma fuere en el sentido de que existe 

repetición del acto reclamado, la autoridad remitirá de inmediato el expediente a la 

Suprema Corte de Justicia; de otro modo, sólo lo hará a petición de la parte que no 

estuviere conforme, la cual lo manifestará dentro del término de cinco días a partir del 

siguiente al de la notificación correspondiente. Transcurrido dicho término sin la 

presentación de la petición, se tendrá por consentida la resolución. La Suprema Corte 

resolverá allegándose los elementos que estime convenientes. 

"Cuando se trate de la repetición del acto reclamado, así como en los casos de 

int:jecución de sentencia de amparo a que se refieren los artículos anteriores, la Suprema 

Corte de Justicia determinará, si procediere, que la autoridad responsable quede 

inmediatamente separada de su cargo y la consignará al Ministerio Público para el ejercicio 

de la acción penal correspondiente." 

EJECUCiÓN SUBSTITUTA 
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Ilay casos en que, por diversas circunstancias, resulta extremadamcnte dif1cil, a 

veces casi imposible, lograr la ejecución o cumplimcntadón de la sentencia de amparo. De 

ahí que se haya generado la reforma al último párraro del artículo 105 de la Ley de Amparo, 

que a la letra dice: "El qU'<IOSO podrá solicitar que se dé por cumplida la <:jecutoria mediante 

el pago de los daños y perjuicios que haya surrido. El juez de Distrito, oyendo 

incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente. En caso de que proceda. 

ddcnninará la fbrma y cuantía de la restitución." 

Cabe señalar que no es optativo para el quejoso elegir entre la ejecución material de 

la sentencia que lo hubiese amparado y el pago de los daños y perjuicios que establece el 

mlículo 105 de la Ley de la maleria en su último párraf(l, ya que el inlerés público está en 

que se cumplimenten las sentencias ele amparo en sus exaclos términos, y sólo en caso de 

que no se pucela cumplir por existir algún obstáculo legal insuperable, sólo entonces se 

podrá solicitar la ejecución substituta que prevé el artículo citado." 

'\;Ii SCJNop elt (M.I A) püg~ 171 y 172 
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cAPínl LO TlmClmO: 

LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO ~:N EL JlIICIO 01, 

AMPARO INJ)JRECTO. 

1.- Concepto de Acto Reclamado: 

"Es el acto o actos de autoridad con que se considcra que se afecta el intcrés jurídico 

del d(:mandante, así como los derechos constitucionales que se estiman violados, es a lo que 

se llama en la demanda de amparo, el acto reclamado. El artículo 1° de la Ley de Amparo 

dispone que el Juicio de Amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite: 

1.- Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales; 11.- Por leyes o 

actos de la autoridad federal que restrinjan la soberanía de los Estados; 111.- Por leyes o 

actos de las autoridades de éstos que invadan la esrera de la auloridad lCderaL'" 

2.- Concepto de Suspensiún: 

Existe una conformidad absoluta cntre los tratadistas de amparo para definir el 

concepto de suspensión, sin embargo se puede señalar que de acuerdo con la definición del 

Maestro Juan Antonio Diez Quintana, "La suspensión es un incidente, por medio del cual el 

órgano de Control Constitucional resuelve por Sentencia Interlocutoria, que las cosas se 

mantengan en el estado en que se encuentren, ha~ta en tanto sea resuelto el fondo del 

asunto, esto es, que se relUe1va sobre la constitucionalidad o inconstituciollalidad de los 

aelos reclamados. ,,2 

I Sü\n AlviireI. S~k~"!iÓ_\)Jj~_Tt}.!Jll\Il~'> J~rl~I\:Q~, l"-I?Jjt~Cº:l:,)~~0I1~ml\CIY.>JI_ S9_ci!AógLcq:,;. pág 20 
7 DIC¿ QUintana 181 Preguntas y Hespueslas sobre el JUICIO de Amparo pág ~5 
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3.- Objeto de la Suspensión 

Vistos los dos puntos anteriores, en el presente capítulo, debemos entender que la 

suspensión dcl acto reclamado es una providencia cautelar, que tiene como objeto mantener 

viva la materia que se dilucida en el Juicio Constitucional, que impide que el acto se ejecute 

y quede sin materia el juicio, es decir, detiene la realización del acto para que el agraviado 

no sufra las consecuencias que, la ejecución del acto reclamado pudiera ocasionarle, ya sea 

eH forma transitoria o definitiva, mientras se resuelve la cuestión principal dc1juicio. 

Cabe señalar que, la suspensión del acto o actos de autoridad carece de efectos 

restitutorios y no hace naccr derechos ni los constituye: lJnicamente preserva el derecho que 

ya tiene el gobernado. Y únicamente va a durar el tiempo que dure la tramitación del juicio 

dc garantías] 

l,a suspensión opera de dos maneras: evitando el inicio de "jccución del acto 

reclamado o la producción de sus consecuencias: a erccto de mantener las cosas en el estado 

en que se encuentran y poder mantener viva la materia ueJ juicio. De tal sucrte que la 

suspensión procede contra los actos positivos y no así en contra de los actos negativos ni 

consumados. Asimismo, el artículo 138 de la Ley de Amparo se!lala que: "En los casos en 

que la suspensión sea proccdente, se concederá cn f'!CIna tal que no impida la eOlltinuación 

del procedimiento en el asunto que haya motivado el acto reclamado, hasta dictarse 

resolución firme e/1 él: a no ser que la continuación de dicho procedimiento d~je 

itf('parahtemente (!onsumado el daño o perjuiciu que pueda oC3s10narse al qucüoso,,4 

4.- Requisitos de la Suspensión: 

1 cf¡ SCJN Manlld.! del J lllCIO de Amp,u j pág:; 109·1 1 J 

\,¡¡- ArrUa Ba<¡ H JUICIO de Amparo r!Í!,rs 112~ 114 
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Los requisitos de la suspensión, son condiciones necesarIas que se encuentran 

dcbidamente señaladas por la Ley de Amparo. en su artículo 124 fracciones 1, 11 Y 111 que 

dice: 

"Art. 124. Fuera de los casos a que se refiere el artículo anterior, la suspensión se 

decretará cuando concurran los requisitos siguientcs: 

"1. Que la solicite el agraviado. 

"11. Que no se siga perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de 

orden público. 

"Se considerará, entre otros casos, que sí se sigucn esos pe~juicios o se realizan esas 

contravenciones. cuando, de concederse la suspcnsión: se continúc el funcionamiento 

de centros de vicio, de lenocinios, la producción y el comercio de drogas enervantes; se 

permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios 

con relación a artículos de primera necesidad o bien de consumo necesario; se impida la 

"jecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro dc invasión 

de enfermedades exóticas en el país, o la campaña contra el alcoholismo y la venta de 

substancias que cnvenen al individuo o degeneren la raza; o se permita el 

incumplimiento de las ordenes militares; 

"1\1. Que sean de dificil reparación los daños y perjuicios que se causen al agraviado 

con la ejecución del acto. 

"El juez de Distrito, al conccder la suspensión, procurará fijar la situación en que 

habrán de quedar las cosa~, y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia 

del amparo hasta la terminación dc1juicio." 

En un análisis al artículo anterillrmcntc citado, podemos decir que: 
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El requisito señalado en la primera ¡j'acción no reviste mayor problema, pués 

únicamente, la suspensión del acto n:clamado debe ser solicitada por el agraviado. 

El requisito señalado en la ti'acción segunda, se reliere a la lilcultad que tiene el 

juzgador para determinar, ,.egún su libre albedrío, en cada caso particular, cuándo pueden 

ocasionarse perjuicios al interés social y cuándo se contravendrían dísposiciones de orden 

público, al concederse la sU:ipensión del acto reclamado. 

En cuanto a los térmínos "interés social" y "ordcn público", no hay un criterio 

uni forme entre los tratadistas del Juicio de Amparo para definirlos, y ninguna definición, de 

los términos mencionados, ha sid" aceptada de manera unánime; sin embargo, el Maestro 

Rigoberto Alman?a define al "interés social" como aquél que se contrapone al interés 

individual y en ningún momento puede el interés de un particular a/Cetarlo en forma 

alguna, ya que el primero es creado y se deriva del sistema jurídico nacional ClllllO medida 

indispensable para la marcha de la sociedad. Y explica al "orden público" de una 

disposición, como al estado de paz, tranquilidad y armonía que una norma prevé para la 

clllcctividad, que de no observarse surge el caos y el desorden, afectándose al "interés 

social", ya que se le podría privar de un hendicio concedido por las leyes o se le causaría 

11ft tlaño que al no c;tlflccdcrsc la suspensión jamás se resentiría 5 

ror último, el rcquis¡to contenido cn la fracción 111, se reficre a que el juzgador de 

amparo valorará las razones expuestas por el quejoso, consistentes en que si 110 se le 

concede la suspensión del acto puede sufhr daños y perjuicios de imposible reparación. 
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(JARANTÍAS y ('ONTRACiARANTÍAS 

Es menester seflalar que, además de los requisitos que concurren en la suspensión, 

enumerados por el artículo 124 de la Ley de Amparo, existe el de la garantía, misma que 

dehe otorgar el qu",joso, en forma bastante, para reparar el daño lJ indemnizar los perjuicios 

que con la suspensión se le llegaran a causar al tercero perjudicado, si no ohtiene sentencia 

",vorable en el Juicio de Amparo." Dicha garantía debe ser otorgada por el agraviado 

dentro de los cinco días siguientes a aquel en que se le haya notificado el auto mediante el 

cual se le concede la suspensión provisional, de conf(mnidad con el artículo 139 de la ley 

ell comento, si dicha garantía 110 se exhibe dentro del término señalado, deja expedita la 

jurisdicción de la autoridad responsable para la ejecución del acto reclamado'" 

Por otro lado podemos decir que, la suspensión otorgada en favor del quejoso puede 

quedar sin efecto, sí el tercero perjudicado da a su vez, caución bastante para restituir las 

cosas al estado que guardaban antes de la violación constitucional, y pagar los daños y 

pe~juicios al quejoso, si se le concede el amparo solicitado,' Cane señalar que no se 

admitirá contratianza, al tercero perjudicado, cuando de "jccutarse el acto de autoridad 

quede sin materia el juicio de amparo o en el caso de que puedan afectarse los derechos del 

, 'bl d' 9 qlleJoso, que 110 sean estima es en mero. 

Por último, es precIso aclarar que el plazo para hacer dectiva la garantía o 

contragaranlía que se otorgó con motivo de la suspensión, será dentro de los seis meses 

siguientes al día en que se notifique a las partes la sentencia de amparo; y se promoverá 

ante la autoridad que haya conocido de la suspensión mediante un incidente de daños y 

(, Articulo 12S de la Ley de Ampa¡Q 
1 Cfr DieZ Qumtana op Clt pfig "iR 
R Articulo r 26 de la 1,f'Y oc Amparo 
'1 ('fr Die?' QUintana op ell pilg,. ')7 
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PCéjuicios en términos dd Código Federal de Procedimientos Civiles en aplicación 

supletoria a la Ley de Amparo. En caso de no prnmoverse dicho incidente. se procederá a la 

devolución de la garantía o de la contragarantía. 

INCIDENTE DE DAÑOS Y PERJUICIOS 

Este incidente dcberil promovcrse denlro de los seis mcses siguientes al dia en que se 

notifique a las partes la ¡:jecutoria de amparo; ya que de no presentarse el incidente de 

daños y perjuicios en ese término se ordenará la cancelación () devolución de las garantías y 

contragaranlías. IO EslC ineidentc In promucven generalmente el qu¡:joso n el tercero 

perjudicado por considerar que el cjercicio de la acción constitucional y la consecuente 

suspensión del acto de autoridad lesionaron su esfera juridica, dc tal forma que en el 

desarrollo de este incidente deberán acreditar el daño o el perjuicio que sufrieron mediante 

los medios de prueba reconocidos por la ley. ya que los posibles daños o peéjuicios no se 

(llcslImen y. por lo tanto, están sujetos a prueba. 

5.- Tipos de Suspcnsi6n dd Acto Itcclamado: 

Como es sabido en el Juicio de Amparo Indirecto, existe la suspensión de oficio y la 

suspensión a petición de parte agraviada que. a su vez. contcmpla la suspensión provisional 

y la suspensión definitiva (articulo 122 de la Ley de Amparo). 

a) SUS¡lCIISi611 de olicio: 

La suspcnsión de oficio es aquella que procede contra aelos que importen peligro de 

1" dI SON op (;11. pág J 20 
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privación de la vida, deportación o destierro o alguno de los C<lSOS prohibidos pllf el artículo 

22 Constitucional. sin substanciar incidente por separado, ya sca que se solicite o no, el juez 

de Distrito, la decreta en el mismo acuerdo admisorio de la demanda y se ordena que las 

cosas se mantengan en el estado que guardan, e inmediatamente se toman las medidas 

pertinentes para evilar la consumación dd acto leclamad(),' ¡ 

La suspensión de oficio se encuentra contemplada en el artículo 123 de la Ley de 

Amparo, y será procedente cuando concurran los siguientes actos de autoridad: 

"1. Cuando se trate d~ actos que importen peligro de privación de la vida, deportación 

o destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal. 

"11. Cuando se trate de algún otro acto que, si llegare a consumarse, haría fisicamente 

imposihle restituir al qu"joso en el goce de la garantía individual reclamada. 

"La suspensión a que se refiere este artículo se decretará de plano en el mismo auto 

en que el juez admita la demanda, comunicándose sin demora a la autoridad responsable, 

para su inmediato cumplimiento, haciendo LISO de la via tclcgrálica, en los términos del 

púrralo tercero del artículo 23 de esta ley (Ley de Amparo); 

"Los efectos de la suspensión de oficio únicamente consistirán en ordenar que cesen 

los actos que directamente pongan en peligro la vida. permitan la deportación o el destierro 

del qut(joso o la ejecución de alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 

constitucional; y tratándose de los previstos en la fracción 11 de este artículo, serán los de 

ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden, tomando el juez las medidas 

pertinentes para evitar la consumación de los actos reclamados." 

Si al qu"joso se le concedió la suspensión de oficio no necesita cumplir con ningún 

11 efr Die..: Qumlana op t.:lt págs 55·0:;6 
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requisito para gozar de la misma. de tal modo está exento de otorgar las garantías que se 

exigen cnla suspensión a petición de parte. 

b) Suspensión a petición de parte agraviada: 

Dicha suspensión s(, encuentra señalada en el articulo 124 de la Ley de Amparo. 

mismo que ya fue analizado en el punto 4 del presente capítulo bajo el rubro "requisitos de 

la suspensión". ahora bien. cabe puntualizar que la suspensión a petición a petición de parte 

agraviada es un incidente que se tramita por duplicado y en cuerda separada. que 

comprende a la suspensión provisional y la suspensión definitiva. mismas que se explicarán 

más adelante. 

1.- Suspcnsiún Provisional: 

Según el Maestro Juan Antonio Diez Quintana. la suspensión provisional "es la 

medida cautelar dictada por el Juez de Distrito. por la que ordena que las cosas se 

mantengan en el estado que guarden hasta en tanto se resuelva. si esta medida cautelar se 

"torga o no en fonna definitiva ,,12 

Como ya se expresó con anterioridad. el incidente de suspensión se substancia por 

duplicado. en virtud de que cuando se interpone el recurso de revisión en contra de la 

suspensión definitiva. c1juez dc Distrito I emite el expediente original a la autoridad judicial 

que deba conocer de la rcvi~iibn y d~ja el duplicado en el ju/gaun de Distrito, U 

La suspensión en Amparo Indirecto se solicita ante el juez de Distrito. quien deberá 

1) ¡,km )lág SE. 
11 cl'r Ardbmo (¡areía ,-,1 Imcro de Amparo púg fl')(, 
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lomar las medidas necesarias para que las cosas s¡,;; mantengan en el estaúo en que se 

encuentran; al admitir la demanda de garantías el juez de Distrito manifestará si concede o 

no la suspensión provisional, y en caso de que la acepte, fijará el monto de la garantía y 

señalará día y hora para que tenga vcrifícativo la audiencia incidental. Cabe mencionar que 

es procedente el recurso de qu"ja contra el auto en el cual se concedc o niega la suspensión 

provisional (artículo 95 n'acción XI de la Ley de Amparo), y también contra las autoridades 

responsables por exceso o defecto en la ejecución del auto en el que se haya concedido al 

quejoso la suspensión provisional del acto reclamado(artículo 95 n'acción 11 de la Ley de 

Amparo). 

La Ley de Amparo prevé varios supuestos respecto de la suspensión solicitada, los 

cuales son: 

l&sl1~p~l'lsi9tLe,n ,materiajiscal. En el supuesto de que se demande UII amparo en 

contra del cobro de impuestos, muItas u otros pagos fiscales, el artículo 135 de la Ley de 

Amparo, dispone que la suspensión podrá concederse discrecionalmente por el juez de 

Distrito, pero para que surta efectos dicha suspensión es necesario que exista un depósito 

previo de la cantidad que se cobra ante la Tesorería de la Federación o la entidad federativa 

o municipio que corresponda. 

Tal depósito 110 se exigirá cuando se trate del cobro de sUlllas que excedan de la 

posibilidad del qu~joso, según la prudente apreciación deljuez. de Distrito, o cuando se trate 

de persona distinta del causante obligado directamente al pago, pero entonces se asegurará 

el interés fiscal por cualquiera de los medios de garantía permitidos por las leyes fiscales 

aplicables,I4 

H ídem 
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I"asuspensión respecto a la libertad personal. Este tipo de suspensión está prevista 

por los artículos 136 y 137 de la Ley de Amparo, los cuales disponen: 

"MI. 136. S i el acto reclamado afecta la libertad personal, la suspensión sólo 

producir á el eICcto (k que el quejoso quede a disposición del juez de Distrito, únicamente 

en cuanto a ella se rclkra, quedando a disposición de la autoridad que deba juzgarlo, 

cuando el acto emane de un procedimiento del orden penal por lo que hace a la 

continuación de éste. 

"Cuando el acto recl¡¡rnado consista en la detención del quejoso efectuada por 

alltmidades administrativas distintas dd Ministerio Público como responsable de algún 

delito, la suspensión se concederá, si procediere, sin perjuicio de que sin dilación sea puesto 

a dispOSición del Ministel'lo Público, para que éste determine su libertad o su retención 

dentro del piafO y en los términos que el párraf() séptrmo del artículll 16 constitucional lo 

permite. o su consignación. 

"De consistir el acto rcclamado en detención del quejoso di:ctuada por el Ministerio 

Públieo_ la suspensión se concederá y desde luego se pondrá en inmediata libertad, si del 

inl()rme previo que rinda la autoridad responsable no se acreditan con las constancias de la 

averiguación previa la Oagraneia o la urgencia, o bien si dicho informe no se rinde dentro 

del término dc veinticuatro horas. De existir tlagrancia o urgencia se prevendrá al 

Ministcrio Público para que el quejoso, sea puesto en libertad o se le consigne dentro del 

término de cuarenta y ocho horas o de noventa y seis horas, según sea el caso, a partir de su 

detención. 

"S i se concediere la suspensión en los casos de ordenes de aprehensión, detención o 

retención, el juez de Distrito dictará las medidas que estime necesarias para el 

aseguramiento del qu~jOS(l, a efecto de que pueda ser devuelto a la autoridad responsable 

en caso de no coneedérsele el amparo. 
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"Cuando la orden de aprehensión, detención o retención, se refiere a delito que 

conforme a la ley no permita la libertad provisional bajo caución, la suspensión sólo 

producirá el efecto de que el qu«joso quede a disposición del Juez de Distrito en el lugar en 

que éste señale, únicamente en lo que se refiere a su libertad personal, quedando a 

disposición de la autoridad a la que corresponda conocer del procedimiento penal para los 

efectos de su continuación, 

"Cuando el acto reclamado consista en la dctención del qu«joso por orden de 

autoridades administrativa!', distintas del Ministerio Público, podrá ser puesto en libertad 

provisional, mediante las medidas de aseguramiento y para los efectos que expresa el 

p{¡rraf() anterior. 

"En los C'LSOS en que la afectación de la libertad personal del quejoso provenga de 

mandamiento de autoridad judicial del orden penal o det Ministerio Público, o de aulo de 

prisión preventiva, el juez dictará las medidas adecuadas para garantizar la seguridad del 

quejoso y éste podrá ser puesto en libertad b,~jo caución conforme a la n'acción 1 del 

artículo 20 constitucional y a las leyes federales o locales apl icables al caso, siempre y 

cuando el juez o tribunal que conozca de la causa respectiva no se haya pronunciado en ésta 

sobre la libertad provisional de esa persona, por no habérscle solicitado, 

"La libertad ln!jo caución podrá ser revocada cuando incumpla en forma grave con 

cualquiera de las obligaciones que en términos de ley se deriven a su c3rgo en razón del 

juicio de amparo o del procedimiento penal respectivo 

"Las partes podrán objetar en cualquier tiempo el contenido del informe previo. En 

los casos previstos en el actículo 204 de esta ley, se considerará hecho superveniente la 

uemostración de la falsedad u omisión de uato; en el contenido del informe y el juez podrá 

llIodificar o revocar la intcrlocutoria en que se hubiese concedido o negado la suspensión; 

además dará vista al Minis!c:rio Público Federal para los efectos del precepto legal citado," 
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"Art. 137. Cuando haya temor fundado de que la autoridad responsable trale de 

bullar las órdenes de libertad del quejoso o de ocultarlo trasladándolo a otro lugar, el juez 

de Distrito podrá hacerlo comparecer a su presencia para hacer cumplir dichas órdenes." 

11.- SusJlcnsi(¡u Ilcfinitiva: 

"Es la medida cautelar decretada por el úrgano de Control Constitucional, por la que 

se resuelve que las cosas se· mantengan en el estado que guarden hasta en tanto se dicta el 

rallo constitucional.,,15 

La suspensión definil iva se dicta en la audiencia incidental y es la continuaGÍón de la 

suspensión provisional; sí se llegara a conceder la suspensión definitiva, se fijará una nueva 

garantía que deberá ser cubierta por el qUejoso para que pueda disfrutar de esta suspensión, 

la cual se termina con la scntencia dcfinitiva de amparo. Es necesario destacar el hecho de 

que la suspensión definitiva podrá ser modi ficada sí St, genera un hecho superveniente, tal y 

como lo establece el artículo 140 de la Ley de Amparo. Adcmás, si se llegase a interponer el 

recurso de revisión contra la resolución que niegue la suspensión definitiva. y ésta fuere 

modificada por el Tribunal Colegiado de Circuito, entonces el efecto de la revocación será 

el de volver la~ cosas al estado que tenían en la fecha del auto revocado. 10 Pero eu caso de 

que si se hubiere concedido la suspensión definitiva y se llegare a interponer el recurso de 

revisión en contra de dicha resolución, la suspensión seguiria surtiendo sus electos mientras 

se tramite el recurso citado. 

6.- "1 Informe I"'cvio; 

1~ Die.,..; Quintillla. op. el¡ pág 56 
,r, cfr Bnscño Sierra op elt pág "'')7 
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1" in/<mne previo es aquél que uebc renuir la auloridad responsable por duplicado y 

dentro del lérmino de veinticuatro horas, en relación con la suspensión de los aclos 

reclamados, en caso de que haya sido solicitada por el quejoso y debe contener los 

razonamientos lógico-jurídicos, por los cuales la mencionada autoridad responsable 

afirmará o negará la existencia de los actos reclamados que le atribuye el quejoso, pudiendo 

agregar las razones que considere pertinentes sobre la procedencia o improcedencia de la 

suspensión.'7 Cabe seftalar que el cómputo del tiempo para rendir el in()rme previo, se 

cuenta de momento a momento, incluyendo los días inhábiles. 

La falta del informe previo establece la presunción de que los actos reclamados son 

ciertos, pero sólo para los efectos de la suspensión (artículo 132 de la Ley de Amparo), 

además de la multa a que se hace acreedora la autoridad responsable por la omisión. 

En casos urgentes, el juez de Distrito podrá ordenar que la autoridad responsable que 

rinda su informe previo por la vía telegráfíca, siempre y cuando el qUejoso asegure los 

gastos que se originen con tal motivo. 

7,- La Audiencia Incidental: 

Promovida la suspensión, el Juez de Distrito pedirá el informe previo a la autoridad 

responsable, quien deberá rendirlo dentro del término de veinticuatro horas. Transcurrido 

dicho término eon informe o sin él, se celebrará la audiencia incidental dentro de setenta y 

dos horas contadas a partir de la admisión de la demanda de garantías. y en dicha audiencia 

se recibirán únicamente las pruebas documental e inspección ocular que ofrezcan las partes, 

y oyendo los alegatos del quejoso, del tercero perjudicado, si lo hubiera., y del Ministerio 
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Público; el Juez de DistriLJ resolverá concediendo o negando la suspensión definitiva; 

resolución contra la cual procederá el recurso de revisión previsto por el artículo 83. 

fracción 11. inciso A. de la Ley de Amparo, 

En la suspensión las pruebas se limitan a la prueba documental e inspección judicial 

y solamente si se trata dc actos que importen peligro de privación de la vida. ataques a la 

libertad personal fuera del procedimiento judicial. depoliación o destierro o alguno de los 

actos prohibidos por el artículo 22 Constitucional; procede la prueba testimonial. 

Las pruebas que se otrczcan en el incidente de suspensión son total y absolutamente 

independientes de la~ que se ofrezcan en el juicio de garantías, Las pruebas documentales 

pueden ofrecerse desde el escrito inicial de demanda. especificando que va dirigida al 

incidente de suspensión, y si fue ofrecida en el principal se puede solicitar su cotejo o puede 

exhibirse hasta el momento en que se celebre la audiencia, al igual que la inspección 

judicial. misma que así como la testimonial no deberán anunciarse cinco días antes de la 

audiencia incidental. tal y como lo indica el artículo 131, último párrafo. de la Ley de 

Amparo, 

Finalmente en la audiencia incidental, las partes pueden alegar lo que a su derecho 

convenga. sin que en la realidad se haga, ya que como lo indica el maestro Briseño Sierra. 

las partes se limitan a insistir en la procedencia de los medios o en su ineficacia, sin 

necesidad de un debate o razonamiento contradidorio,lR 

8.- La Sentencia Intedocutoria SuspclIsional: 

18 cJ'r Brisesl0 Sierra op. cH. pág 569 
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La Sentencia Intcrloculoria Suspensional es la resolución que dicta el juez de Distrito 

sobre la suspensión definitiva, esta resolución se debe emitir en la misma audiencia, 

concediendo o negando la suspensión. 

En caso de que se conceda la suspensión definitiva, ésta surtirá sus efectos desde 

luego aunque se interponga en su contra el recurso dc revisión, pero dejará de surtirlos si el 

qu",joso no llena, dentro de los cinco días siguientes al de la notificación, los requisitos que 

se le hayan exigido para suspender el acto rcclamado. 

En el supuesto de que se le niegue la suspcnsión definitiva al agraviado, entonces 

qucdará expedita la jurisdicción dc la autoridad responsable para la ejecución del acto 

. reclamado, aun cuando se interponga el recurso de revisión; pero si el superior revoca la 

resolución y concede la suspensión, los efectos de la suspensión se retrotraerán a la fecha en 

que fue notificada la suspensión provisional, o lo resuelto respecto a la definitiva, siempre 

que la naturalC'.la del acto a~í lo permita. 'o 

Para el caso de que apareciera probado en autos que ya se resolvió sobre la 

suspensión definitiva en otro juicio de amparo promovido por el mismo qm:joso o por otra 

persona, en su nombre o representación, ante otro juez de Distrito, contra el mismo acto 

reclamado y contra las misma~ autoridades, se deberá declarar sin materia el incidente de 

suspensión, tal y eomo lo establece el artículo 134 de la Ley de Amparo. 2I1 

19 crr Anlla Bas op. c¡l pág. (23 
.JO cfr Arcllano García op Clt pilg R97 
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cAPínlLO ('(IARTO: 

SUJETOS QUE INTERVn:N~:N ~:N EL REMATE .JUDlCIAL: 

Todo proceso, ya sea civil, penal o de cualquier otra índole jurídica. tiene como 

presupuesto la existencia de tres sujetos fundamentales, dos que contienden y un tercero 

que decide la controversia. En principio, partes son los sujetos de que contienden y que 

reclaman una resolución jurisdiccional respecto a la pretensión que se debate en el 

proceso.! 

Desde el punto de vista procesal, la esencia de las partes es quc, alguno de éstos, sea 

un sujeto que rcclame o insle, para sí () para otro, () que eslé en posibilidad dc reclamar una 

decisión jurisdiccional respecto de la pretensión que en el proccso se debate. No es 

suficiente para ser parle, procesal mente hablando, la sola personalidad jurídica. sino que 

debcrá tener acción, considerando a esta última como una prolongación del derecho de 

fondo a ejercitarse ante los tribunales. 

Desde el punto de vista etimológico el vocablo parte proviene del sustantivo latino 

par/s, parlis, qne eqnivale a porción o ti'aceión en español. Además es posible definir al 

témlino parte, como la porción componente de un todo con el que guarda relación. Sin 

embargo, desde el punto de vista jurídico, el término de parte se aplica a los sujetos que son 

susceptibles de adquirir derechos y obligaciones y que se encuentran vinculados por una 

relación jurídica. 2 

La doctrina clasifica a las partes, en parte tormal y parte material, las cuales 

I cfr GómCl: Lara. Teoría General del Proceso Clip 38. 
2¡dcm prig 152 



ocasionalmente, pueden coincidir. Las partes formales son aqucllos sujetos que intcrvienen 

en el proceso, sin que sufran una alcctación concreta y de forma particular en su esfera 

jurídica por la resolución jurisdiccional que vendrá a afectar la esfera jurídica de otras 

personas (partes materiales l. En cambio, las partes materiales son las personas fisicas que 

(:(H1currcn al juicio.3 

Las partes requieren de algunos elementos para que jurídicamentc tenga validez su 

actuación procesal, estos elementos, debidamente reconocidos por la Teoría General del 

Proceso son los siguientes. 

En primer lugar, las partes requieren de un INTERI,S .JURíDICO, que se define 

como la pretensión válida de la aplicación de una norma sustantiva en un caso concreto, 

precisamente a favor del promovente y a través de los órganos judiciales4 Sin embargo, el 

interés jurídico puede referirse tanto a la causa como al proceso, ya que se puede explicar 

en razón de la utilidad o beneficio que desde el punto de vista pecuniario habría de producir 

la acción que se intenta, aunque existen varias acciones que carecen de esa finalidad; 

aSImIsmo existe una corriente que tiende a sustituir el concepto de interés, por el de 

necesidad, para la procedencia de la acción: necesidad de evitarse un daño o un perjuicio o 

para preservar algún derecho. 5 

En segundo lugar se requiere de CAP ACIDAD, la enal es la aptitud o la facultad 

jurídica en que se halla una persona para celebrar contratos, adquirir o contener 

obligaciones o hacer valer ante las autoridades sus derechos y en general, para realizar aetos 

jurídieos6 La capacidad a su vez se divide en capacidad de goce y capacidad de ejercicio. 

1 ídem 
1 cfr BnscñoSrcrra DcrcchoProccsal pág 109 
5 cfr Pércl. Palma Guía de Derecho I'rocc:;nl Clvd pág& 12 Y 13 
úídcm plÍg 11 
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La Capacidad de Goce, es la aptitud de los sujetos para poder disfrutar de los 

derechos que le confiere la ley, por lo que comúnmente se le relaciona con la personalidad 

jurídica, entendiendo a ésta como la idoneidad para ser sujeto de derechos y obligaciones y 

que implica la concurrencia de los atributos de la persona, verbigracia, el nombre, el 

domicilio, el estado civil, elcélcra 7 

J"a Capacidad de JO¡erelc/(), es la aptitud para ejercer o hacer valer por sí mismo, los 

derechos u obligaciones de los que sea titular. La capacidad de "jercicio supone la de goce, 

mas no a la inversa. ~ 

La incapacIdad, debe entenderse como la ineptitud de aquél sujeto que carezca de la 

capacidad de goce o de ejercicio, asimismo el artículo 450 del Código Civil para el Distrito 

Federal señala que tienen incapacidad legal y natural los menores de edad, los mayores de 

edad disminuidos o perturbados en su inteligencia, aunque tengan intervalos lúcidos; y 

aquellos que padezcan alguna afección originada por enfermedad o deficiencia persistente 

de carácter fisico, psicológico o scnsorial o por la adicción a sustancias tóxicas como el 

alcohol, los psicotrópicos o los estupefacientes, siempre que debido a la limitación, o la 

alteración en la inteligcncia que ésto les provoque no puedan gobernarse y obligarse por sí 

mismos, o manifestar su propia voluntad por algún mcdio. Cabe señalar quc éstas causas no 

operarán si no se declara el estado de incapacidad mediante el juicio respectivo,9 

En tercer lugar, lenemos a la LEGITIMACIÓN JlJRíDICA 10 que debe entenderse 

como una situación del sujeto de derecho, en relación con determinado supuesto normativo 

7 ídem 
8ídem 
q efe Pérc.l Palma op. Clt pág 'H 
lO dr Gómcz Lara op cit cap 38 
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que lo autoriza a adoptar determinada conducta. I.a IC¡!Ítimación se divide en legitimación 

pasiva. activa. ad causam y ad processum. 

La.J,elill.Í1llil"i(ltLJ\.;tiva. es la j'lcultad quc posee un sujeto para iniciar un proceso; 

esta definición está estrechamente vinculada a la pretensión. ya que ésta se encuentra 

justificada únicamente si está legitimada. 

LaJ .. egitimació.n.Pasiva. se reflere a la situación de aquel sujeto de derecho en contra 

del cual se ejercita la pretensión. 

IcJIJslsi1iI11ill'iQ/Ld.if ('qtls.afl1. es la que tiene toda parte material, y así como en la 

capacidad de goce, puede recaer este tipo de capacidad en un nifio o en un enajenado 

mental. 

La. ~ªl!aci.cla.d_d.(Ll'r()f'"S"lll'1, es aquella en virtud de la cual un sujeto puede 

intervenir en un determinado proceso. I I 

Finalmente, tenemos a la PERSONALIDAD, que es el derecho o facultad de alguna 

persona, para intervenir en determinado juicio, ya sea que comparezca por su propIO 

derecho, como mandatario de alguna de las partes () su legitimo representante. 12 

Así tenemos que en el remate judicial intervienen los siguientes sujetos: La autoridad 

judicial, el actor o actores, el demandado o demandados y algunos (creeros, La 

participación de las personas que intervienen en este procedimiento se precisa en el capitulo 

siguiente 

JI ídem 
l! ídem JliÍg 26) 
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1.- La Autoridad Judicial: 

La Autoridad Judicial es aquella que ('lIma parte del Poder Judicial Federal o de las 

entidades federativas y tiene la facultad de resolver una controversia, ya que los órganos del 

Poder Judicial son los encargados dc dirimir los conOieto, o controversias procesales." 

A la Autoridad Judicial, a través del juez del conocimiento, le corresponde dirigir e 

impulsar el proceso a efecto de que pase por sus distintas etapas con la mayor celeridad y 

sin estancamientos, controlar la conducta de las partes, procurar la real igualdad de las 

partes en el proceso; rechazar las peticiones notoriamente improcedentes o que impliquen 

dilaciones manifiestas; expulsar de las audiencias a quienes perturben su curso; decretar 

oficiosamente toda clase de pruebas que estime convenientes para el esclarecimiento de los 

hechos que interesen al proceso, apreciar esas pruebas y las ofrecidas por las partes, de 

acuerdo con su librc criterio, dictar los autos, interlocutorias y las sentencias definitivas, y 

vigilar el cumplimiento de éstas. 14 

Una vez estando en el procedimiento del rematc judicial, la obligación de la 

autoridad judicial será la de dirigir el proceso apegado a las disposiciones jurídicas 

aplicables, ya sean éstas del Código Civil para el Distrito Federal, de aplicación en toda la 

República en materia Federal, del Código Civil de alguna cntidad federativa, del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado corrcspondiente o del Código Federal de Procedimientos 

Civiles o, en su caso, del Código de Comercio. 

El juez ° el titular del órgano jurisdiccional y las partes son los sujetos procesales 

11 cfr Instituto de InvestlgaclOlles JurídICas DICClonlUlO Jurídloo MCxlGIIlO pág 336 
H cfr Dcnis Echandia Teoría General del Proceso pág 340 
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principales; sin embargo, todos los demás terceros que de alguna forma intervienen en el 

desenvolvimiento del proceso, también son sujetos procesales 

2.- 1" Actor o Actores: 

La palabra actor se utiliza comúnmente para designar al demandante y es aquella 

persona que promueve una demanda ante los órganos de jurisdicción. Es decir, actor es la 

persona que actúa en el proceso, sea en su propio interés o sea en el ajeno (representación o 

mandato). 15 

La actuación del actor o actores (en caso de un Iitisconsoreio activo) es muy diversa 

y se explica con claridad en el siguiente capitulo. 

3.- El Demandado o Demandados: 

La demanda es el acto procesal ordinariamente inicial del proceso en cI que se 

plantea al juez una cuestión (o varias no incompatibles entre si) para que la resuelva, 

previos los trámites legaks establecidos, dictando la sentencia que proceda, según lo 

alegado y probado 16 Visto lo anterior, dcbe entenderse que demandado es aquella persona 

a la que se le reclama el cumplimiento de una obligación ante la autoridad competente por 

otra persona denominada actor o demandante. 

La actividad del demandado en el procedimiento de remate judicial es prácticamente 

nula, ya que en primer lugar debe vigilar que el procedimiento de remate se lleve a cabo 

conforme a la letra de la ley; y en segundo lugar, antes de finearsc el remate o declararse la 

1~ di lJlStlluto de lnvcsllgllCJOIICS Jurídlcll> op el! pág 'i) 

¡"ídem PÍlgs 221-272 
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adiudicaeiún. el dcudor, puede liberar sus bienes ragando la sucrie principal y las costas 

pn)ccsalcs. 17 

4.- Los Terceros: 

Existen dos dascs dc terceros en el proceso: Los tcrecros ajenos a la relación 

sustancial que sc caractcri7an porque no tienen un interés jurídico en el juicio corno lo son 

por ejemplo, los testigos. los peritos, los depositarios o c1mislllo abogado~ en cambio, existe 

otro tipo de terceros que no son ~jcnos a la relación jurídica, y que se vcn afectados por la 

relación sustancial. wmo son: El tcrccro llamado en garantía, el tercero llamado en evicción 

y el tercero al que se denuncia el pleito. '" 

Además de los terceros existen los terceristas, los cuales son sujetos que van a 

insertarse en la relación procesal preexistente. Cabe señalar que existen tres tipos de 

tercerías Las tercerías excluyentes de dominio, las tercerias excluyentes de preferencia y 

l ' 1 19 as tercenas CO(l( yllvHn tes. 

Según el maestro Cipriano Gómcz Lara, "Las dos clases de terceros que pueden 

intervenir en el remate. o" son los postores .. y los acreedores. Estos acreedores son los 

titulares de gravámenes que hubieren aparecido de un certificado de gravámenes que deba 

expedir el Registro Público de la Propiedad a petición del tribunal. Tienen derecho a 

intervcllir en el avalúo y ell la subasta de los bienes ... ; pueden hacer observaciones en el 

acto del remate, recurrir el auto de aprobación del mismo y nombrar, a su costa, un perito 

11 cfr De PUla, Ralud ImllluclOllCS de DClccho P¡occsal OVil págs 492-41)5 
I~ di- Gómo: Lllra op el! cnp 4? 
1'1 idclIl 



valuador para que practique el avalúo conjuntamente con los peritos del ¡ojecutante y del 

ljecutad().20 

La palabra acreedor proviene del latín credilor. de credere. que significa dar fe, que 

tiene acción o derecho a pedir el pago de una deuda: por lo tanto, el acreedor es la persona 

ante quien y en cuyo intcrés otra llamada deudor debe tener un cierto comportamiento 

económicamente apreciable. es el titular de la prestación a cargo de otra llamada deudor. 

Cabe advertir que c1legislador sólo adopta el vocablo "acreedor", únicamente cuando 

el objeto de la prestación estú constituido por Llna suma de dinero: asi tenemos que la norma 

jurídica que sanciona esta obligación importa un mandato para que el deudor cumpla 

voluntariamcnte la prestación y autoriza al acreedor para exigir su cumplimiento. En el 

supuesto de quc el deudor no quiera cumplir voluntariamente, la norma le da al acreedor 

Illt:díos para obtener forzadamente la satisfacción a sus derechos. 

Para la doctrina existen diversas clases de acrecdores21 y que a continuuciún se citan: 

l. Acreedor Quirografario. Se trata de un acreedor sin derecho a prelación, carente de 

privilegio, prenda o hipoteca: cuyo pago se hace en proporción de su derecho. al monto 

de su crédito y una vez que se ha pagado a los acreedores con privilegio o prenda o 

hipoteca. Y según la doctrina clásica, esta acreedor es un causahabiente del deudor a 

titulo universal. 

2. Acreedor a Plazo, Condicional o Evcntual. Es aquel cuyos derechos son aún eventuales o 

se hayan en suspenso por un plazo o una condición. 

J. Acreedor Aparente. Se trata del titular aparente del crédito, de quien para todo el mundo 

es el acreedor. aún cuando en verdad no lo sea. 

l)'Gollle/. Lwa DcJccho /'rocc~al eJIJ! p<Íg 259 
'1 nr lns\Jlulo de lnvestigaclOnes JllridlCas 01' el! P¡l!.',S ';;,_'17 



4. Acreedor Privilegiado. Es aquel que por ley tiene el priVilegio de ser pagado con 

antelación a ciertos acreedores. 

S. Acreedor Hipotecario. Fs aquel que tiene derecho, en caso de incumplimiento de la 

obligación garantizada, a ser pagado con el valor del bien inmueble hipotecado. 

6. Acreedor Prendario. Es el titular del derecho real constituido sobre un bien mueble 

cnajenable para garantinr el cumplimiento de una obligación y su preferencia en el 

pago. 

7. Acreedor Alimentario. -,;s aquel que tiene el derecho irrenunciable, inembargable, 

imprescriptible y no sujeto a transacción de lecibir alimentos, es decir. comida, vestido, 

habitación, asistencia en casos de enfermedad y tratándose de un menor de edad, gastos 

para su educación. 

R. Acreedor Personal. Es aquel que sólo tiene acción personal contra su deudor, su crédito 

puede constar en un documento público, privado o bien dc palabra. 

9. Acreedor Real. Es aquel que tiene a su favor una acción real sobre los bienes dc su 

deudor, dicho derecho puede ser de dOlllilllo(propicdad), de posesión, hipotccm'io. o 

pignoraticio, según sea la acción reivindicatoria. dc prescripción, hipoteca o prenda 

rcspectivamclltc. 

IO.Acreedor del Fallido. Es aq 1 uel que es titular de créditos respecto del deudor que se 

cncuentra en situación de quiebra. 

I I .Acreedor Solidario. Es aquel que es titular de un crédito constituido en su ravor y al de 

otro u otros acreedores, de tal manera que cada uno de cllos tiene derecho de exigir el 

pago total de la deuda y el deudor tiene la obligación de pagar a cualquiera de los 

mismos. 

12./\crccdor de la Sucesión Es aquel cuvo crédito se origina por obligaciones del causante 

o por la apertura ,k su sucesión. 

13 .Acreedor testammlario. Es aquel que tiene el derecho a reclamar dd heredero la entrega 

de la donación morfis causa o dcllegado. 
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1'1.!\crcedor Ilcn::ditario. Se trata de lIlIO de los acreedores de la sucesión. es aquel que no 

I·ecibió del causante, en vida, el pago de sus créditos y tiene el derecho de reclamarlo 

sobre los bienes de la hClencia rcspectiva. 

Cabe scfialar que pu~dcn existir diversas clases de acreedores y, por lo tanto, cierto 

orden o prelación en el pago de sus créditos, que comúnmente es el siguiente: 1° Los 

acreedores privilegiados(alimentarios, obleros, trabajadores. créditos físcalcs, etc.): 2" Los 

acreedores hipotecarios: 3° Los acreedores con privilegio especial, los que según las leyes 

tengan un privilegio especial o un derecho de retención, Ir' Los acreedores comunes por 

operaciones mercantiles, y S° I,os acreedores comunes por derecho civil. 
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CAPÍTULO QlJINTO: 

TRÁMITES DEL REMATE JUDICIAL I>E BIENES RAÍCES EMBARGADOS: 

1.- Emba.'go de Bienes Inmuebles: 

El embargo es la ocupación de bienes hecha por mandato judicial. Esta ocupación 

puede ser con el carácter ele simple medida precautoria. o bien como un trámite obligado 

para hacer efectiva la obligación del deudor afirmada en la resolución judicial que 10 

condena. I 

El embargo no es un derecho real. sino que debe considerarse como una institución 

de derecho procesal. de naturaleza sui géneris. cuyas característica~ son comparables con 

las del depósito. tal y como se desprende de los artículo 2516 Y 2539 del Código Civil para 

el Distrito Federal; la facultad de perseguir la cosa embargada no es consecuencia del 

derecho real sobre ella creado. sino que es el resultado de los derechos de posesión que el 

depositario puede y debe hacer valer en el desempeño de su cargo. aún en contra del mismo 

dueño de la cosa. si éste la sustn\jera o la ocultare y resultando. asimismo. del imperio de la 

ley. bajo cuya disposición se halla. 

El embargo se practica mediante una diligencia esencial que antecede al remate. y su 

trámite es el siguiente: 

l. El juez deherá dictar un auto de ejecución. con rucrza de mandamiento en forma2
• en el 

cual se ordenará al actuario requerir de pago al demandado. y en caso de no efectuar 

r dr. Dc rUla, Rarael InstltuclOlles de Derecho Procesal CIVil págs 487-192 
) cfr Articulos '534 del Código dc ProccdrmlCntos CIVllc<J para el Drstrlto licdcral y 1 192 del Có(hgo de ('omerclo 
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dicho pago, se le eml:argarán al deudor. bienes de su propiedad, sullcientcs para 

garantizar la SUCI le prlllcipal y dcmús aCCC~l)r it)s Ic~alcs. priIH.:lpalnll.::ntc. 

2. En la diligencia de cmb'trgo. d actuano n,xlllcnní ue pago al dcudoL y en caso de que no 

efectúe el pago. entonces se ptoccdcrú al embargo úe hi~IlCs. 

3. El derecho de designar los biencs que deberán embargarse corresponde al deudor, y si 

éste 110 estuviere presente o se rehusara, entonces tal derecho pasará al m:lor: tanto el 

deudor como el actor deberán seguir el orden que establece el artÍCulo 536 del Código de 

I'roeedimicntos Civiles para el Distrito Fcdelal (artículo 436 del Código Federal de 

i'roecdimkntos Civiles, en malcril\ Federal). 

,1 léI embargo deber:' ser suficiente para garanti/.lu el pago de la suerte principal. los 

intereses devengados y aquellos quc se generen llasta la total liquidación del adeudo. los 

gastos y costas que se originen a raí/, dd juicio y demás prestaciones rcdamadas. 

5. En el caso de que se trate del embargo tic hICr!('s II1nJw.:h/cs. el juez de origen deberá 

girar oficio al Registro Público de la PlopiedaJ. ell el cual se solicitaJú la inscripción 

preventiva del cmbnrgo precautorio, a este oficio se debelá acompañar copia certificada 

por duplicado de la dili¡\enda de el1lilar?o (artículo 5,16 del Códi¡w de Procedimientos 

Civiles para el J)istrito Federal). Además el artículo ,147 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles señala que: Una ve/. trahado el embargo, no ruede el ejecutado 

alterar, en COlilla alguna. el bien clllbalgado, ni contratar el LISO del mismo, si no es con 

aut()rinlc\ón judicial q\;C ~c otorgará oyendo al ejecutallte: y, registrado que sea el 

embargo, toda tran~mjsión de dcredlOs respecto de los bienes sobn:: que se haya trabado, 

110 altera. de manera alguna, la situación Jurídica de los mismos, en relación con el 

derecho del embargante de obtener el pago de su Clcditu con el producto dd remate de 

esos bienes, derecho que surtirá electos en contra de tercero con la misma amplitud y en 

los mismos términos q"'~ surtiría en contra del embargado, si no se hubiese operado la 

transmisión. 

6. Los bienes que se encuentran exceptuados de embargo, según el artículo 434 del Código 
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Federal de Proc('dimictLos Civdcs, son: I - I ,os bienes que constituyan d patrimonio de 

la familia dcsde su j¡ls"ripción en el Registro Público de la Propiedad: 11.- El lecho 

cotidiano, los vestidos y los muebles de uso ordinano del deudor. de su cónyuge o dc sus 

hijos, no siendo dc lujo: 111.- Los instrumentos, aparatos y útiles necesarios para el arte u 

oficio a que el deudor esté dcdicado: IV.- La maquinaria. instrumentos y animales 

propios para el cultivo agricola, en cuanto fueren necesarios para el servicio de la finca a 

que estén dcstinados, a efecto de lo cual oirá, el tribunal, el inf(mne de un perito 

nombrado por él, a no ser que se cmbarguen conjuntamente con la finca; V.- Los libros, 

aparatos, instrumentos y útiles de las personas que ejerzan o se dediquen al estudio de 

profesiones liberales, VI.- I.as armas y caballos que los militares en servicio activo usen, 

indispensablcs para éstc. conforme a las leyes relativas; VII.- Los efectos, maquinaria e 

instrumentos propios para el f(lInento y giro de las ncgociacioncs mercantik\s e 

industriales, en cuanto fueren ncccsaI jos para su servicio y movimiento, a efecto de 10 

cual oirá el tribunal el dictamen de un perito nombrado por él. pero podrán ser 

intervenidos juntamente con la ncgociaei6n a 'lile estén destinados~ VIII.- l.as mieses, 

antes de ser cosechadas: pero sí los derechos sobre las siembras; IX.- El derecho de 

usufructo; pero sí los ¡¡"utos de éste: x.- I.os derechos de uso y habitación; XI.- Los 

sueldos y emolumentos de los flmcionarios y empleados públicos; XI\.- Las 

servidumbres, a no ser que se embargue el fundo a euyo favor estén constituidas; excepto 

la de aguas, que es embargable indcpendientemente; XIII.- La renta vitalicia, en los 

términos establecidos en el Código Civil: XIV.- Los ejidos de los pueblos y la parcela 

individual que, en su fracci'lI1amiento. haya correspondido a cada cjidatario, y XV.- Los 

demás bienes exceptuado, por la ley. 

EL PATRIMONIO se define C0l110 el conjunto de obligaciones y derechos 

susceptibles de una valoración pecuniaria. quc constituycn una universalidad de 

derechos(umversitasjuris). Según lo expuesto el patrimonio de una persona estará siempre 
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integrado por un conjunto de bienes, y derechos y, además, por ohligaciones y cargas; pero 

es requisito indispensable que estos derechos y obligaciones que constituyen el patrimonio 

sean apreciables en dinero, es decir, que puedan ser ()~jet() de valoración pecuniaria.' 

Asimismo, la universalidad jurídica se constituye por el conjunto de bienes, derechos, 

obligaciones y cargas de urja persona que sean apreciables en dinero. 

El patrimonio se compone de dos elementos a saber, los cuales son: el ActiVO que se 

integra por el conjunto de bienes y derechos apreciables en dinero. y el PasIvo que se 

integra por el conjunto de obligaciones y cal-g¡ls también susceptibles de apreciación 

pecuniaria. 

LOS BIENES INMUEBLES, son todos aquellos que no se pueden trasladar de un 

lugar a otro sin alterar su forma o sustancia, siéndolo. unos por su naturaleza, y otros, por 

disposición legal expresa en atención a su destino 4 I él arlículo 750 del CódIgo Civil para el 

Distrito Federal señala que bicnes son considerados como inmuebles por disposición de la 

ley. 

2.- «'unciún del Registro Público de la Propiedad y el Cornucio en 

El maestro Bernardo Pérez Fernández del Castillo, deline al Registro Público de la 

Propiedad, como una institución administrativa encargada de prestar un servicio público 

consistente en dar publicidad oficial del estado jurídico de la propiedad y posesión de los 

bienes inmuebles: algunos actos jurídicos sobre bienes muebles: limitaciones y gravámenes 

a que ambos están snjetos, 2.sí Cl)mo la existencia y constitucillll de personas morales.' 

1 cfr l~oJJIla V.llegas Del echo CIVil MeXicano '1'01110111 pág 67 
l/IlSllful{lc!c Illvcstlgnn(lfH~<;JlJrl(hca<; I)H::nnnano!ulÍ(irco MO:ICílIlO pag ¡ lO 
'cfr PérC7 FcmIDlc!CJ' cid ('a~hl!o Derecho Regl,>lral plÍr, 61 
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En relación con el remate judicial. el articulo 566 del Código de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal, establece la obligación de que se solicite ante el Registro 

Público de la Propiedad un certificado para saber qué gravámenes reporta el inmueble 

ol~jeto del remate, con el propósito de que, si aparecieren éstos, se haga saber a los demás 

acreedores: el estado de la ¡,jecución para que intervengan en el avalúo y subasta de los 

bienes. 

Asimismo, el Registro Público de la Propiedad rige sus funciones regístrales de 

bienes inmuebles, principalmente, en hase a los s1gulcntes princlp10s6 . 

EL PRINCIPIO DE PUllI ,leIDAD. El Registro Público de la Propiedad se creó para 

dar seguridad jurídica a los propietarios de bienes inmuebles frente a terceros, y publicidad 

ti la propiedad y posesión que detentan: la publicidad se da a través de la inscripción en el 

Registro Público de la Propiedad, pues la simple posesión o celebración de un contrato, no 

otorgan seguridad jurídica n'ente a terceros. 

EL PRINCIPIO DE LEGITIMACiÓN. La legitimación nace con el asiento o 

anotación en el Registro Público de la Propiedad, de tal mancra que, mientras no se pruebe 

la inexactitud de los inscrito trente a la realidad. existe una presunción juris luntum de que 

el titular aparente es real, y por lo tanto, prevalece lo que estlÍ asentado. 

EL PRINCIPIO DE CONSENTIMIENTO. Este principio puede anaIi"a .. se desde el 

punto de vista jurídico que da origen a la creación, transmisión, modificación o extinción 

de los derechos reales. En cuanto al primer elemento, que es la causa de la inscripción, 

cuando se trata de actos bilaterales, que requiere como elemento de su existencia la 

"en ídem págs 72-90 
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manifestación de su voluntad y en su caso el consentimiento, Ahora bien~ este acto puede 

producir como efecto la creación, transmisión, moditicación o extinción de un derecho y 

para que se notillque o inscriba en el Registro Publico de la Propiedad es necesario el 

consentimiento del titular o de quien lo represente o substituya; verbigracia, cuando por una 

orden judicial en un remate, el juez firma la escritura de adjudicación en substitución y, 

consecuente, rebeldía del demandado. 

EL PRINCIPIO DE PRELACIÓN () PRIORII)AD. !:ste principio se Ii.mda en el 

axioma prior tem{Jore, po/ior/ure que sc interpreta, dentro del Derecho Registral como el 

que es_ flrimero en f",gistro es primero en derecho. De tal suerte que, la techa de 

presentación de un documento va a determinar la prclereneia y rango del documento que ha 

ingresado al Registro. POI ello, se puede concluir que pueden existir derechos iguales, pero 

con distinta prefercncia; y sin embargo, dos derechos no pueden ocupar un mismo lugar y 

preferencia al mismo tiempo, 

3.- Concepto de remate judicinl. 

Etimológicamente, la palabra remate era considerada como sinónirna de subasta y de 

almoneda porque en Roma se ponía una lanza en el lugar en que se realizaba una venta 

pública Subhastare esl sub hasta distrahere: 'fuia scrlicel hasta erat signum praecipuum 

eorum quae publice venundabantur; y en EspaJ1a. almoneda era el mercado de las cosas en 

guerra que eran pujadas, sin que pudiese haber engaño ni robo vendiéndolas 

escondidarncnlc,7 

El Diccionario del Imtituto de Investigaciones Juridieas de la Universidad Nacional 

Autónoma de México defin~ al remate como el conjunto de actos jurídicos que permiten a 

7 d'r Becerra Ballll~la El PJOceso Civil ~!l MéAI(;() pág ],16 
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la autoridad realizar la venia forzada de híencs para salisfacer una ohligaciún. R 

9Lr~Jl1_atc, según el Maestro Rafael de Pina, es cllnccptualizado como la declaración 

dc preferente formulada por el Juez en la vía de apremio, respecto de alguna de las posturas 

hechas en la correspondiente subasta, en el caso de que haya habido varias, o la que se 

hubiere hecho con el carácter de única" 

Asimismo, clr(:l11ate se define como la venta judicial de los bienes cmbargados, para 

hacer pago al acreedor con su producto. Así lo considera igualmcnte el Código Civil en su 

artículo 2323 que dispone que "Las ventas judiciales en almoneda, subasta o remate 

públicos se regirán por las disposiciones de este título (Título Segundo: De la 

compraventas ventas judlcmles; Capítulo IX: De las ventas .Iudlcmles), en cuanto a la 

suhstancia del contrato y a las obligacioncs y derechos del comprador y del vendedor, con 

las modificaciones que se expresan cn este capítulo. En cuanto a los términos y condiciones 

en que hayan de verificarse, se regirán por 10 que disponga el Código de Procedimientos 

Civiles," 

S in embargo, existe otro punto de vista desde el cual, 91reIIH!tej!t<licial patte del 

principio de que, todo Sl\jcto tienen en su haber jurídico una cierta cantidad de derechos y 

obligaciones que constituyen su patrimonio y del cual sólo él puede disponer; dentro del 

orden social en que vive, tiene la facultad de exigir el cumplimiento de los derechos que le 

asisten, y a su vez, tiene la obl igación de cumplir con las obligaciones que haya contraido, 

pero dicho patrimonio tiene la particularidad de que sólo a él compete el "jcreicio de las 

acciones y que solamente a él corrcsponde el cumplimiento de las obligaciones. En el 

supuesto de que alguien deje de pagarle ° de darle aquello a que tiene derecho, ° por el 

R crr lm,Litulo de Investigaciones JUrldlCHS l)u;clOnano JUlídll.;'o MClI.lc<mo pág 2780 
~ cfr De Pina, Rafael op, Clt pág 487-492 
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contrario, si él d«ja de cumplir con alguna o algunas de sus obligaciones, el Estado, 

vigilando porque el orden social no se rompa, a petición del acrecdor, intervienc a través de 

sus órganos jurisdiccionales para haccr cumplir la obligación desconocida y para ello, a 

través del juicio correspondientc, el deudor es privado de una parte de su patrimonio, y 

dispone de las propiedades del deudor para 'fue con su producto se haga pago al acrecdor. 10 

Finalmcntc el autor en cita, agrega que el remate "es un acto de disposición de 

autoridad, en el que, sin previa expropiación del bien, y en sustitución del dcudor enajena el 

bien, al m«jor poslor, () en otras palabras, transmitc el dominio a un tercero, a cambio de 

una suma, incierta, que segim las circunstancias, puede aumcntar o disminuir." 

4,- Presupuestos 'lile originan el remate judicial de bienes inmuebles: 

Según el Maestro Cipriano Gómcz 1 ,ara. los requisitos que se deben cubrir antes de 

celebrar un remate judicial son: 11 

1.- Que exista una sentencia definitiva de condena. en la cual se ordcne el remate 

judicial. 

2.- Que tal sentencia sea firme. o en su caso, si sc interpuso en su contra el recurso de 

apelación, éste haya sido admitido sólo cn efecto devolutivo. 

3.- Que quien solicite el remate esté legitimado para ello. 

4.- Que el deudor no paguc voluntariamente dentro del plazo que la autoridad le 

haya fijado para tal efecto. 

5.- Que exista un patrimonio ~jecutab1c sobre el cllal se llevc a caho la ejecución 

(solvencia del deudor). 

1'1 dI- I'tÍrCL Palma. GUíd de Derecho PHlccsal Ovd págs 678-683 
11 cfr (iómt'z I.ara, ('¡pnano Derecho J.rocc<;al ('lv11 pág 24'1 
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a) La Sent"ncia I>efinitiva que ordena el remate judicial. 

Tanto la demanda como la defensa tienden a un mismo fin, que es la emisión de la 

sentencia o, lo que es igual. la aplicación del derecho objetivo al caso singular, para el 

esclarecimiento de una situación jurídica controvertida. 

El remate parte del supuesto de un litigio, basado en la pretensión del actor para 

hacer efectiva una obligación patrimonial, Ií'ente a la resistencia del deudor. Así. una vez 

que el juicio es seguido en todas y cada una dc sus clapas, el juez dicta la Sentencia 

Definitiva que ordena el remate judicial. la cual es la resolución jurisdiccional que pone tin 

al contlicto jurídico ordenando el remate de los bienes embargados, pues se ha reconocido 

judicialmente el derecho del actor para exigir el cumplimiento de la obligación patrimonial. 

5.- Avalúo de los Bienes, Objeto del Remate Judicial. 

El avalúo consiste en la fijación mediante dictamen pericial del precio justo de una 

cosa. 12 

El avalúo se debe practicar de acuerdo con las reglas establecidas para la prueba 

pericial, si es que no estuvieren valuados anteriormente los bienes o si las partes no 

hubieren convenido algún precio: pero si los valuadores fueren dos y emitieran en un sólo 

sentido d dictamcn~ no habrá necesidad de nombrar un tercero en discordia. 13 

11 efr Inslilulo de InvestlgaclOnes Jwídleas op. ell pág. 344-
!len- articulos %() del Código de I:'¡'occdlmll'nto':l ClV1lc'l para el DIstrito Federal y 470 del Cóc!tgo Federal d(' ProccdimlC'ltos 
Civiles 
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6.- Convocatoria d~ Postores a través de Edictos, 

para el l{emate ,Iudieial. 

El remate de bienes inmuebles necesita que los postores sean convocados. Esa 

convocatoria de postores se deberá hacer conforme a los procedimientos que establezca la 

legislación procesal correspondiente. 

Asimismo. en cuanto al remate el articulo 570 del Código de Procedimientos Civiles 

para el Distrito Federal dispone lo siguiente: 

"Art. 570 l/echo el avalúo se sacarán a pública suba~ta. anunciándose por medio de 

edictos que se fijarán por dos veces en los tableros de avisos de .iuzgado y en los de la 

Tesorería del Distrito Federal. debiendo mediar entre una y otra publicación siete días 

hábiles y, entre la última y la fecha del remate, igual plazo. Si el valor de la cosa pasare del 

equivalente a ciento ochenta y dos días de salario mínimo general vigente en el Distrito 

Fcderal, se inser1arán además los edictos en un periódico de in formación. A petición de 

cualquiera de las partes y a su costa el .iucz puede usar, además de los dichos. algún otro 

medio de publicidad para convocar postores." 

Si el bien o bienes inmuebles se encontraren ubicados en lugares distintos al del 

juicio, en todos cllos se deberán publicar los edictos en los sitios de costumbre y en las 

puertas de los .iuzgados respectivos. En tal supuesto se ampliará el término de los edictos en 

un día más por cada doscientos kilómetros o por fracción que exceda de la mitad, y se 

calculará para designarlo la mayor distancia a que se hallen los bienes. 

En los edictos se d(:berá señalar el día y la hora para que tenga verifíeativo la 

audiencia de remate. el nombre del ju'.gado y de las partes litigantes. la naturaleza del 

proceso, el número del expediente; se deberán describir los bienes objeto del remate, el 
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precio del avalúo, el monto de la postura legal y la convocatoria de postores. 

7.- De las Posturas Hechas en el Remate Judicial. 

Una vez convocados los postores, llijuellos que se encuentren interesados en 

participar en el remate judicial tienen que depositar por lo menos el 10% de! valor de! 

avalúo de los bienes, mediante un billcte de depósito expedido por la Nacional Financiera, 

S. A, para garantizar la seriedad y formalidad dc su postura y para poder participar como 

postores, en el entendido de que la postura es la suma dc dinero que como precio se ofrece o 

se ha de pagar por el bien que se pretende rematar. 

En caso de que un postor no cumpla con el ofrecimiento efectuado en la audiencia de 

remate, perderá el depósit.o que haya hecho, mismo que se aplicará en concepto de 

indemnización, por partes iguales, en favor de! ejecutante y del ejecutado (artículo 588 del 

Código de Procedimientos Civiles para e! Distrito Federal). 

Cabe señalar que el artículo 573 del Código de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal dispone que, es postura legal, la que cubra dos terceras partcs del avalúo, a 

condición de que, la parte de contado que se otrezca, sea suficiente para pagar el crédito o 

créditos que han sido objeto del juicio. En la práctica, dc manera invariable, siempre se 

remata por las dos terceras partes. Aún en e! supuesto dc que e! valor del bien que se 

remata, sea insuficiente para cubrir el adeudo, la postura legal seguirá siendo, la de las dos 

terceras partes del avalúo. 

El acreedor ejecutante tiene derecho a participar en la subasta sin necesidad de hacer 

e! depósito que la ley fija para que Jos postores concurran a la almoneda a m",jorar las 

posturas que hagan los licitadores. 
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8.- La Audiencia de Remate Judicial. 

Los términos jurídicos de subasta, de origen latino y almoneda, árabe, son utilizados 

como sinónimos dentro dd Derecho Positivo Mexicano, y con ellos se designa a la 

diligencia misma, en que se celebra el remate judicial. 

La audiencia de rem~te de bienes inmuebles se debe tramitar de la siguiente manera: 

l. Todo remate de bienes inmuebles deberá celebrarse en el juzgado en que actúe el jue/' 

competente para la ejecución. En principio, cI juez que conoció del negocio en primera 

instancia es el competente para ejecutar. 14 

2. La audiencia de remate debe ser pública y se celebrará el dia señalado para que tenga 

verificativo. pueden acudir a ésta las partes, ejecutante y ejecutada, los acreedores que 

hayan aparecido en los e"rtilieados de gravámenes y los posibles postores. 

3. El juez personalmente cleberá pasar la lista de los postores presentados y concederá 

media hora para admitir a los nuevos quc se presenten. 

4. Concluida la media hora, ya no se admitirán m{L' postores y procederá al remate 

5. En seguida se revisarán la propuestas presentadas y se desecharán aquellas que no cubran 

por lo menos las dos terceras partes del valor del avalúo o que no estuvieren 

acompafíadas del billete de depósito a que se hace rererencia en el punto anterior. 

6. Calificadas de huenas las posturas, el juez las leerá en voz alta por sí mismo o mandará 

darles lectura por el secretario, para que los postores presentes puedan mejorarlas. 15 

7. Si hay varias posturas legales. el juez decidirá cuál es la preferente. Una vez hecha la 

declaración de la postura considerada prererente, el .iuez preguntará si alguno de los 

postores t
" mejora la postura. En caso de que alguno lo haga dentro de los cinco minutos 

14 cfr PalIares, Edu.udo DcwdlO Proccial CIVIl cap XXI 
1\ crr Segun el 1)lc{'tonarl(l JlIrídl(~{'I Me <[cnno op el!, In<: meJoms Sl' c!enClllltmm pllJn<; púg<; :?7RO-27R I 

l(, di ídem pag 412 Po~tor es qmcn ofrece un precIO ('n una 'mnllsta () almnncda 
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que sigan a la preguntt, interrogará de nuevo si algún postor mejora la pUJa; y así 

sucesivamente con respecto a las pujas que se hagan. En el momento en que, pasados los 

cinco minutos de hecha la pregunta correspondiente, no se mejorare la última postura o 

puja, se declarará fincado el remate en favor del postor que hubiere hecho aquélla. 

S. No habiendo postor, quedará al arbitrio del ejecutante pedir que se le adjudiquen los 

bienes por las dos terceras partes del precio que sirvió de base para el remate o que se 

lleve una segunda audiencia de remate con una rebaja del veinte por ciento del valor del 

avalúo. 

9. Si en la segunda audiencia de remate tampoco hay postores, el actor podrá pedir la 

at!judicación de los bienes por el precio que sirvió de base para la segunda almoneda o la 

administración para aplicar su producto al pago de los intereses, de los gastos y costas y, 

al final, al capital. En caso de que el ejecutante no opte por ninguno de los anteriores 

supuestos, podrá pedir que se celebre una tercera subasta sin sujeción a tipo. 

10. Fn este caso, si hubiere postor que oti'czca las dos terceras partes dd precio que sirvió 

de base para la segunda subasta y que acepte las condiciones de la misma, se fincará el 

remate sin más trámite. Pero, si no se llegase a las dos terceras partes, se suspenderá el 

remate y se hará saber al deudor el precio ofrecido, para que dentro de los veinte días 

siguientes esté en posibilidad de pagar al acreedor y liberar sus bienes o podrá presentar 

a una persona que mejore la postura. Transcurridos los veinte días sin que el deudor haya 

pagado ni traído mejor postor, se aprobará el remate mandando llevar a efecto la venta. 

Los postores a que se refiere este punto cumplirán con los requisitos exigidos por el 

artículo 574 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. 

II.Cuando dentro de los veinte días citados se mejore la postura, el juez señalará día y hora 

dentro del tercer día para que en su presencia hagan las pujas, en una nueva subasta entre 

los dos postores, y at!judicará la finca al que hiciera la proposición más ventajosa. Si el 

primer postor, en vista de la m~jora hecha por el segundo, manifestarc que renuncia a sus 

derechos, o no se presentare a la licitación, se fincará en favor del segundo. Lo mismo se 
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hará con el primero si el segundo no se presenta a la licitación. 

12.Si en la tercera subasta se hiciere postura admisible en cuanto al precio, pero ofreciendo 

pagar a plazos o alternando alguna otra condición, se hará saber al acreedor, el cual 

podrá pedir en los nueve' días siguientes la adjudicación de los bienes en las dos terceras 

partes del precio de la segunda subasta; y si no hiciere uso de este derecho, se aprobará el 

remate en los términos O frecidos por el postor. 

13.Si la ejecución se hubie:e ordenado a instancia de un segundo acreedor hipotecario o de 

otro hipotecario de ulterior grado, el importe de los créditos hipotecarios preferentes de 

que responda la finca rematada se consignará ante el juzgado correspondiente y el resto 

se entregará sin dilación al ejecutante si notoriamente fuera inferior a su crédito o lo 

cubriere, y si es mayor, entonces solamente se le entregarán el capital. los intereses y las 

costas líquidas. El remanente quedará a disposición del deudor, a no ser que se hubiere 

retenido judicialmente para el pago de otras deudas. 

14.Cuando se hubiere seguido la vía de apremio en virtud de títulos al portador con 

hipoteca inscrita sobre la finca vendida, si existieren otros títulos con igual derecho, se 

prorrateará entre todos el valor líquido dc la venta, entregando al ejecutante lo que le 

corresponda 

9.- La Sentencia Interlocutoria que Aprueba el Remate Judicial. 

Las decisiones que n~suelven nn incidente promovido antes o después de dictada la 

sentencia., son las sentencias inlerloculorias. Se entiende por sentencia la resolución que 

pone fin a la instancia y contiene la aplicación de la ley, perseguida. Pero, desde luego, 

debemos tener presente que la ejecución ya no forma parte del proceso, sino que es una 

consecuencia del mismo. 
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De tal suerte que al dictar la resoluciún definitiva en que se apruebe o desapruebe el 

remate judicial, deberá dict;¡rse a través de una sentencia interlocutoria, la cual eS la única 

resolución apelable en el remate judicial, ya que en contra dc las demás resoluciones que el 

juez decida de plano no procederá más reCurso que el de responsabilidad. 

Consignado el precio, se hará saber al deudor que dentro del tercer día otorgue la 

escritura de venta a favor del comprador, apercibido que de no hacerlo el juez lo hará en su 

rebeldía. 

Declarado fincado el remate, el ju~'7. mandará que se otorgue la escritura de 

adjudicación a favor del comprador y se requcrirá al deudor para que entregue los bienes, 

apercibido con lanzamiento a su costa para el caso de que se niegue, y en el momento 

procesal oportuno, se pondrá al comprador en posesiún de los bienes, dándosc1e a conocer 

como dueño a las personas que él mismo designe. 

PAGO. Con el precio que se obtenga del remate se pagará al acreedor hasta donde 

alcance y si hubiere costas pendientes por liquidar se mantendrá en depósito la cantidad 

total que se estime suficiente para cubrirlas; pero si el ejecutante no formula su liquidación 

dentro de los ocho días siguientes al depósito, perderá el derecho de reclamarla~. 

En ca~o de que la cantidad que se obtenga por el remate, después de realizado el pago 

citado, quedare algún remanente, éste le deberá ser entregado al deudor si es que no existe 

algún otro acreedor posterior en preferencia; y si no alcanzare a cubrir el adeudo el 

~iecutante puede recurrir al reembargo. 

El reembargo produce su efecto en lo quc resulte líquido del precio del remate 

después de pagarse al primer embargante, salvo el caso de preferencia de derechos. 
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10.- Los RC~lIrsos ell ell'rocedimicnto de Remate .Jlldicial y 

el I'rillcipio de Uefinitividad. 

En todo proceso existe un principio general de unpugnación para que las partes 

puedan combatir las resol"ciones de los tribunales cuando éstas sean incorrectas, ilegales, 

equivocadas o irregulares, t) pronunciadas sin l¡pego a derecho: cste principio se sustenta en 

la falibilidad humana, ya que los actos del hombre están expuestos a incurrir en 

equivocaciones e injusticia:;, 

Fn el procedimiento dc remate, es procedente la apelación en contra de la resolución 

definitiva en que se apruebe o desapruebe el remate judicial. conforme a las disposiciones 

del Código Federal de Procedimicntos CiVileS y del Código de Procedimientos Civiles. 

Cabe señalar que la apelación es un recurso quc tiene por eliceto que el superior jerárquico 

confirme, modifique o revoque la resolución impugnada, con lo cual se pueden subsanar o 

corregir las violaciones procesales de que se encuentre afectado el procedimiento. 

En el procedimiento de rcmate judicial los artículos 578 del Código de 

Procedimientos Civiles y 489 del Código Federal de Procedimientos Civiles establecen el 

recurso de responsabilidad respecto de las resoluciones que se dicten en la audiencia de 

almoneda pero sin que la resolución que se dicte por el superior jerárquico pueda modificar 

o revocar la n::solución impugnada, subsistiendo la violación en ClICStiÓIL 

Ahora bien, para que sea procedente el juicio de amparo, de eonflmnidad con lo 

dispuesto por el articulo 107, Fracción 111, incisos a) y b) de la Constitución Federal, es 

necesario que el quejoso agote los recursos legales o medios de defensa ordinarios, que la 
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ley secundaria establezca, )a que de no hacerlo así de conformidad con los dispuesto por el 

artículo 73 fracciones XII, XIV Y XV de la Ley dc Amparo, será improcedente la demanda 

de garantías que al efeclo s(: instaure. 

115 



CAPÍTlILO SRXTO: 

PROCEnENCIA nEL AMI'ARO INI>IRECTO TRATÁNnOSf: 

nE REMAn:S .HlI>ICIAU:S: 

1.- Análisis del artículo 114 fracción'" de la Ley de Amparo: 

Como quedó debidamente precisado en el capítulo segundo, el amparo indirecto se 

tramita ante los juzgados de Distrito y procede cn los supuestos quc establece el artículo 

114 de la Ley de Amparo en sus distintas fracciones. Sin embargo, la fracción III del 

artículo en comcnto, y que procederé a anali/.ar, nos indica la procedencia del .Juicio de 

Amparo Indirecto en contra de los rcmates judiciales, y a la letra dice. 

El artículo 114 de la Ley de Amparo cstablece que: "El amparo se pedirá ante el juez 

de Distrito: 

"/racción 111. Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo 

~jecutados fuera de juicio o después de concluido. 

"Si se trata de actos de ~jecueión de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo 

contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse 

cn la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que 

hubieren dejado sin defensa al qu~joso. 

'Tratándose de Rf:"1"-Tf;S, sólo podrá prollloverse el.juicio contra la resolución 

definitiva ell que se aprueben o desap."ueben;" 

Como la fracción citüda se refiere a los actos que son ejecutados tuera de juicio y 

después de concluido, es "ccesario precisar en dónde comienza el juicio y en dónde 

termina. 
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El Maestro Quintanilla Garda, señala' que la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha emitido jurisprudencia en la cual define al juicio de la siguiente manera: 

"LA SUPREMA COrnl; tiene establecido, en diversas ejecutorias que por Juicio, para los 
efectos del amparo dcbe entenderse el procedimiento contencioso desde que se micia en 
cualquier forma, hasta que queda ejecutada la sentencia definitIva, 

"Quinta Época. 

"Tomo XXV, pág 495. Alias Rivera, Rafael, Suco de Tomo XXV, pág. 576. González 
Galindo, Abraham. Tomo XXV, pág. 2457. Georayeg, Jorge. Tomo XXVI, pág. 1969. "Aachen 
3nd Munich", Cia. de Seguros contra incendio. Tomo XXVII. pág. 614. Banco Central 
Mexicano," 

En primer lugar. es importantc precisar cn dónde comicnza el juicio, ya que en un 

principio se discutía sobre si el juicio se iniciaba con la admisión dc la demanda, con la 

contestación o con el emplazamiento, pero la Suprcma Corte de Justicia de la Nación al 

resolver la contradicción de tesis 10/89, determinó que para los efectos del amparo el jllJQQ 

inicia con la presentación de la demanda, y cualquier determinación que se produzca 

después de presentada la demanda (sea en el sentido de admitirla, rechazarla, mandarla 

aclarar, declarar la incompetencia, etcétera), hasta el momento en que se dicte la sentencia 

definitiva, éstos son actos den/ro de juicio. Por cnde, los actos que son emitidos en 

preparación de un juicio y la~ resoluciones de jurisdicción voluntaria son considerados 

como actos fuera dejUJcio. 

El Maestro Ignacio Burgoa, scñala el error del criterio sustentado por la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, previamente citado, en 10 que respecta a la terminación del 

juicio para los efectos del amparo,2 lo cual se hace evidente en el hecho de que en el 

párrafo segundo de la propia fracción 111 del artículo 114 de la Ley de Amparo, el legislador 

I cfr Qumtanilla García, Miguel Angel Teoríay Práctica del JUicio de Amparo en Malena eh,jl pág 292 
2crr Hllrgoa Onhucla, IbTTl:lCIO El JUICIO de Amparo pág 615 
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indicó con claridad la procedencia del amparo indirecto en contra de los actos de ejecución 

de sentencia porque ya no forman parte del juicio y los clasifica como actos pustjudicium o 

posJ-judiciales. En opinión del autor en cita. el juicio. para el legislador. es aquel que 

concluye con la sentencia definitiva. por lo tanto. es posible concluir que el juicio 

comprende todos los actos que se desarrollan desde la presentación de la demanda hasta el 

pronunciamiento de la sentencia definitiva. y los actos de ejecución deben ser considerados 

como actos fuera de juicio. tal y como se confirma con la siguiente jurisprudencia: 

Apéndice. 1917-1995 N(iIllCro de registro. 1737. Instancia: Pleno. Tomo: VI-Común (SCJN). 
Tesis. 234. Página' 158 

EJECIJCfON DE SENTl~NCrAS. Los actos de ejecución de una sentencia, se consideran 
ejecutados después de cOI1c1uido el juicio, y para los electos del amparo, están comprendidos en 
la fracción VII, del artículo 107 cOllslituciona1. 1 

Quinta ÚPOC<l 

Tomo 1, pág. 794 Amparo civil directo. Guerra Jutire/. Antolllo. 14 de diciembre de 1917. 
Unanilllldad de die".; votos. '1'01110 111, p{¡g :156. Queja en amparo civil. TOlles Al11ccto, Suco de 
27 de julio de 1918 Unanimidad de oncc votos TOl1lo 111, pág. 809. Amparo civil en Icvislón. 
Cieero de Willis Matllde. 13 de septIembre de 1918. MayolÍa de ocho votos Tomo IV, pág 
443. Amparo civil dIrecto. Carretero de Sousa VIrginia. 21 de febrero de 1919. TOIno XIII, pág. 
561. Amparo civil en lcvisión Priego Otilio M. 29 de septiembre de 1923. Unanimidad de once 
votos. 

En el segundo párrafo. de la n'acción 111, dd artículo 114 de la Ley de Amparo. se 

establcee la procedencia del Juicio dc Amparo Indirecto contra la_ últin1a. rc~olución_ dj9,1ª<1a 

en etpr9,,-~dilniento _de_cjc'~_lIejºl,-dsselltencia. Seguramente. porque el procedimiento se 

podría prolongar indclinidamentc a través dc una serie de amparos. en demérito de la 

expedita impartición dc justicia y en evidente perjuicio de la parte que se vio beneficiada 

con la sentencia definitiva." 

1 Suprema Corte de JusllCla de la N.\C1Ón Apéndice de Junsprudcnr.;¡a (' D 1<)17-1995 
<1 err Ardlano Garda El J lIlero de Amparo pag 701 
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El párrafo tercero, de la fracción tercera citada, ~c ¡diere cspecífkamente a los 

remates. En donde se estipula que tratándose de remates. sólo puede promoverse el juicio de 

amparo contra la resoluciún definitiva en que Se aprueben o desaprueben. 

Cabe señalar quc. la aprobación del remate es un acto jurisdiccional que. contirma la 

lcgalida<i de éste y. consecuentemente. la adjudicación de la propiedad de los bienes 

realizada. inclusive. según el maestro Becerra Bautista. el día del remate. y antes de 

celebrarse éste. la secretaría debe certificar que se cumplieron con todas las fOlmalidades 

citadas en el capítulo que antecede. pues si falta alguna de ellas se ocasionaría la nulidad del 

procedimiento de remale.' 

Asimismo. la finalidad de este apartado cs. en primer lugar. dar a conocer cuál es la 

resolución contra la que específicamente procede el amparo; y en segundo lugar. la 

finalidad de que no se prolonguen los procedimientos de remate indefinidamente. toda vez 

que las violaciones cometidas en el curso de los procedimientos no son juzgados, sino hasta 

que el remate de bienes embargados se aprueba en definitiva; pues de lo contrario, sería 

imposible llegar hasta el remate, propiamente dicho; dado que éste no tiene eficacia 

jurídica. sino hasta que es aprobado. 

En los casos citados también operará el principio de definitividad. siendo obligatorio 

agotar los recursos ordinarios que las leyes comunes prevén. quedando exentos de cumplir 

dicho principio los terceros extraños. 

2.- Ilegalidad del Procedimiento de Remate Judicial: 

Para poder determinar que un procedimiento es ilegal, primero se requiere conocer 

\ dI l3eceJra Bau[¡sta El Plot;es\l C¡vII en Mé:-"Ico p:ig 35<1 
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cuáles son los elementos que le dan legalidad, pues si carece de alguno de esos elementos se 

actualizará la ilegalidad del procedimiento en cuestióll, 

Ahora hien, para que' un pr()QeSQ o prº~e<:dimiellto, como lo es el de remate judicial, 

pueda considerarse como kgal, necesita tener una base jurídica que, deberá comcnzar con 

el respeto a las garantías individuales de las partes y que está sustcntada, básicamente, en 

por las garantías de audiencia, legalidad y seguridad jurídica que consagran los mtículos 14 

y 16 de la Constitución. Por consiguientc. razonando a contrar,,) sensu sc actualizará la 

ILEGALIDAD DEI. PROCEDIMIENTO DE REMATE JUDICIAl., si se contravienen los 

derechos sustantivos y procesales consagrados en las garantías citadas. 

En el capítulo quinto del presente trabajo, quedó precisado euál es el procedimiento 

que se sigue en el remate judicial de los bienes inmuebles. por lo que enseguida se se¡¡alarán 

los elementos de las garantías de audiencia, scguridad juridica y de legalidad que dcben 

concurrir para considerar como legal al procedimiento del remate judicial de bienes 

inmuebles. 

LA GARANTíA DE AUDIENCiA está integrada por los siguientes elementos": 

A) A la persona, a quien se pretenda privar de alguno de los bienes Jurídicos 

tutelados por el artículo l4 Constitucional, se le debe seguir un .Iuir.:io en su contra. El 

remate judicial de bienes inmuebles es considerado como un acto generado después de 

concluido d juicio, por lo que para que se inicie tal procedimiento se requiere en primer 

lugar, que exista previamentc un juicio, y en segundo lugar, que exista ulla sentencia 

dcfinitiva dc condcna, en la cual se ordene el remale judicial; por lo que al cumplirse con 

los requisitos citados se cumple con el primer elemento. 

6crl BurgoaOnhueJa Lw, (Jara,)!;,l:'; Ir¡JJv,dllales púg ~2i' 
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B) Que taljuiclO se substancie ante tribunales previamente establecidos. El remate 

de bienes inmuebles, en el caso a estudio, se ventila ante los tribunales judiciales que 

evidentemente están debidamente establecidos. 

e) Que en el juicio se observen las/órmalidades esenciales del Procedimiento. En 

el procedimiento de remate judicial de bienes inmuebles se deben observar las formalidades 

esenciales del procedimiento, ya que de no cumplirse con tal requisito, hl~ actuaciones 

ventiladas en el procedimiento estudiado se verian afectadas de nulidad (artículo 74 del 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal). Según el Maestro Quintanilla 

(Jarcia7 las formalidades esenciales del procedimiento son las siguientes: 

1.- Notiftcar a las partes el acto de autoridad, para que puedan manifestar lo que a 

su derecho convenga. Tratándose del remate las noti lIeaciones se hacen por Boletín 

Judicial o por listas, y en caso de que el juez requiera a alguna de las pattes para que 

efectúe algún acto o cuando así lo estime conveniente el juzgador podrá ordenar que la 

110ti (ieación se haga personalmente. 

2.- Otorgar a las partes la po.wbilidad de aportar pruebas para demostrar sus 

hechos o aftrmaciones. EH el remate judicial se parte del supuesto de que existe una 

sentencia de condena; por lo tanto, ya no es necesario acreditar la acción intentada; sin 

embargo, se le otorga a la parte demandada la posibilidad de ofrecer la prueba pericial para 

valuar el bien objeto del remate. 

3.- Las partes tienen derecho a una resolución de carácler¡ur/Sdiccional. Existen 

diversos autores que afirman que la sentencia interlocutoria que se emite en el remate 

7 cfr Quinlallil!aGarcía op ¡;lt pág,<, 6 i )_73 
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judicial no es una resolución jurisdj¡.:cionat ya que no resuc1ve ningún conflicto sino que 

sólo le está dando cumplimiento a un sentencia definitiva; sin embargo, considero que la 

sentencia interlocutoria que se aprueba o desaprueba el remate judicial hace las veces de la 

resolución de carácter jurisdiccional a que sc refiere este punto. 

4.- Las partes deben tener derecho a I/1lpu}!,nar las resolucIOnes Judiciales que le 

causen algún perjuicio. En el remate judicial la resolución cn que se apruebe o desapruebe 

éste, es la única r<--solución apelable, pC1"O al hacerse valer la apelación, pueden reclamarse 

en la misma las demás violaciones que se hayan cometido durante el procedimiento, y en 

contra de las resoluciones que el juez decida dc plano no procederá más recurso que el de 

responsabilidad. Y por lo que se refiere al .luicio de Amparo, de conformidad con lo 

dispuesto por el púrralo tercero, de la rracción 111. del artículo 114 de la Lcy de Amparo, 

proccde el Amparo Indirecto en contra de la resolución definitiva en que se apruebe o 

desapruebe el remate judicial. 

D) Que elfallo respectivo se dicte conforme a las leyes existen/es con anlelación al 

hecho o CIYcunstancia que hubiere dado motivo al JUIi;io. Como ya se señaló anteriormente, 

el procedimiento de remate judicial de bienes inmuebles se deberá celebrar contarme a las 

disposiciones previas que e~;tablezcan los Códigos de Procedimientos Civiles de la entidad 

correspondiente. 

LA GARANTíA DE SEGURIDAD .JURíDICA es aplicable al procedimiento del 

remate judicial de bielles inmuebles porque establece corno obligación para el juez, que 

dicho procedimiento debe.rá cumplir con las condiciones, requisitos, elementos y 

circunstancias previas ya sdaladas para dictar la resolución definitiva en donde se apruebe 

o desapruebe el remate judit ial. 
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LA GARANTíA DE LEGALIDAD estahlece que, la alltoridadjurisdiccional deherá 

cumplir con la exigencia de fundar legalmente su acto" dentro del procedimiento del remate 

judicial. Dicha actuación deberá cumplir con los siguientes requisitos: 

1.~. El órgano de l,-,:\'!ado del que tal aclo provenga. deberá estar Investido con 

jilcultades expresamente conSignadas en la Ilorma juridlca (ley o reglamento) para emitir 

el aelo de autoridad, que se señale como ae/o reclamado en el juicIO de amparo. En el 

procedimiento de remate 5e cumplirá con este requisito cuando dicho procedimiento se 

ventila ante el juez que conoció del negocio en primera instancia. 

2.- El aclo de autoridad deberá estar previsto por una norma Jurídica. El 

procedimiento de remate, por regla general, está regulado en el Código de I'lOcedimientos 

Civiles de la entidad correspondiente, y cntre dichas disposiciones debcrá estar previsto el 

acto de autoridad que el quejoso reclame como violatorio de sus garantías individuales, ya 

que en caso de que no exista ningÍln articulo que prevea el supuesto, entonces el acto de 

autoridad será ilegal en virtud de su falta de fillldamentaCÍón. 

3.- Que su sentido y alcance se ajusten a las disposiciones normativas que lo rilan, 

Verbigracia, tratándose del remate judicial de bienes inllluebles, no se podrá rematar sino 

los bienes raíces que se encuentren emhargados y que sean propiedad del deudor. 

4.- Que el citado acto se contenga o derive de un mandamiento escrito, en cuyo 

texto se expresen los preceptos específicos que lo apoyen. Este punto ticne su apoyo en que 

todo acto de autoridad debe ser emitido por escrito, además de estar dehidamente fundado y 

motivado; situadones que tamhién se deherán cumplir en el remate judicial de bienes 

inmuebles, ya que en matcria civil, en sentido amplio, el proceso es predominantemente 

K Burgoa Onhuela op el[ ((J 1) pag 502 
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escrito y las actuacilllws de los jueces deben encontrarse debidal11ente fundadas y 

motivadas, ya que delu contrario serían violalorias del artículo 16 Constituciona1. 

3.- I'rnpuvsta p'lra .I('terminar la il1lportanria del.luicio de Amparo Indirecto 

{'n el Rem,,\(' .Iudid,,1 dI' BÍ<'II{'s Inllludlks: 

La máxima dispnsici1ín jurídica en México es la Constiluciún, pues de ella emana 

(odo 11I1l's11o sislL'm<l 1l0nll~lliv()_ t":sla, :1 ..;u ve/" Sl' ellcuelltra diVIdida en do!'> gratHJc~ 

ap:utados_ que SOll: la parte uoglllútica y la parte nrgúnica. La parte doglllútica está 

constituida por las denominadas "(imantías Individuales'·, las cuales cllllsagrall. los 

dClcchos que las autoridades cstún obligada~ a rc~pdalk a los individuos y ~,c diViden en 

cuatro grandes apartados, a sabel la garantía de igualdad. la gaJanlÍa de ¡ibcltad. la garantía 

de scgurídadjwídit:a)' la garantía tk plopicdad () 

Como ya ';c VIO en el capítulo sc~ulldo. el JUicio dc Amparo c.:s un medio de contJol 

('onstitucional. pOI el cual un ÚI?UIlO dc justicia h.xktaL y de acucldo a un plocc.:dimicnto. 

!C'')olvclú tod,) CUl1t1ov\~lsia que se slI'\cill' pOI leyes o actos dc la auto! ¡dad que violen las 

!~rualltías indiviulIaks. por leyes o actos tic.: la autoridad Fcueral que "ullll::n:1I {) n.·slrll~jarl la 

soberanía de lo~ Eslauos. Ji pOI leves {) aelo<.; dc la~ autor ¡dades de éstos que invadan la 

",;li::! a d" la autoridad Federal. 

A través del .Juicio dc Amparo se PW,xklllcdalllar vlolaciollc.s a los altÍl':ulos 11 y 16 

de la Constitución I:doral, v asi extender la tulela del amparo a los llldénarnielllos legales 

secundarios: c:jcrcicndo dI,.; c.:sla malICIa el control legalidad. pues dichos mtíeulos 
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~:ollstitlJyen la base de la garantía de ..... Cgllf idad iurídic,L cuvo fin es protCQCf ! Illantener 

. '1 1 1 .. JI' 111 !!ll'O utnc e OH en normativo vlgcnh.' (l' pms. 

1'01' otra parte. el remate judicial es el procednlliénto consistente en el conjunto de 

actos .Jurídicos posteriores a la sentencia detinitiva. que permiten a la autoridad judicial 

Icalil'.ar la vcnta fOf/'íl\1a de los hiellc~ del deudor. rara ~ali~nlcer la obli1:!uciún que 1iene, 

't'~;pcdo del ejecutanl:..:: 

A su vez. el p!tH.:edinliento de rcmah.' judicial con! ¡ene una ~crk de nOI mas Jurídicas 

que regulan la illiciaciúJ], la tralllitaciún y la aprobación dd remate. Con estc procedimiellto 

'le pretende la cm~jenación de los bienes embargado'), para que con su producto se liquide al 

acreedor la oblIgación. del deudor, rewl1ocid" en la senlelleia definitiva. 

El remate, propiamente dicho. sc finca en la audiencia, a la cual debcrún concurrir 

las partes (el aCleedor. el deudOl y el .IUC/,) V los postores. a quicnes se les considCla como 

h)s verdaderos prota~onista~ de la almolleda. cn r:v.úll de que son las pCISlmas interesadas 

el1 adquirir la propicdmL en este caso, de hicn\'~s laíccs, medianle las posturas llfiecidas y 

¡,;us con~ecuclltcs puja:'>. De modo, que la aclividad gira en tmno a las ufertas de compra 

plOpuestas y a In propiedad de los hienes. Por elide. la legalidad dc este procedillliento es tú 

directamente relacionada con la actuación de la autoridad jurisdiccional. la cual siempre 

dchcuí apegarse a derecho. 

1~11 es'e oHkn de ideas y a credo de busc.ar la mayor clkacia del Juicio 

Constitucional. propongo que se modifique el artículo 11,1. fracción 111, párrafi) tercero de 

la I.ey (1<; Amparo, para que quede de la s¡¡micnte manera. 
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J\rt. 111 "1 amparo se pedj¡á ante djue/C de Distrito: 

11 

111 Contra actos de los tribunales judiciales. atlminis1tativos () del 11 ahajo eieeutados 

rWT:J dc juicio o d:,,::~~pllés dc l'onduido 

Si se trata de actos de ~iCCllC¡ÚII de sClllencj¡L sólo podlú plomnVClse d amparo 

contra la última lcso!uciún dictada en d plocedimiento respectivo, plldi~:ndo leclamarse en 

la misma demanda la~ dcm{ls violaciones cometidas uLllantc ese pfOccdillli~nto, que 

hubieran dc:jado Sill defensa al quc:ioso 

Tratándose <le proec,Lmiento dc I emates, la dcmanda procederá. 

a) Cuand" los edictos no se publiquen o SI; pnbliquen en [¡)fina distInta de la 

plevenida por la ley: 

b) Contra la resolución que apruebe o dcsapllIL:hc el remate, aucmú::' en la misma 

<klllanda se pod¡ún hacer valer las vlolacionc...:; que tenga el quelO')O en rdaciún <11 avalúo de 

Ll ('O\i.l Y aquellas que se dc:rivclI tk la audiencia de almo11l:da, 

e) Contla el auto que resuelva sobre la cuantía del pago () aqud que lo niegue; 

IV. 

V. 

VI 

I,(] propuesla rara que procct!:-] el j\licio de alllparo illdireclo cuando 10:' echctQ.tnQ.Jll 

siguientes ra./ollcs. 

De no publ ica< se los edIctos: 

! L No se pudria llegar a la audiene", de almoneda. \ ~n c()lIsecucnc-ial-](;~~~¡;; P;¡Sil;I¿'I¡egar! 
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a la rc,,;oll1cu'm en d(\I1<1C ,,;c arruche () d\'snpnrdw l'Ill'lllah.'JIH_hclal 

') Se rctanlarÍ;:l indefinidamente el proccdimÍ<:nto de remate en detrimcnto de la pronta y 

expedita imp,lIticiúll de justicia que c(lnll.)f"fnc a 1() dispuc:-;lo PlU- d ,ntículo 17 

<-- 'onstituc1Onal deben seguir Jos proccsns ventilados ante los tribunales 
-- - ------~-~---- -_.- - --------- - --

Si los cdietos se publican en I"rma ,flst1!lla de la prevenida por la ley 

1 ,os postores interesados en adquil ir lor.; hienes sujetos a remate, no podrün apcrsonarsc a 

lUIClO, ya ')ca por no cl'nlar con 10'-; térnllllos <.;efínlados ror la ley () p{)r no tener, 

prevlalTlente, la oportunidad de rellnir la canlidad lijada cnl110 ha~e del rema/e: adcnuÍ<.;, 

tilia indehida puhlicaciún de edictos, ell el procedimlellto lit.: remate 11 aería como 

consecuenCia que: no se conocu.::ra la Idcntldad de la co~~a, .1ul.gado y datos del proceso y 

aunado a ésto último, los avalúos practicado,,; Ante esta ";Ituactón .:;c dflrí3 la ausencia de 

postores, y pO! 1(lgica, el acreedor Ih) podría obtener el pago que p~rsigue y se vt"ría 

ohligado a buscar hl udjwJicaclúlI de la co:-.a () iH,;eplur clIalqllil)r oferta que hiciere el 

dellulIIdadn. perdie1ldo a"í la importaJlcia que liellc In ,<.,entcncia definitiva qlle ordena el 

remate judicial. 

Ln ambos casos sería imposible llegar a la resolución definitiva en que se apruebe o 

d('<;apruchc el remal(; judicial. y por lo tanlo, el SlÜdo que resultare agravi:Hio con tal 

..;illlación estaría impor.;ihililado para acudir al juicio de garantía", por lo que' estimo 

conveniente hacer la l110dilíeacíún slI¡!cricla para que el jllc/ de Distrito valore si la 

ViolaCión señalada deja SI11 detensa al queJoso y conccda el Ámparo y I'rotceciiln dc la 

.Justicia de la l Jniún 

2. La propuesta planteada puede verse como un caso análogo a la falta de cmplaJ:amicnto, 

Icsullanuo aplieabk el ,iguicntc criterio jurisprudencia!. 

Apéml1cc 1917-19<)). NÚlllero de leglslro .1 1).:1 IIl~tancla r(',·ccra S~lhl (poca Octava 
TOl1lo IV-Clvd (SC.JN) rcsl~ 250 I'úrrlla J 70 
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RICCI.AMARSI·, A TI~AV"S DI·:I, AMPARO DIRI·C f'() SI SI,: TII,NI, CONOClIv\II:N 1'0 IJE 
1'1. ANTES 1)1, QIJE SE DECLARI' I':JLCIJ'lORIADA I.!\ SLNTLNCIA lJe acuerdo -"lo 
dispuesto pOI el artículo 114, en sus fhlCCIOIlCS IV y V de la Ley de i\mpar9Lc\ juicio de amparo 
mdilccto r~spccto de acto'> dentro del juicio sólo procede en dos C<lSOf:, de excepción, a :-.abcr a) 
('1l~lld9 se trata de actos cuya ejecuCIón sea de Imposible rcpílración; y b) Cuando se afecte a 
persona cxtrafía al JuicIo Ahora bien, SI se reclama la !~l1ta de emplazamiento o ilegalidad del 
mismo por la p:ntc que se considera perjudicada, antes de que se dtcte sentencia en el juicio 
seguido en su C01111<1, o antes de que ésta cause ejecutoria, c<; evidente que fal violación IW 

pu!~dc consiqcr~r~9Ic COIll') UIl acto dentro dclJU1Cl0 cuya cJt:ctlCión f:,ca de imposible Icparaclón, 

por virtud _de que BUIl cuando ésta resulta ser la violación ploce~al de _mayor 111agllltud y de 
carácter m:ís. gr~\'c,-Io elerl~) eSJllle no produce de manera ínmedlata IIl1a a!Cctaelón a algún 
derecho rundmllentéll cOllt-~nido cn \;¡~ gm unlías Indi\'ldllalcs, sIno la vlolaclóll de derechos que 
producen únicamcntc electos ({)IInales denllo del plOce<;o, 1IJ!~11l0S quc puedcn SCI 1I11pugnados 

~clltn1_del PI opio jlllCIO hasla allte~ de que se dldc sente1lCla, a tlayés cid incldcnte de nulidad 
d~ ~ctllaciolles, () CII su defecto, medían te los agr~l\'fOS que ~c hagan valer en el recurso de 
apelacIón quc ~e interponga ell contra del t~lIo de fHimcla instancia, POI olla partc, SI el 
promo\'ente del :llllpmo '.:s el demandado ell el JUICIO natmal, resulta claro que no puede 
or.,tcntar~c COIllO !clcero e~:tlafin al IUICIO, va que tlCIll'1l ese GH:'tcter quic!lc~ !lO ~Otl pa111..'~ I..'n el 
plOplO JII1CIO 1'11 lal vIrtud, el 1lll'(J¡() Idóll~o para impugnal la f:llta de cmpl,vatlllento o 
degal1dad dd 1T11SlllO, cuando el plOltlovl..'llle tl(.~!lC C0l10e11l11Cl110 del luiclo ~q~lt¡do en ~tI conlla 

antes de que ~c (lIde senlenela o é<;ta cause C¡ccutorla, ce, el amparo dtlccto C11 los léfllllllOS dc 
10 e~tablcCld{) P(:>I los a1ticlJlos 158. 1~9_ f'raeelólll. y 161 de la 1,c\' de Amparo. ma~ no el IlIltlO 

de g;lIantías cn la \'ía Itldtlccta, pues cn talc:-. CllclIllstanC1<Is, respecto de esta Ú](1I11(1 vb 
COIISlflIK'IOllélL ~c surlflÍa la causal dc 11IIPltKCtknClil pr,-'''l.'-!¡¡ pOI la ¡faccIón XVIII u<.'1 artículo 

7.l de la misma Le\ Rcglalllcntrma de lo:, /\1 !ículo~ ! 0:1 \' 1(17 de la ConstitucIón PolítIca de los 
¡·.stados lJmdos f\,1e,icanos. CIl re!aclúll nl!l los dIVC1~()~ a!tírulos !5g, 159, fhlCclón 1, y 161 
,-l11íes invocados 11 

Conlrarlicc¡óll de tesIS 6/92 I.nlfc la slI<;1cnladél pOI el Segundo IllbulIal ColegIado cn Materia 
Civil del Prlmcr CilCl11tO, (,C)Il la sosknida por el rcrecr Trlhunal Colcgiado en Matclia Civil del 
Illlsmo CIICllllo, Cuarlo Tnbunal Colej!.léldo en M31erm ('¡vd de chcho enCUIto, Pnmcr Tribunal 
Colegiado (entonces único) del Scxlo Circuito, "creer Trlbullal Colegiado del Sexto Circuito v 
Primer Tribunal Colegiado del Noveno l'lI'Clulo 21 dc septlcmbre de 1992, emco votos 

Se propone que en la dcmanda de amparo indircclo intcrpuc<.;ta contra lanso1ucinn 

q1J~l!lé'be (1 d.,t;...s.1Pl1!clJf~_ \:'11 emat~'~e_b~'t.glli.YQ.llJ1 1i)~ viol,:t.Cwnes que tcn~.Dl ~Q 

BJll"JQ.dÚllAJ.iL'lilll,¡",d.iÍruifJiu;.Ql>l;U.quclhlLq12.iJoJWJJ'{ffi de la alldienrH~WJllill1l: 

;Ih'lldlcndo a las ~lglliclJlcs LlIoncs' 

I'SuptcmaCOltcdcJuSlI(Hl,k la:\ KtÓll ,\pélh.l1ccdc.llllhPIUdcIKIU ('1) !l)!719!)j 
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l. Conf(mTIe a la redacción actual del púrrafo cn cOlllento el amparo unicumcntc procede 

contra la resolución dclínitiva en que ')e arruche o desapruehe el remate, sín embargo, el 

Jcgislndor no hii'o rderencia al hl"Cho de que .. .;:i al rcclal11()r'l~ tal rcsoluciún en la mi ... ma 

demanda se podían hacer vakr o nu. la.'. demús viuladones que surgieran durante el 

procc-dltnicnto de remate, SIfl embargo, .'-,1 !lO se hiCIeran valer tales vIolaciones en la 

demanda de amparo, difícilmente "le podría conceder (~stc porque la resolución que 

aprlleba o desaprueba el remate judicial, generalmente, no es violatoria de garantias 

ItHllviduales por sí ~ola, .... ¡no que es violaloria en nvún de la:-. violaciones proccsa!e::, que 

surgkron ullrante el proc~so. 

~ 'as violaciones rroccsah: ... ~c pueden generar. hÚS1C!I11Cllk, en lres momentos a sahcr· ni 

practicarsc el avalúo. en la audiencia de I emate () al valnri:Jr<';c la" po<.;1uras y al ser 

aprohutlo o uesapToflado c~1 remate: en razón úe lo anterioe a mi parecer. sería prudente y 

claro el indicar con pn,clslón [as VIolaciones procesales que pueden hacerse valer junto 

con la resnluciún defInitiva ell que se apnlchc () desapruehc le remate judicial 

J. ;\1 parecer el legislador quiso equiparar a la s<.:ntencia definitiva con la resolución 

ucfiniti\lI ell dOlluc se aprueba () dc:,aprllcha el Icmatcjuuicial. por lo llue se debc aplicar 

allillogamcntc el arlíenlL> [5') de [a Ley de Amparo en sus fracciones 1[1, VI Y VII; porque 

'.;011 la violaciones mú" prohahlc que pueden <.;urr,ir l'n el procedimil'nio de remate 

jlldieial. 

4. J\simismo dentro de la Jodrina se ha sustentado el criterio de que cuando se promueva el 

amparo indirecto en contra de [a roso[ución dclillltlva que apruehe o desapruebc el 

remate, pueden hacerse valer el1 In misma demanda, las vIOlaciones que se huhiercn 

cometido cn el curso del procedimiento, así C01110 las comctidas en el fondo 1) 

I H propuesta de que proceda el juicio dc amparo indirecto contra el ,~ut(LQ.T,J.J;L,tf'juelva~ 

1'('11 ('ha\ul.('<!o.b!lo,o!l l..Il,pjg :?01 



1. La cuantía del pago puede afectar él las parles porqllc si exisle una Sentencia Definitiva, 

ell la cual se condena al dcudor al pago dc divcrsas prcstaciones, pero el juzgador en una 

incorrecta aplicación del artículo ,""71 del ('ódigo de Procedimientos Civiles para el 

Dis1rito Federal. dctellllina que d llJonto a pagar SCIÚ la suma de la sucrk principaL los 

Illtcrc~cs más los gaslo~ )' coslas, puede rcsu1tmlc pCljudlCla1 si no sc toman ell 

consIderación, por t:.lcmplo, el pago de los daiios, los pcquicÍos, la 1J\..:na convencional (} 

alguna otra prestación a que haya sidp condenado el dcud(1r: qucdand() el acrecdor en 

completo estado de indefensión, ya qw: no puede 1 ccun ir t(jl rC'ioluciún porque contra 

ésta no existe ningún recurso () medio dc defi..:nsa por el que pueda "er 1110di IIcada () 

revocada ni podrá acudir el JUIcIo de amparo porque tal supuesto no está contemplado 

por el artículo 111 de la ley de la matena 

2. Otra situación sCIl1~jallk sería, si pOI ejemplo, el pago ordenado pOI el juez tebao;.;a la 

cantidad 11 que fuc condenado el deudor. ya sea por un error mecanográfico o una suma 

IllCOlTecta qlledalldo el deudor en estado de indcfcl1~lún 

3. El auto que niega el pago puede perjudicar al acreedor, porque e'Xistell una gran 

divcr"idad de criterios que' siguen In~ jll/gadnrcs para conceder el pago, pues no existe 

jurisprudencia que estah1czca lItl CrltCrlO :J seguir, y por 10 talllo, existen opimone", como 

lo es, la de que algunos jueces IlO concedell el pago al acreedor, SIflO hasta que el 

adJudicatario es pucsto en posesión del híl~n rematado, ~111 cmhargo, twlóndosc de hICtlcs 

inllluebles, la diligencia de lan¡,alllicllto se pucJc fHolongar indefinidamente en ra/,óll de 

la indiferencia del adjudicatario o ante la re,isteneia del perdidoso en juicio, que puede 

llevarse años o resultar imposlhle su cumplimlento_ lo '1uc devIene en un eVIdente 

pe~jtlicio tanto para el acrccdol como para el adjucatario, sin que se puedan 

inconformarsc mediante algún recur-.:o ni acudir al juicio de garantla a hacer valer sus 

derechos. dando por resultado qlle, primero. la sentellcia definitiva quede C0Tl10 letra 

muerta ante la imposibilidad oc darle un cahal CUl1lpllllllcnto: V segundo. que ambas 
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:,:~::~s~~a~_ un perjuicio irreversible ante la imposibilidad de_a~udlr al jUiCiodej 

En suma todos los puntos citados me han motivado a considerar que es nccesaria la 

rclemna propuesta para que en el procedimicnto de rcmate judicial, las partes puedan acudir 

al juicio de amparo, a efecto dc que se les restituya en el uso y goce de sus garantías 

individuales que resulten violadas con motivo de las resoluciones que se dicten en dicho 

procedimiento y quc d~ian sin defensa alguna a los pmticipantcs de dicho procedimiento. 

41.- Tesís jurisprudenciales de la Suprema Corte de .Justicia de la Nación 

y de tos Tribunales Colegiados de Circuito, 

en relaciím con los Remates .Judiciales: 

A continuación se presentan algunas tesis jurisprudcnciaJes a cerca de los remates 

judiciales: 

Apéndice' 1917-J995. Ntnnero de regIstro 2701 IllstanCI<l Tercera Saln Tomo' IV-Civil 
(SC.JN). Tesis: 27.l'ágina: 18 

ADJUDICACION, APEI.I\CION DEI. AUTO DE. Si bien es verdad que es distinto el auto que 
declara fincado el remate a Hwor de un postor, del aulo en que se aprueba la adjudIcación a 
favor del acreedor, cuando en la almoneda no hubiere postores, sin embargo, esto 11\) quiere decir 
que el sebllmdo no sea apelable, ya que seda absurdo y contradictorio que tenJendo los mismos 
efectos jurídicos que el primero, éste fuese apelable V 110 10 íhera aquél, bastando para 
demostrarlo, el hecho de que, por ejemplo, !Ji! ,~'f! /llIbu(.\G_ f!xp?dujo l!'-cer!!fi(ªtjqJ!e_gtqJ41I1<¿.!Le~\· 
o QU5!J1Q}iJLh.aYªfJ beJ::i1r¿Jtl:\· plfhlHJ1.C-'{)f1(',\ r(~(nwl'Jdas pql' Iq hJ\ y que en el caso de remate sí 
fuese apelable el auto que lo declare fincado a favoJ de un postOl, a fin de reparar las 
irregularidades cometidas, V que estas 1l1lSmaS irregularidades, no se puedan reclamar pOI medio 
de la apelación, contra el aato que aprueba la <Idjudieaelól1, ya que ,JtH~t·\1' legal prO(ed~f!qa I).~' 
ÜJfJ1/J/Qrr mdl.\f1cnsahlc qut' .H' cumpla con las menclOmulm .forma/u/ades. 11 

Qllinta (~poca. 

11SCJN op Clt (' D 
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Ampmo clVil en revisión 1120/29. ROlllcro Flores MélllUd, suco dc y coags J de septiembrc de 
1929. Cinco votos Amparo civil en revisión 626/30. (iucrrcro vda. de (jil Carolina 8 de 
septiembre de 19:{1. Cinc0 votos Amparo civil en revisión 26:16/31. Julius Reschilok, S en e 
20 de febrero de 1932 e nco votos. Amparo civil cn revisión 2682/3 I Scsma vda. de Rivera 
P!lm. 12 dc marzo de 19:2. Cinco votos Ampalo civil cn re\~sión 197/J1. Traslosheros Soto 
_~aJ~~I.~I. 28 ~c j~_¡]lO. ?_~_19J2. Cinco votos 

Apóndicc: 1917-19C)5 Númcro de registro 2917 Instancl,r Tercera Sala Tomo IV-CIvil 
(SCJN) TeSIS 243 Página: 166. 

EMBARGO, SU EXISn,NCIA NO ES REQUISITO PARA QUE SE DICTE SENTENCIA 
DE REMATF. EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. De conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 1391 del Código de Comercio, el único requisito necesario para el ejcrcicio de la 
acción ejecutlVa mercantil, es que la Illlsma sc flmde en título que traiga aparejada ejecución, cs 
deCIr, en una prueba prcconstituida, pucs se trata de una acción privilegiada~ por lo tanto, el 
aseguramiento de bienes al momcnto de celebrar la dihgencia de requclinllento de pago, 
embargo y emplaJ':amiento, no es una condición sinc qua non para la cxistenc13 de la contienda 
cntle las partes V en su ca'1O pma que el juez prOIlUIlCle sentencia en la que ordene haccr ITance y 
remate de bienes del deudor, que por Jo gencral ya se cncuentran embargados, El embargo de 
bienes del demandado es UIl derecho que el enjuiclante puedc ejercitar o renunciar, por Jo que la 
falta de embargo no constituye un ullpcdimenlo legal para llevar adelante el juicio Cjccutlvo, ya 
que la cucstión toral a resolver en éste, es dctcnninar si el actor tiene derecho al pago que 
rcclama en el juicio y, por consecucncia, en caso de Ichusalse el deudor a hacerlo en el término 
que se fija en la propia sentencia de condena, se haga JIaIJ9_~.Y rC!IJ~t~ _º~_ lo~ .bien_cs ~~_ .SJI 
pr-ºpic"d~d, 'lIlC ~LenCllcl1tn::1I_e!l1pargados () lJIW_ ('on jJosler/O{l.dad._se .emharguen La t~llta de 
embargo, no afecta los proccdillllcntos cncaminados a la decisión en los términos cOlltrovel1idos, 
yel pUlltO resolutiv{) de la sentencia que ordena el remnte no es tlegal, pues sólo sibrllifiea que 
dcbe llevarse <ldelante la ejecución V que, Cll Sil caso, esto es, cuando se pcrfecciona el embargo, 
pueden continuar los procedimientos dd remate. 

Séptima ÚPOC<1' 

Amparo civil directo 2129/35. (ionzálc7: Ezeqlllel. 15 dc jumo de 1936. Cinco votos Amparo 
civil directo 8209/50. Ojeda Manuel. 7 de septiembre de 1951. Unanimidad de cuatro votos. 
Amparo directo 9894/68 María de la Luz León Correa 6 de octubre de 1969 Cinco votos. 
Amparo directo 5951/82. I\bclardo López Soto 4 de novlcmbrc de 1982 Unanimidad dc cuatro 

~o!~~ __ ~_~p_a~? ~ir~~!?_~}~?!~8_~._!esús Iluerta Bemto. 4 de junio de 1984, Cinco votos. 

ApéndIce: 19l7-199í. N(l'ncro de registro 1257 Tomo' IV-Civil (T('C) Tesis i7R Pflgina 
420. 

PRESCRIPCION ADQUISITIVA IlECIIOS SUSCEPTIl3LES DE GENERAR LA POSESION 
APTA PARA LA Conforme a los articulos 1151 y 1152 del Código Civil para el DIStrito 
Federal, la posesión necesaria para PI escribir debe ser cn concepto de propietano, pacífica, 
continua, pública y por el tiempo que señala el segundo de esos preceptos, según se trate de 
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posesión de huena () de mala te, o de la que hubiera s](lo inscnla en el Registro Público de la 
Propiedad y del Comercio Esta institución, COIllO medio de adqUisición de dornilllo, ticllc por lo 
general como presupuesto la inercia del auténtico propietario del bien, que 10 deja en manos de 
otro poseedor, situación a la quc correspondc y acompaña, como elcmento predominante, la 
actividad de este último que se manifiesta en el ejercicio de la posesión que el propICtario 
original descuidó. Por su parte, cl artículo 826 del cuerpo de leyes citado cstablece, que sólo la 
posesión que se adquiere y disfruta Cll concepto de due110 de la cosa poseida puede producir la 
prescripción. Al aludir al concepto de "dueño o propietario", el código sustantivo emplea una 
denominación que comprende al poseedor con título objetivamente vál1do (aquél que reúne todos 
los requisitos que el derecho exige para la adquisición del dominio y para su transmisión), con 
título su~jetivalTIente válido (aquél que origina una creenCia fundada respecto a la transmisión del 
dominio, aunque en realidad no sea bastante pata la adquisición del bien) y aun sin título, 
siempre y cuando esté demostrado, tanto que dicho poseedor es el dominador de la cosa (el que 
manda en ella y la disfhtta para sí, como dueño en sentido económico), como que empezó a 
poseerla en virtud de una causa diversa a la que origina la posesión derivada Cuando se tiene 
titulo, ya sea objetiva o subjetivamente válido, la posesión en carácter de dueño debe emanar de 
un acto juridico que por su naturaleza sea traslativo de propiedad, corno son la venta, la 
donación, la permuta, el legado, la adjudicación por remate, la dación en pago, etcétera, pues 
nunca podrán prescribir los bienes que se poseen a nombre ajeno, en calidad de arrendatario, 
depositario, comodatario, usufmctuario, etcétera, pOlque éstos poseen la cosa en vil1ud de un 
título que les obliga a restituirla a aquél de quien la recibieron. De esta manera, es váJido 
establecer que si por efecto de una venta, de una donación o de cualquier otro acto traslativo de 
dominio, el poseedor de un bien recibió la cosa de una persona que creía propietaria de ella, pero 
en realidad no Jo cra, puede adquirir por prescripción positiva el bien, si reúne los requisitos 
legales a que se ha hecho leferencia, porque el acto juridico defectuoso no es el que constituye la 
fuente de adquisición de la propiedad, sino que ésta se encuentra en la propia ley, que prevé la 
institución de la usucapióll~ aquel acto sólo cumple la fhnción de poner de manifiesto que la 
posesión no se disfi:uta en teona derivada, sino en concepto de propietario, sobre la base de un 
título que aun cuando esté viciado (si el título no adoleciera de defecto alt:,'lll1o. no habria 
necesidad de acudir a la prescripción para consolidar el dominio). la ley le atribuye efectos, 
como se constata en el texlo de los artículos 806 y 807 del Código Civil para el Distrito Federal. 

Cuarto Tribunal (~olcgi3do en Materia Civil drlllrimer Circuito, Octava í~poc3' 

Amparo directo 869/89. Gabriel Rojas Soriano \3 de abril de 1989. Unanimidad de votos 
Amparo directo 2764/89. Pedro Mejía Avila y otro. 4 de agosto de 1989. Unanimidad de votos. 
Amparo directo 3994/89. Dcpmta111cnto del Distrito Federal. 7 de diciembre dc 1989. 
Unanimidad de votos. Amparo directo 4144/89 Lilia Sabag de la Garza. 14 de diciembre de 
1989. Unanimidad de votos. Amparo directo 2684/90. Urbanismo, Casas y Construcción, S. A. 

2g-,~agosto d",920 . .!:I~anin~da~~e~?~os,-__ . _._. __ .. ___ . _____ . .. ___ _ 

Apéndice: 1917-19Q): Número de registro' 3287. Tomo' IV-Civtl (TCC) Tesis' 611 Página: 
450 

SOCIEDAD CONYUGAL. CORRESPONDE A AMBOS CONYUGES EL DOMINIO DE 
LOS BIENES ADQUIRIDOS DURANTE LA VIGENCIA DE LA Dc confonnidad con el 

131 



aliículo 191 del Código Civil para el Estado de Chiapas, c-I dominio de los biencs quc forman 
parte dd patrimonio de ulla sociedad conyugal, concsponde a ambos cónyuges, mientras ésta 
subsista por lo que es innegable el derecho de la esposa para reclamar el embargo practicado en 
el juicio ejecutivo mercantil promovido exclUSIvamente en contra de su cspOSO, ya que a ella le 
corresponde proindiviso d 50% de Jos inmuebles embargados perteneclcntes a la sociedad 
conyugal y, por consigUlente, al afcctarse su parte en el embargo, sentencia, remate y 
adjudicación se violan las garantías de legalidad y seguridad que tutelan los articulas 14 y 16 
constitucionales. 

Tribunal Colegiado del Vigl'simo Circuito, Octava Época: 

Amparo en revisión 412/89. América Rincón de Durán. 25 de abril de 1990. UnanimIdad de 
votos Amparo en revisión 346/89. Francisca Azmitia Sangeado de Reyes 9 de mayo de 1990. 
Unanimidad de votos. Amparo cn revisión 550/90. SOCOITO I1emández Pimienta de Franco. 20 
de marzo de 1991. Unanllnidad de votos. Ampllro en revisión 408/92. Magdalena Pérez Ruiz. 10 
de septiembre de 1992. Unanimidad de votos. Amparo en revisión 38/93. Manuel de Jesús 
Hemández Cancino. tI de febrero de 1993 Unanimidad de votos. 

Apéndice: 1917- J 99-) Número de regi~tro 3309 Instancia' Tercera SaJa Tomo' IV-Civil 
(Histórica). TeSIS: 635. Página. 470. 

ADJUDICACION y REMATE, APliLACION DE LOS AUTOS DE. El Código de 
Procedimientos Civiles vigente en el Distrito Federal, no reprodujo la disposición contenida en el 
artículo 835 del ordenamiento anterior que establecía expresamente que el aula que aprobara o 
no d .. cmate, Cl'a apelable en ambos cfcctos~ sin embargo, la Salll Civil de la Suprema Corte de 
Justicia estima que las partes tienen derecho para apelar del auto que aprueba o no el .. emate, así 
como la adjudicación a fhvor del acreedor, ya que según lo ha resuelto en diversas ejecutonas_,---~l 
r~~-ª.1~~_yJfLadiudi9..a.fj_Q.º_Jl~º~Ll9~mj;;¡m@_cfGP.tmLll!rídicQ~, y de admitirse que tal auto debe 
estimarse comprendido dentro de la prescripción del artículo 527 del código citado en vigor, se 
llegaría al absurdo de considerar que el mismo no tiene más recursos que el de responsabilidad, 
el cual, por su naturaleza, no puede alterar la resolución recaída en el pleito. 

Quinta Época' 

Amparo civil en rcvisión 4803/33. Rivera de Godínez Guadalupe. 18 de abril de 1934. Cinco 
votos. Amparo civil en revisión 6009/33. Callas Eugenio, liquidación de. 24 de abril de 1934. 
Cinco votos. Amparo civil en revisión 6006/33. Sánchez Félix 14 de mayo de 1934. Cinco 
votos, Amparo civil en revisión 3484/34. Garda de Castañeda Francisco y coag. 3 de enero de 
1936. Mayoría de cuatro \lotos Amparo civil en revisión 2701/33. González José María. 19 de 
ju~o de~36~V_~~r~mjd~~_dc ~~~!'?._~oto~=---__________ ._~ __________________ . ___ . __________ ~ __ 

Apéndice' 1917-1995 Número de registro' 4955. Instancia: Tercera Sala. Tomo' VI-Común 
(SCJN). Tesis' 452. Página: 301. 

REMATES Las violaciones cometidas en el curso de los procedimientos para Jlevar a cabo el 
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remate de bIenes embargados, 110 deben juzgarse sino hasta que el remate se aprucbe cn 
defínitiva~ pues de otra suerte, sería JIllposlble llegar hasta la venta de los bienes. d~!Jlgr..4!l4!20.f 
Indet¡nldamen((Llª---Sd§~1{CIÓt,-c1fL(g~_~111§J1(fmL~Q!L-'J!!Jgl'UU2f!1Jlfc,,-º----ge laJ!ª!J1!tll!~·t]:_w.;0tUk 
JJJ!i'-1J-:ia~ el rel!late l1lism~1}o ti~~ efiC1H~ÜtilJridL~_§i!mJm?l::Lql,Le_ª~~~b~p~QLLesoluci_Ql~ 
ill!~!.. caJ!ª5L_~_st1Qº, pudiéndose en último término, apelar el auto que apruebe o desapruebe el 
remate~ por todo 10 cualLt! (1I!JJ!m'Q _e.~~ !!!lprº-r~cfe!1!(L~X!!1!.rp_ jO,--\_12!'!lr;!l..dJ __ mrcfllQ§_gYJLlll'ccqdcn 
al remate. 

Quinta Época' 

Tomo XXV, pág. 1395. Amparo civil en revisión García Alvarez Toribio, suc de. 12 de marzo 
dc 1929. Cinco votos. Tomo XXV, pág. 2596. Cabos Francisco y Modesto. 14 de marzo de 
1929. Amparo Civil en revisión 612/26. Malina IICITcra Dionisio. 14 de mayo de 1929. Cinco 
votos. Amparo civil en revisión 1112/29. Bretón Gustavo. 2 de octubre de 1929. Cinco votos. 

_Am.E~~~~~~!~_en revis.~ón tQ~~!~~~ 0~!Ja~_~_!-,~~~~di?~ _5 __ ~~~!1arzo de ~?~~_~~j~~? votos. 

Apéndice: 1917-1995. Nümero de registro 49-)6 fnstancitr Trrc{"ra Silla. Tomo' VI-Común 
(SCJN). Tesis. 453. Página: 301. 

REMA TES. f..Q~~llt~t~~_J!º-@J!_s!!!!!~n iJ_I~12ªL®lem~I!1t;_~l actQJ~ecJªmª!JQ, porque lo que se 
discute en el amparo, como cuestión fundamental, es precisamente lE- legitimillil-d d~_.m 

ªruJui sícJ.ºº._ ~~c gªllg.9 ___ Ul$ S_L~.L..IQ~ ti 1 tªº_Q_!f~_ U!l_ PJ:..cl~.rtÍJ!liQ.º~ o _.Y1yj Q~....2.illS;9nsJ~lli~iQILaL y 
además, no siendo los bienes raíces cosas fungibles, es posible restablecer la situación jurídica 
anterior a la violación de garantias, y ~.1._P-O_~QL~tLJll!._!~mat~....Jlo puede aqgmrir maY.QL~~ 

d~L~9119~4~JQs g!J~J~ºiª-~LQ:r.QPÍ.~ta.1j9 __ d~1_P!~Qiº _remªtadQ" 

Quinta Úpoca' 

Amparo administrativo en revisión 1301/24. Flcrro Guevara Ignacio 24 de enero de 1928. 
Unanimidad de diez votos. Tomo XXII, pág. 1095. Boleaga Paulino. 16 de febrero de 1928. 
Amparo administrativo en revisión 1591/28. Sullivan de Patiño Joanna Lorctto. 22 de marzo de 
1929. Cinco votos. Amparo administrativo en revisión 1439/29. Foubert Carlos, suco de. 2 de 
octubre de 1929. Cinco votos. Amparo admimstrativo en revisión 3368/27. Banco Hipotecario 
de Crédito Territorial Mexicano. 24 de octubre de 1929. Cinco votos. 

Apéndicc' 1917-1995. Número de registro 4957 Instancia: Terc{"ra Sala. Tomo Vf~Común 

(SCJN) Tesis: 454. Página. 302 

REMATES, CUANDO CABE EL AMPARO CONTRA LOS PROCEDIMIENTOS DE. La 
Suprema Corte de Justicia ha establecido junsprudencia en el sentido de que el amparo. 
tratándose de remate, sólo procede contra la resolución final dictada en el procedimiento 
respectivo; pero esa juríspmdcncia se refiere a las partes en el jUiClO del orden común 
correspondiente, mas IJ!J ~~l.)nf_J!!lfKPf.:.19!1 !rq(ªt!d<28}_ªf_lp~"'--Jt¿r(t¿rps_.e~(f:qfl.(1.~. 

Quinta Íipoca: 



Tomo XXXIII, pág. 391 Moncada José 1. Amparo civil en revisIón 12350/32 Agente del 
Ministerio Público Feder.ll. II de mayo de 1934. Mayoría de tres votos. Amparo civil en 
revisión 1253/34. Luis Rico, SUCo de. 3 de agosto de 1934. Cinco votos Amparo civil en revisión 
4491/33. Gutiérrez Quintero Cipriano. 15 de mayo de 1935. Cmco votos. Queja en amparo civil 
266/3.6, C;onzález ~11nl'",~lóduardo 25 de agost,,_deJ936 Cinco votos 

Apéndice: 1917-1991 Número de regIStro: 1059. Tomo' VI-Común (TCC). Tesis: 556 Página: 
370. 

ACTOS CONSENTIDOS. IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. Desde el 
momento en que se decretó el embargo en el JUICIO segtlldo en Contra de la demandada. quien se 
ostentó tercero extraño, tuvo pleno conocimiento de dicho embargo por sí y como representante 
de sus menores hijos, en virtud de haberse entendido eon ella la diligencia de emplazamiento a la 
demandada, resultaron afectados los derechos de los ahora inconfonnes, quienes debieron 
combatir el procedimiento dentro del ténnino de quince días a partir de aquél en que conoció la 
existencia del embargo (artículo 21 de la Ley de Amparo), pero como no 10 hicieron, se 
considera que consintieron no solamente el embargo, sino también los demás actos C0l110 son 1ª 
t}Qt!t~ll<;i<LQ_~ rt;mªfc_y_clI!!Qf~9ll1)!~~J1Q_ d~_~j~~m~(óIJ. (Ie_ ~em~n9i~, al ser éstos una Cºn~c-º!lst.n.c_iª 
tcgaJ y forzosa del asegural1li~llto practicad~) en el jlllelO det qlJe_ d~rjvanJos..~ctos reclamado!,:!:. 

Telrrer Tribunal ('olegindo del Cuarto Circuito, Octava (~poca' 

Amparo el1 reviSión 2&5/89. Pedro Miguel Sánchez Vizcaíno y oh OS. 21 de febrero de 1990. 
Unanil1lldad de votos. Amparo directo 669/92. Ruth lIoward McDow. 8 de junio de 1994 
Unanimidad de votos Amparo en revisión 210/94. Enedina Sáenz Ahnanza. 9 de novicmbre de 
1994. Unanimidad de votos. Amparo el1 revisión 220/94. Ignacio Garza Medilla. 9 de noviembre 
dc 1994. Unanunidad de votos. Amparo en revisión 202/94. Ramiro Marroquín Saldívar 17 de 
noviembre de 1994. Unanimidad de votos. 

Apéndice: 1917-1995. Número de registro' 5662 Instancia' Pleno Tomo' VI-Común 
(lIistórlca). Tesis. 1159. Págma. 794. 

SlJSPENSION. CONTRArlANZA PROCEDENTE, TRATÁNDOSE DE REMATES Siendo 
el efecto jurídico de toda sentencia que concede el amparo, la restitución de las cosas al estado 
que tenían antes de la violación reclamada, es procedente admitir la contrafianza cuando el acto 
reclamado es un remate, puesto que dicha contrafianza asegura los derechos del quejoso, si se le 
concede la protección federal. 

Quinta Úpoca: 

Recurso de queja 114/21. Ayón Salomón. 14 de junio de 1922. Unanimidad de nueve votos. 
Recurso de queja 153/22. Caja de Préstamos para Obras de Irrigación y Fomento de la 
Agricultura, S A 2 de agosto de 1922. Mayoría de siete votos. Recurso de queja 216/22. 
Senano Luis. I1 de enero de 1923. Unanimidad de ocho votos Recurso de queja 296/22. 
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BatlJevell y ArÍls Enrique. 28 de febrero de 1923. Unanimidad de ocho votos. ReclUso de queja 

3~~2~~~~~ Si~!o de J~ 2? ~~~~~~_~~_19~~_~ t¿l_l~l_ti~~i~a_d_~e _d~~.~~!_?s_ 

--.----.~----:--_,______::_:_c 

Apéndice' '9'7~'995 Número de registro' 569R Jostaneja: Tercera Sula. Tomo: VI-ComLm 
(lIistónca). TesIs I t 95. Página: 811 

SUSPENSION TRATÁNDOSE DE RF.MATES. Si se reclama en amparo el remate de una 
finca en un procedimiento ante la autoridad judicial. la suspensión debe concederse previa 
fianza, por reunirse los requisitos de la I.cy de Amparo. 

Quinta Úpoca 

Amparo civil. Revisión del incidente de suspensión 12601/32. García Jesús y coag. 3 de 
noviembre de 1933. Cinco votos. Amparo civil. Revisión del incidente de suspensión 4889/34. 
Melina Miguel Z !9 de septiembre de 1935. Mayoría de tres votos. Incidente de suspensión 
civil. 2773/34 Verduzco Gutiérrez Diego y coags. 21 de septiembre de 1935. Unanimidad 
cuatro votos. Incidente de suspensIón 1100/35. Garea de Castillón Teresa suc. de. 27 de 
septiembre de 1935. Mayoría de tres votos. Amparo civil. Rcvisión del incidente de suspensión 
1999/36. El concurso a b¡enes de Olín vda. de Hurtado y Espinosa Dolores. 4 de diciembre de 
1936. Unanimidad cuatro votos. 

Apéndice' 1917-1995. Número de registro: 1122. romo: IV-Civil (TC'C) Tc~is: 44R. Púgina: 
311 

ARRENDAMIENTO. LANZAMIENTO, AUTO QUE DECRETA EL, PROCEDE EL 
AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA. El aLlto por el que se ordena la ejecución de la 
sentcncia definitiva, y que ordena se ponga a la actora en posesión material del inmueble 
arrendado. procediéndose en su caso, al lanzamiento del demandado, el que sólo podrá Jlevarse 
a cabo 1Teinta días después de que ese auto quede notificado personalmente, 
inc~sl¡oJHl.QI~!!Wllt~ l:eslJlté! ,eJ. (,Jt.iJnQ_.prQJ}uJJ~i~do __ en_ 9tprm;edjj1lieDtQ _9~ JtieS~~J9i9JJ, ya que 
después de ese proveído sólo queda su cumplimiento razón por la cual, con fundamento en lo 
dispuesto en el at1ículo 114, fracción III párrafo segundo, de la Ley de Amparo, en su contra 
procede el amparo indirecto. 

TERCER TlUBlJNAL COLEGIADO F.N MATF.RIA CIVIL DEL PRIMF.R 
CIRCUITO, Octava Época: 

Amparo ell revisión 658/90. Gloria Vivero Santa Olalla. 3 de agosto de 1990. Unanimidad de 
votos. Amparo en revisión 833/90. Félix Orea Rodríguez. 16 de agosto de 1990. Unanimidad de 
votos, Amparo en revisión 958/90. Marielle Aurora Bello Chapa. 20 de septiembre de 1990. 
Unanimidad de votos. Amparo en reviSIón 1651/90 Yolanda Sánchez de Hernández González. 
24 de enero de 1991. Unanimidad de votos. Amparo en revisión 297/91. José de Jesús Gue! 
Dlaz de León. 4 de abril de 1991. Unanimidad de votos. 

117 



Apéndice: 1917-1<)()5, Numcro de registro 4X9X Installci<r Trrrrra Sal .. TOImr VI-('0Il1I111 
(SCJN). Tesis. 395. Púglna' 265 

PROPIEDAD, PROCED~NCIA DEL AMPARO CONTRA VIOLACIONES AL DERECHO 
DE. La Jurisprudcncia que la Suprema Corte de Justicia ha establecido, en el sentido de que las 
cuestiones de propiedad 110 pueden decidirse cn el juicio de garantías, sin que antes hayan sido 
resueltas por las autoridades judiciales conespondientcs, sólo significa que en el juicio 
constitucional no puede detenninarse a qUIén de dos partes contendientes corresponde la 
propiedad de un bien cuestIOnado: pero cuando no existe tal disputa y se reclama la violación 
del derecho de propiedad y éste se ha acreditado en debida forma, el amparo es procedente, por 
violación de las garantlas que consab'fa el artículo 14 constitucional, pues este precepto 
garantiza contra la privación., sin fomla de JUICIO, no sólo de la posesión, sino de cualquier 
derecho. 

Quinta ÚPOC<l 

Amparo en revisión en materia de trabajo 7674139 Uribe Islas Gabriel y coags. 10 de abril de 
1940. Unanimidad de cuatro votos. Amparo civil en revisión 74/36. Bustamante I.uis Felipe. 21 
de abril de 1941. Cinco votos. Amparo civil en revisión 1346/41. García Adelaido 20 de 
octubre de 1941 UnaninHdad de cuaho votos Ampmo directo cnlllateria del trabajo 3568/41. 
Pérez José r I 20 de octubre de 1941. Unanimidad de cuatro votos. Amparo civil en revisión 
18 J 1/4.? .TOIrc~ de ! Iylll~nd?~f~~p~r.anz.a. 3 de noviembre de 1942. Cinco votos. 

---~-~_.~ ------
Apéndice 19 I 7-1995. Nllmero de registro' 4&99 InsI,Hlcla rercera Sala Tomo: VI-Común 
(SCJN). TeSIS: 396 Página: 266 

PROPIEDAD, PROTl':CCION Al. DERECllO DE, MEDIANTE EL AMPARO. Cuando se 
trata de hacer respetar el derecho de propiedad y no de resolver contienda acelca de quién sea 
legítimo dueño de un bien., procede el juicio de garantías, para el solo efecto de que, reconocido 
aquel derecho, se mantenga en su goce el propietario, mientras se resuelve en un juicio 
contradictorio, si su derecho debe subsistir. 

Quinta Época' 

Amparo civil en revisión 2 I 39/41. Flores Maria del Rerugio. 17 de julio de 1941 Unanimidad 
de cuatro votos. Amparo civil en revisión 1J46/41. Garda Adelaido. 20 de octubre de 1941. 
Unanimidad de cuatro vo~os Amparo civil en revisión 9621/41. Riande Riande Adolfo. 24 de 
julio de 1942. Cinco votm:. Amparo en revisión 626/42 Franco y Corté~ Eduardo :10 dejulio de 
1942. Cinco votos. Amparo civil en reviSIón 5136/42. Amaro Andrea 17 de octubre de 1942. 
Unanimidad de cuatro vot·JS. 

"PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS El secuestro dc bienes como providencia precautoria, 
no es un acto de ejecución ltTeparablc, porque en la sentencia que se pronuncie en el jUlClO, se 
tesolvcrá si debe o 110 subsistir, y contra esa sentencia se puede interponer el amparo., por la 
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misma considcracidn, no es aclo que de}c sin defensa al que.ioso, y por último, tampoco puede 
considerarse como un acto ejecutado fuera de juicio ,,14 

!'rin.dic-"l975, TerceraSala, tesis292, p. 860 

"SENTENCIAS, E.lECUCIÚN DE AMPARO IMPROCEDENTE. Si el acto reclamado 
consiste en una resolución dictada en ejecución de una sentencía y la cual no es la última en el 
procedimiento de qjeclIeión, el juicio de garantías debe estimarse improcedente, de acuerdo con 
10 dispuesto por el altíeulo 114, fracción 111, de la Ley de Amparo." 

Apéndice.l97 5, T erecra~ala, .tesis 347, 1',}046:. 

TESIS RELACIONADA. "La sentencia aprobatoria del remate, en cuanto a sus efectos, no es 
ni puede ser un acto consumado. desde el momento en que Jo que es matena de la suspensión, 
como se ha resucllo en diferentes ejecutorias, no cs el aclo ¡cclamado en sí Husmo, sillO los 
efectos que produce o sea la ejecución; y por lo que se refiere al otorgamiento oe la escritura de 
tTaslación de dominio, su registro y la posesión de los bienes a la persona en quien se fincará el 
remate, no son actos inciertos e improbables, sino consecuencia inmediata y directa a la 
sentencia pronuncmda, aprobando el remate, y procede conceder la suspensión, previa fianza 
contra estos actos "¡'í 

,~--------------.-------------------

TESIS RELACIONADA, "La publicación de los ediclos en la {(mna ordenad;t por la ley, es una 
garantía que se otorga a favor de los deudores, para el efecto de que. por vÍ1tud del anuncio, 
puedan concurrir poslores para el remate, y si las publicaciones no se hicieron conforme a la ley 
y d deudor pide amparo contra la sentcncia que aprobó el remate apoyándose en la VIolación 
legal ya dicha, sin duda alguna se ~illsta a la itui!'prudencia establecida por 1<1 Corte, sobre que 
el amparo sólo cabe contra la sentencia definitiva que apntcba el remate." 

TRIS RELACIONADA. "Las posluras, cuando no se exhibe en numerario su importe, deben 
garantizarse por un abonador, el que debe renunciar a los beneficios de orden y exclusión y 
constituir la garantía de la postura, pujas y mejoras, por lo que SI el postor 110 cubre el precio 
pucd.e procederse desde luego en contra del abonador, y el juez que realice la ejecuCión, tiene la 
competencia necesaria para hacer cumplir las obligaciones que contrae el postor 'lile para este 
efecto se sOlllete de manera expresa a su jmisdiceión; y corno se trata de obtener el 
cumplimiento de una obhgación contraida y constante en los autos que pueden equipararse a un 
convenio judicial, y éstos se ejecutan en la vía de aprem10 y dentro del proced1miento en que se 

~.~ebran, cl_.t~~~!i~l~.~ !~cul_~~~~~P-é!~~~~.E~~!:...~.~~ ví~: ___ . ___ ~ __ ~. __________ ~ __ . ____ _ 

TESIS RELACIONAJ)A, "El acuerdo del juez de los autos, desechando como postor en un 
remate, a qUIen es acreedor del demandado, es acto que deja sin defensa al interesado, puesto 

If Amilano García El Jukio de Amparo págs 744-749 
15 l'érc7. Palma Guia de Derecho PTocC':ml CIVIl págs 6H 1-6H l, 6WJ-69() 
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que S1 ha agotadu todos los recursos ordinario en contra del llUSIllO auto hilO valer, no puede 
tener intervencIón en el remate, y consecuentemente, apelar del auto que lo aprucbe, y en ese 

_c~~~~~t~~~spro.ce.d~n~? ?~_~~~.~~I~?..9~~ CO~ltr~ el l~j~Il1:~ ~~ ~n~e.rcce.:' 

TESIS RELACIONADA. "Los edictos en que se convoca a rcmate en los Juicios civiles, no son 
precisamente tilla notificación, cuya h'l1ta o defecto de fOffila pueda combatirse mediante el 
procedimiento de nulidad, que sólo proccdc por notificaciones hechas en forma distinta de la 
pn~vcnida por la ley " 

TESIS RELACIONADA "La sentencia del trihunal de apelación, ncgúndose a resolver el 
recurso interpuesto contra el fallo de primera IIlstancm, que aprucba un remate, pretextando que 
se Inda de <idos Je ejecución Je sentencia 'lile 110 admiten Ill{¡S re.:urso que el de 
responsabilidad, limita la defensa que el deudO! pudiera ejercer ell alzada, y viola, en su 
perjuicio, las garanlÍas dc los artículos 14 y 16 constitucionales" _________ . __ _ 

'{'ESIS REI J\CI()NADA. "I,as resoluciones que no están cncaminndas directa e indirect:Jmente 
a la ejecucIón de una sentencia y las que tienen por obJcto cvitarla, o las que se pronuIlc1an con 
posteriOJidad él la Icsolucu'.IIl qul.) apllwba el remafc y declcta la adjudicaCión, Impidiendo el 
pClfeccionamiento con relación a telccro, del conhato de complavcnta celebrado entro el 
ejecut(ldo, reprCSCIl(¡¡dn por el juez de los (lUlos, y poseedor renmtantc no pueden estimarse 
comprendidas dentro de lo dispuesto en el artículo 527 del Código de Procednnientos Civiles, 
vigente en el Distrito Federal, que previene quc contra las resoluciones dictadas para la 
ejecución de una sentencia no se admite más recurso que el de responsabilidad, siendo por 
consiguiente, de administrarse en su contra, los recursos ordmarios que proceden, ya sean el de 

_~~lació!l_~ .. r~~~)~a.ci~!~~_p.~.!:~._9~.e _~e. I.!!~.~.~!g~~~.? rev~9l~.e_ ~~ .~~_~_ ~~_ t~~!~_.~: 

TESIS RELACIONADA. «Es indlld<lhle que el m\Judic<ltario de un predIO, es extraño al juicio 
hipotecario en el que se mande proceder el remate de la casa que a él se le adjudicó antes y, por 
tal motivo, no está obligado a agotar Jos recursos que las leyes del orden común conceden pala 
sostener sus dcrcchos, antes de acudil al amparo, ni menos instaurar un Juicio petitorio lespeeto 
a la propiedad del in111ueb1e que dice le file adjudicado en pública subasta y que después file 
mandado sacar de nuevo a remate, en dlstmto juicIO hipotecario, puesto que su condición de 
adjudicatario, le da ciet10s derechos espeCiales, distintos del correspondiente de propiedad, 
entre los cuales deben estimarse comprendidos Jos de posesión, supuesto que al haberse 
otorgado en su favor la respectiva escritura de adquisición, por ese solo hecho, se le han 
.!fansmi!!.do tales dcrc.cho~ 'p(~~~0.E~~:.'~ _ ..... __ _ 
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CONCLUSIONES GENERAU;S: 

Es posible concluir que el Juicio de Amparo es importante en el procedimiento de 

remate judicial dc bienes inmuebles, por las siguientes razones: 

PIUMI';RA.- Porque obliga a que la autoridad judicial apeguc su actuación a aquello 

que le está legalmente perm ¡ti do. 

SI~GlJNJ)A.- Porque a través cleI Juicio de Amparo se garantiza la legalidad del 

procedimiento de remate. 

TERCERA.- Porque el Amparo. al controlar la legalidad no sólo preserva el 

régimen cons!i1ucional. sino que se exticnde y tutela los ordenamientos legales secundarios. 

ClJARTA.- Porque a través del control Icgalidad se asegura la eficacia del 

procedimiento de remate judicial y los límitcs de las funciones dcljuzgador. 

QUINTA.- Porque l\ través del amparo se obtiene el respeto real y cfícaz de las 

garantía~ individuales. 

SEXTA.- Porque a través de la Sentencia de AmpaJ"O el qu«joso puede ser restituido 

en el uso y goce de la garantía violada. 

SI[PTlMA.- 1] pmc¡,dimiento de remate judicial es un procedimiento consistente en 

un conjunto de actos jurídicos posteriores a la sentencia definitiva y por el cual la autoridad 

judicial puede realizar la venta I("zada de los bienes del deudor, para satisfacer la 
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obligación de pago que tiene para con el acreedor. 

OCTA VO.- Para darle continuidad al procedimiento de remate judicial, y tomando 

en consideración que la legalidad de éste, se encuentra directamente relacionada con la 

actuación de la autoridad jurisdiccional, la cual deberá estar siempre apegada a derecho, es 

necesario que se reforme el artículo 114, fracción tercera, párrafo tercero dc la Ley de 

Amparo, para que quede de la siguiente manera: 

Arl. 114.1-:1 amparo se pedirá ante eljuc/. de Distrito: 

1. ... 

11. 

lll. Contra actos de los tribunales judiciales, administrativos o del trab¡~jo ejecutados 

Ibera de juicio o después de concluido. 

Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo 

contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en 

la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que 

hubieran dejado sin dcfensa al quejoso. 

]'t:ll1¡\ndose de proceditllÍentº jlerCtll.ates, la dºmanda pro~e.derá: 

a) _C:!tat!do Jos edi~to-'-llQ se_pJ.Niqul<Il() se.pll.bliquelL~n forllla .distinta d~_.Ia 

prcv¡:nje!ª Jl.Qt:. \¡¡ ley; 

b)S_()t!tra la rcsolllciótlque a(lrucb5'() dcs3rruebc.g relllal~,-adclllás en latl1i--,-ma 

dcmªI1':\¡L§~_llile!rán hacer vll!."r laLvi9jas:.iOlle.s.qu~ t5'ngª-el qu.ejQso .cll.[~tªfión a¡a"'!lltio_e!" 

la.c9.iªYjl.ct.@1Ia~que sc.derivl"L<l"ja auctienciadcjlllllollce!ª; 

e) ~.onlra.el autQ '1U9. reSlJcl,,ªJiQvre ]¡lcl!antía 4t;1.(lagQ _().aqucl_que I(~ nicgu~ 

1\1. ... 
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LEYES Y Có()JGOS: 

l. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

2. Ley de Amparo. 

3. Código Federal de Procedimientos Civiles. 

4. Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. 

5. Código Civil para el Distrito Federal. 

6. Código de Comercio. 
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